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PRESUPUESTO NACIONAL PERÍODO 2010 - 2014 


Reunión celebrada el día 29 de setiembre de 2010 


(Asisten una delegación del Ministerio de Defensa Nacional) 
SEÑOR PRESIDENTE (Ibarra).- Habiendo número, está abierta la sesión. 


(Es la hora 14 y 24) 


——La Comisión de Presupuestos integrada con la de Hacienda tiene el gusto de recibir a la delegación del 
Ministerio de Defensa Nacional integrada por el señor Ministro, Luis Rosadilla; el señor Subsecretario, 
Gabriel Castellá; el señor Jorge Delgado, Director General de Secretaría; el señor Daniel Baldassari, Director 
General de Recursos Humanos; la doctora Gabriela González, Directora General de Servicios Sociales; la 
contadora Irene Gúenaga, Directora General de Recursos Financieros; el señor Carlos Silva, Subdirector 
General de Secretaría; el señor Hernán Planchón, Consejero de Institutos de Formación Militar, y el señor 
Jorge Torres, asesor. 


La idea es que el señor Ministro realice una breve exposición sobre el Inciso 03, "Ministerio de Defensa 
Nacional", y luego pasemos a considerar el articulado y los ajustes que nos hicieron llegar. 


SEÑOR MINISTRO DE DEFENSA NACIONAL.- Señor Presidente: intentaremos ser breves. Hemos 
concurrido con todo el equipo del Ministerio para hacer una presentación con el mayor detalle posible. 
Mi primera intervención apuntará a brindar un panorama general del presupuesto y luego con gusto 
responderemos todas las preguntas. 


Como los señores Diputados saben, la Defensa Nacional no ha sido considerada prioridad, mientras que otros 
sectores de la vida social y económica del país sí lo han sido en este proyecto de ley de Presupuesto. Por lo 
tanto, al Ministerio de Defensa Nacional le ha correspondido un papel de segundo orden -por decirlo de 
alguna manera- en el marco de las asignaciones presupuestales. 


Comenzaremos diciendo que el presupuesto general del Ministerio de Defensa Nacional crece -no 
disminuye- a partir del primer año en algo más de US$ 20:000.000; en el año 2013 se agregan 

US$ 10:000.000 y así sucesivamente en los años siguientes, hasta llegar a US$ 52:000.000 anuales más que 
los que actualmente la Cartera ejecuta. 


Esto está vinculado, básicamente, al cumplimiento de lo que ha sido una bandera que el Gobierno, en su 
programa y discurso previo a las elecciones internas de los Partidos, y luego del triunfo electoral en 
noviembre, ha sostenido con respecto a aumentar en forma sustancial el salario de los sectores más bajos de 
las Fuerzas Armadas. 


Los señores Diputados deben saber que $ 500 de aumento al personal subalterno de las Fuerzas Armadas 
implica un esfuerzo anual de algo más de US$ 10:000.000. Esta es la relación, que es casi exacta. Esto 
implica al final del Período un aumento de algo más de US$ 50:000.000 del Presupuesto, ya que se dará un 
aumento de $ 2.500 al personal subalterno. 


Quiero ilustrar a los señores Diputados con esta lámina que tengo en mi poder, en la que se muestra la 
pirámide que hoy existe en el Ministerio de Defensa Nacional, con una columna muy ancha en el medio y 


muy angosta abajo. Esta es la pirámide de los Oficiales de las Fuerzas Armadas. 


Antes de continuar, voy a señalar los salarios líquidos que hoy percibe el personal en cada Grado. 
Obviamente, esto plantea mínimas diferencias entre las personas de un mismo Grado, que tienen que ver con 
antigiiedad o ajustes por tributos. 


Los sueldos del personal de combate, personal subalterno, son los siguientes: Cadete Aspirante, $ 1.573; 
Aprendiz, $ 1.659; Soldado de 1ra., $ 6.501 -a partir del Período pasado los soldados de 2da. ganan lo mismo 
que los de lra. porque la distinción salarial se eliminó-; Cabo de 2da., $ 6.485; Cabo de 1ra., $ 8.672; 
Sargento de 2da., $ 10.001; Sargento de 1ra., $ 13.181, y Suboficial Mayor, $ 15.461. 


En el escalafón de Oficiales, tenemos que el Alférez -en los grados correspondientes de cada Fuerza- cobra 
$ 15.008; el Teniente de 2da., $ 17.565; el Teniente de 1ra., $ 19.633; el Capitán, $ 21.974; el Mayor, 

$ 25.447; el Teniente Coronel, $ 25.409 -ahí está incidiendo el IRPF-; el Coronel, $ 39.065; el General, 

$ 45.173, y el Comandante en Jefe, $ 55.373. 


En función de los aumentos -esos $ 2.500 de los que hablamos- y de la aplicación de algunos artículos del 
Presupuesto, que nos permiten redistribuir en los salarios las economías generadas por vacantes que se 
eliminarán, hemos ajustado con el Ministerio de Economía y Finanzas un procedimiento por el cual, a partir 
del 1” de enero de 2011, además de los $ 1.000 que se establecen en esta instancia, se va a incrementar en 

$ 500 el salario del personal subalterno. Esto se obtendrá, básicamente, de algo más de 1.100 vacantes que se 
van a suprimir y de cuyo dinero va a disponer este Ministerio, de unos $ 60:000.000 de ahorros por 
Agregadurías Militares -algunas de las cuales ya se están desafectando y otras lo irán haciendo en la medida 
en que termine el tiempo de la misión establecida- y por el traspaso de unos $ 40:000.000 del Ministerio del 
Interior Ministerio de Defensa Nacional por servicios prestados, lo que va a completar los $ 201:000.000 que 
se necesitan para aumentar $ 500 más al personal subalterno. 


Hemos intentado proyectar estos salarios año por año y hasta el final de Período, estimando ajustes legales 
modestos en relación a su historial. Los hemos calculado uniformemente, y solo a los efectos de una 
proyección aproximada, en un 6% anual. En consecuencia, tendríamos el siguiente cuadro. Aclaro que me 
sigo refiriendo a los combatientes. A partir del 1? de enero de 2011, el sueldo de Cadete Aspirante ascendería 
a $ 2.073; el de Aprendiz a $ 2.159; el de Soldado a $ 8.368; el de Cabo a $ 8.579; el de Cabo de Ira. a 

$ 9.994; el de Sargento de 2da. a $ 11.368; el de Sargento de 1ra. a $ 14.549; el de Suboficial Mayor a 

$ 16.690. En cuanto a los Oficiales, el sueldo de Alférez ascendería a $ 16.671; el de Teniente de 2da. a 

$ 18.498; el de Teniente de 1ra. a $ 20.610; el de Capitán a $ 23.008; el de Mayor a $ 25.904; el de Teniente 
Coronel a $ 28.220; el de Coronel a $ 40.434; el de General a $ 46.939, y el de Comandante en Jefe a 

$ 55.373. 


Esto es para el primer año. Ahora me voy a referir a la proyección para el final del quinquenio. Reitero que 
esto es progresivo, porque se van a ir sumando partidas de $ 500 en diferentes períodos que están indicados 
en el Mensaje del Poder Ejecutivo, además de los ajustes legales. El personal subalterno pasaría a cobrar: el 
Cadete Aspirante, $ 2.373; el Aprendiz, $ 2.476; el Soldado, $ 10.810; el Cabo de 2da., $ 11.061; el Cabo de 
Ira., $ 12.842; el Sargento de 2da., $ 14.479; el Sargento de lra., $ 18.267, y el Suboficial Mayor, $ 20.430. 
Los sueldos de los Oficiales pasarían a ser los siguientes: el de Alférez, $ 20.408; el de Teniente de 2da., 

$ 21.530; el de Teniente de 1ra., $ 24.046; el de Capitán, $ 26.902; el de Mayor, $ 29.945; el de Teniente 
Coronel, $ 32.703; el de Coronel, $ 47.406; el de General, $ 55.154, y el de Comandante en Jefe, $ 65.199. 
Siempre estamos hablando en términos de totales líquidos. 


Como ya se ha dicho, esto se obtiene en parte de lo que el Presupuesto nos da y, en parte, de economías que 
se proyectan por medidas que ya se tomaron y cuyo impacto se puede medir. Además, en esta oportunidad el 
Presupuesto nos permite que las economías realizadas se trasladen a retribuciones personales; y eso es lo que 
vamos a hacer con las economías que logremos. 


Por otra parte, en materia salarial se ha logrado incrementar de $ 18:000.000 anuales a $ 78:000.000 

-$ 60:000.000 más- la partida destinada a compensar especialmente a los integrantes de las Fuerzas Armadas 
que realizan tareas de vigilancia perimetral en cárceles, lo que prácticamente quintuplica el dinero y, 
obviamente, la compensación especial por ese trabajo. 


En materia salarial, a los funcionarios civiles se les incrementa la compensación en un 30% debido a una 
fuga enorme y permanente de técnicos y profesionales valiosísimos e imprescindibles para el Ministerio por 
la diferencia de sueldo con otros Ministerios, revistando en el mismo Grado. Esta diferencia ronda los 

$ 11.000 en el escalafón A16. Actualmente, la compensación especial en ese Grado de $ 13.723 quedaría en 
$ 17.839con ese aumento del 30%, pero todavía tendríamos una diferencia respecto a lo que se paga en otros 
Ministerios de $ 7.000, $ 8.000 o $ 9.000. 


Esto es en cuanto a la política salarial actual. Además, contamos con un instrumento que depende de nuestra 
capacidad de administrar y de generar economías, lo que nos permitirá reasignar los créditos no ejecutados a 
mejoras aun más amplias y que alcancen al conjunto del personal. Olvidé mencionar otra de las mejoras, 
porque los $ 3.000 son para todo el personal subalterno y hasta el Grado de Alférez; y en el año 2011 desde el 
Teniente al Capitán se asignará una partida de $ 700. Para los otros Grados del Escalafón no hay aumentos 
especiales presupuestales, pero se abre la posibilidad de adjudicar economías también a los aumentos de 
sueldo de la oficialidad. 


En el Ministerio de Defensa Nacional es imprescindible seguir con el proceso de reestructura iniciado en el 
Período pasado, y hay temas que están establecidos por la Ley de Defensa que el Parlamento votara a fines 
del Período legislativo anterior. Por ello se ha planteado y se han incluido en el Presupuesto reestructuras y 
creación de cargos que son absolutamente imprescindibles para llevar adelante lo que la ley y la Dirección de 
la Cartera desde el ámbito de la política nos mandatan. 


Somos conscientes de que hay un debate que no queremos rehuir: cuáles son las funciones que deben llevar 
adelante los militares y cuáles son las que no deben llevar adelante en el Ministerio de Defensa Nacional. Los 
militares estudian, siguen su carrera y lo hacen sobre la base de ocuparse de los temas militares de la defensa. 
No hacen carrera de administradores hospitalarios, de administración contable, ni para gerenciar servicios de 
asistencia o de seguridad social. No son necesariamente contadores, abogados, ingenieros, arquitectos ni 
escribanos. Hemos avanzado generando una estructura de 55 cargos que se van a concursar para realizar 
desde el Ministerio de Defensa Nacional, con capacidad y profesionalismo, la tarea de administrar nada más 
y nada menos que unos US$ 400:000.000 por año y más de 32.000 personas, que son los recursos humanos 
del Inciso. 


En el articulado original venía una propuesta para modificar lo que se denominan dietas, que es lo que 
perciben por actividad docente civiles y militares. Me voy a permitir leerles un estado de situación preparado 
por la Jefa del Departamento Jurídico Notarial del Comando General del Ejército que es breve y muy claro. 
Dice allí: "En el marco de la preparación de la Ley de Presupuesto 2000-2005 y durante el cumplimiento de 
la ejecución presupuestal del año 2000, la Contaduría General de la Nación llamó la atención del Ministerio 
de Defensa Nacional en relación con el monto de las dietas docentes, en especial, en la Unidad Ejecutora 
003-Ejército Nacional. Ello dio lugar a que este aspecto fuera objeto de consideración especial en el año 
2001, creándose una Comisión Multidisciplinaria a tal efecto, en la que participaron representantes de todas 
las Unidades Ejecutoras con institutos de formación a su cargo.- A los aspectos relativos a la insuficiencia de 
rubros para hacer frente a los requerimientos de dietas, especialmente en el Ejército, se sumó un reclamo, 
primero administrativo y luego judicial formulado por profesores del Liceo Militar, ya que con motivo de un 
Instructivo de la Dirección Financiero Contable del Ministerio de Defensa Nacional de 1996, se estaba 
liquidando un valor hora inferior al de secundaria, que era el jurídicamente aplicable.- Así, a fines de 2001, 
las autoridades tomaron conocimiento detallado de la situación y de la liquidación a casi todos los oficiales 
del Ejército y de la Fuerza Aérea y en menor número de la Armada, relativo al pago de dietas mensuales en 
forma permanente, es decir, que no se correspondían con un curso y con una carga horaria determinada.- En 
su momento, se fundó este pago en el hecho de que los oficiales en general eran llamados para dar charlas, 
conferencias o instruían en forma permanente a sus subalternos, al tiempo que se hacía notar el bajo monto 
de los salarios que percibían.- Debe señalarse que al Fuerza Aérea, debido a que tuvo un reclamo judicial 
antes del año 2000, liquidaba en forma correcta el valor de la hora docente a los profesores civiles y militares 
y contaba con rubros suficientes para pagar a sus profesores civiles y militares y a sus oficiales en general por 
los motivos antes referidos.- La Armada Nacional contaba con fondos para pagar a sus profesores civiles y 
militares y liquidaba dietas a algunos oficiales que por su destino se entendía lo ameritaban, pero seguía el 
instructivo de 1996 en cuanto al valor hora.- Era el Ejército Nacional, quien tenía más reclamos, pues el 
número de profesores civiles y militares es más numerosos y no se estaba aplicando el valor hora correcto, 
dando lugar a una serie de juicios retroactivos por un monto muy importante que fueron planteados por 
profesores civiles. A su vez se daban retrasos y demoras en el pago de las dietas y los fondos no eran 


suficientes para abonar dietas 'fictas' a la mayoría de la oficialidad.- Estos temas fueron tratados por las 
autoridades con la Contaduría General de la Nación y en una Rendición de Cuentas del período referido 
(2000-2005) se autorizó un refuerzo de rubro para hacer frente a dicho gasto.- En los años siguientes, la 
incidencia económica de las sentencias dictadas contra el Estado puso el tema nuevamente en la 
consideración, advirtiéndose que el pago de estas dietas a los oficiales tenía una clara naturaleza salarial del 
tipo de una compensación. Si bien ello fue objeto de consideración y de algún proyecto en el marco de la 
siguiente Ley de Presupuesto o de Rendiciones de Cuentas (2005-2010), no se logró el consenso interno en el 
ámbito del Poder Ejecutivo, por lo dicha iniciativa no prosperó.- Por tal motivo, entendiendo que es una 
necesidad sanear el pago de dietas 'fictas' a los oficiales, por una labor que a veces es eventual y otras es 
permanente, pero que siempre está presente, relativa a tareas de instructor del personal a su cargo y/o de 
conferencista en Dependencias o Institutos de Estudio Militares [...]". 


En realidad, como ven, tenemos un viejo problema al que hay que dar respuesta. Es un problema que en cada 
una de las Fuerzas tiene características diferentes, pero se puede decir que el objeto del gasto está 
desnaturalizado. Como bien decía el informe, el uso, el tiempo y la forma de administrar ese gasto se ha ido 
asimilando -en algunos lados más y en otros menos- a una compensación salarial no determinada para lo que 
no fue creado, más que a la verdadera tarea docente. 


Nuestra propuesta inicial era separar las dietas civiles de las militares, aumentar el monto que se estaba 
erogando para las dietas militares -que estaba en el entorno de los $ 87:000.000- a $ 100:000.000, establecer 
eso como un aumento salarial proporcional a todos los Oficiales de todas las Armas y de todos los grados e 
incluir en el Presupuesto una norma por la cual la docencia o la instrucción fuera una obligación intrínseca al 
hecho de ostentar el grado militar. Como ustedes saben, eso levantó resistencia, sobre todo una propuesta que 
nos vino de las Fuerzas Armadas en el sentido que esa partida se incrementara en $ 114:000.000 más, o sea 
que pasara de $ 100:000.000 a $ 214:000.000, a los efectos de que hubiese un aumento generalizado para 
toda la oficialidad de un 20%. Eso no fue posible. Por lo tanto, se ha decidido -como verán- retirar ese 
artículo tal y como había sido enviado. Insistimos en que no cedemos en la necesidad, en la voluntad de 
encontrar un camino que nos permita dar al presupuesto en esa área, como en todas las demás, claridad, 
transparencia y certeza de que lo que se imputa a un gasto sea efectivamente para ese gasto. 


En este caso, simplemente hemos propuesto separar lo civil de lo militar, mantener la situación por el año 
2011 y estudiar conjuntamente, en todo el Inciso, una propuesta que en un año, o en varios años, vaya 
estableciendo un camino de salida y de transformación de esta situación para llevarla a su cauce real, a su 
expresión real, para que los números expresen lo que en la vida pasa, lo que en la realidad pasa. Esa es la 
situación en cuanto a las dietas. Tenemos un año para trabajar y esperamos en la rendición de cuentas del año 
próximo traer un proyecto, una propuesta que en un período de un año o más, tienda a resolver este tema. 
Además, hoy por hoy tenemos juicios por $ 21:000.000. Como esa situación está fuera de lo que es su cauce 
normal, luego genera reclamos que normalmente le son ganados al Ministerio de Defensa. Todos los años 
pasa lo mismo. 


Otro tema que fue quitado del articulado es el proyecto por el cual pretendíamos incrementar los fondos 
especiales de tutela social. El aumento de esos fondos, para destinar de ellos un porcentaje para vivienda del 
personal militar, tenía el siguiente enfoque por parte del Ministerio de Defensa Nacional. Es sabido que una 
de las prioridades que en general el Gobierno ha determinado para este Período, es la vivienda. Para ese 
Ministerio ha habido importantes empleos de recursos. En nuestro concepto, tener un fondo propio de 
viviendas incrementado a partir de algunos aportes, nos ponía en condiciones de intentar maximizar nuestras 
posibilidades en el Ministerio de Defensa Nacional a los efectos de generar viviendas para el personal militar. 
Se proponían los siguientes aportes complementarios mensuales: $ 550 para quienes ganaran hasta $ 60.000; 
$ 375 para quienes ganaran hasta $ 50.000; $ 225 para quienes ganaran hasta $ 45.000,; $ 75 para quienes 
ganaran hasta $ 30.000, y $ 60 para quienes ganaran hasta $ 25.000,. Esto también levantó algún tipo de 
resistencia y de incomprensiones. Nosotros tampoco renunciamos a discutir y a llevar adelante esto porque 
creemos que va a ser una herramienta importante para la construcción de viviendas para militares. Además, 
nos permitiría poner recursos del Ministerio que pueden ser recursos patrimoniales de tierra, recursos 
humanos, recursos en maquinaria, y si eso lo reforzáramos con algo de recursos financieros específicamente 
destinados a vivienda podríamos maximizarlos generando una reducida base financiera, pero sumando otras 
capacidades, emprendimientos comunes con el Ministerio de Vivienda, Ordenamiento Territorial y Medio 
Ambiente que permitieran a sectores del personal acceder a una vivienda. 


En cuanto a cargos de particular confianza a crear en el Ministerio, se proponen ocho, pero en realidad van a 
ser seis ya que dos de ellos son una transformación de cargos que hoy existen. Los cargos son para el 
Director General de Política de Defensa Militar, el Director de Formación Militar, el Director de Asuntos 
Internacionales, Cooperación y Derecho Internacional, el Director de Asuntos Jurídicos, Notariales y 
Derechos Humanos y el Director Nacional de Pasos de Frontera, el Director Nacional de Sanidad, el Director 
General de los Servicios y el Director de Retiros y Pensiones de las Fuerzas Armadas. Estos son los cargos de 
confianza que efectivamente se plantea crear y agregar a los que ya tiene el Ministerio. Esto remite a lo que 
dijimos antes con relación a la concepción que tenemos sobre cuál debe ser el carácter que el Ministerio debe 
adquirir. 


Creemos que esto es absolutamente necesario para seguir avanzando en un Ministerio de Defensa Nacional 
donde lo militar tenga su papel y el conjunto de las demás actividades sean del orden civil, político y de 
formación profesional técnica y administrativa. 


También hay un incremento en la partida de promoción social; no recuerdo exactamente el monto pero se 
lleva unos $ 4:000.000 por año a los efectos de generar políticas del Ministerio combinadas, con el mismo 
criterio con el que queríamos aumentar el Fondo de Tutela Social, para combinar estos recursos con los del 
Ministerio de Desarrollo Social a los efectos de que la promoción social pueda ser una realidad algo mayor 
de lo que es actualmente en el Ministerio. 


Por último -por lo menos en esta primera parte-, me voy a referir a la Dirección Nacional de Sanidad de las 
Fuerzas Armadas. Acá tenemos un problema, o varios. El importante incremento que han tenido las 
retribuciones salariales, tanto en el ámbito de la salud pública como de la salud privada, desde hace años 
viene aumentando la diferencia con respecto a los salarios que se perciben en la Dirección Nacional de 
Sanidad de las Fuerzas Armadas. 


En la Rendición de Cuentas de 2008 se hicieron esfuerzos para tratar de compensar o paliar en parte esta 
situación, integrando una partida en 2008 de -si la memoria no me falla- aproximadamente $ 50:000.000 y 
para 2009 de $ 150:000.000. 


La Dirección Nacional de Sanidad de las Fuerzas Armadas nos solicitó y nos solicita -y así lo presentamos 
para este Período- un incremento que eleva esta partida de $ 150:000.000 a $ 441:000.000 anuales, casi tres 
veces más. Más allá de la duplicación o triplicación de esta partida, el Ministerio de Economía y Finanzas no 
encontraba rubros para atender el fortalecimiento de este sistema. 


Es una realidad, señores Diputados que en la situación actual, un día sí y otro también, solo tiene que 
transcurrir el tiempo para que surja la oportunidad, y el trasiego de profesionales calificados y no calificados 
de la Dirección Nacional de Sanidad de las Fuerzas Armadas se va a seguir dando en esta situación. El 
esfuerzo que se debe hacer es importante, y no hemos podido encontrar una respuesta. 


¿Cuál es el estímulo que hoy tienen los técnicos importantes, los profesionales que siguen revistando en la 
Dirección Nacional de Sanidad de las Fuerzas Armadas? Participar en proyectos que se desarrollan 
especialmente en el Hospital Militar, de alta calidad -baste recordar que hoy todos fuimos testigos de una 
operación de nueve horas para un trasplante de hígado en el Hospital Militar-, sentir cariño por la institución 
y, por ende, verlo como una tarea vocacional. Lo peor, y es parte de esta realidad, existe una distorsión del 
sistema, porque evidentemente en esta situación, para retener personal cuando no hay recursos que se adopta 
el camino de las libertades, de las flexibilidades, que siempre son "voluntarias": horarios que se corren, que 
se achican, días que se pueden transformar, como forma de compensación no salarial. Sin duda, esto 
desajusta el sistema. De la misma manera que no estamos dispuestos que las dietas no respondan a la 
realidad, tampoco queremos que la situación de quienes trabajan para la Dirección Nacional de Sanidad de 
las Fuerzas Armadas no responda a la realidad. 


Invito desde ya a los integrantes de las Comisiones integradas, y obviamente a los de la Comisión de Defensa 
Nacional, a que encuentren un tiempo para visitar la Dirección Nacional de Sanidad de las Fuerzas Armadas, 
en particular, su Hospital Central. Si el panorama que pinto resulta complejo es porque es complejo, y porque 
acá tenemos problemas sin soluciones a la vista. 


Hasta acá mi exposición general. Algunas preguntas las responderé personalmente y en las que sean 
específicas habilitaré la palabra a los Directores de cada servicio para que respondan con más precisión. 


SEÑOR CARDOSO (don José Carlos).- Nos vamos a referir al último tema que planteó el señor 
Ministro, vinculado con la Dirección Nacional de Sanidad de las Fuerzas Armadas, en función de que 
advertimos -como el señor Ministro lo reconoció- que estamos ante un problema delicado, de 
envergadura. El señor Ministro dice que aparentemente no existe solución a la vista. 


Nosotros hemos trabajado al respecto -el señor Ministro lo sabe- con preocupación, tratando de saber si desde 
este ámbito empezamos a caminar en la dirección de encontrar alguna solución a un sistema de sanidad de las 
Fuerzas Armadas que, todo indica, está a punto de vivir una crisis relevante, importante, y que a nuestro 
entender tiene múltiples facetas. Por supuesto, algunos problemas merecerían reforzamiento económico, 
recursos que no están disponibles en este Presupuesto, pero otros refieren a normas o habilitaciones que, sin 
tener costo, empezarían a ayudar a algunos de los servicios que presta esta institución e, inclusive, mejorar en 
algo su funcionamiento. 


El señor Ministro mencionó especialmente las remuneraciones salariales, y obviamente en ese sentido 
tenemos un problema muy difícil de resolver. Los convenios firmados por los profesionales de la salud, 
impulsados por el Sindicato Médico del Uruguay, las Sociedades Anestésico Quirúrgicas y la Federación 
Médica del Interior, dejaron a la Dirección Nacional de Sanidad de las Fuerzas Armadas absolutamente fuera 
de cualquier equilibrio salarial entre quienes trabajan allí y quienes lo hacen en ASSE, una mutualista o en 
cualquier lugar. Desde ese punto de vista la Dirección Nacional de Sanidad de las Fuerzas Armadas quedó 
absolutamente fuera de cualquier parámetro y, por lo tanto, solo atractiva a nivel académico, en cuanto a que 
se pueda realizar alguna tarea académica especial que interese al profesional, pero no en cuanto al salario. 
Cualquier otro ámbito de salud del país compite y se lleva todos los profesionales que estén trabajando en la 
Dirección Nacional de Sanidad de las Fuerzas Armadas, porque la relación salarial se ha quebrado 
absolutamente y los servicios han quedado totalmente aislados. 


Por si eso fuera poco, se han ido agregando medidas que van encerrando al Hospital Militar, hostigando 
desde el punto de vista económico. Voy a citar un ejemplo, pero hay varios. La creación de un formulario 
terapéutico de medicamentos del Ministerio de Salud Pública obligó a la Dirección Nacional de Sanidad de 
las Fuerzas Armadas a ofrecer a sus usuarios un vademécum mínimo e implicó al Hospital Militar un 
incremento económico que no fue cubierto por ninguna vía. Es decir, se lo sometió a un incremento de 
presupuesto -me parece lógico que el Hospital Militar ingresara ese mecanismo- que no tiene cómo 
abordarlo, al punto que si uno compara los incrementos de los últimos cinco años advertirá que los recursos 
destinados a ASSE crecieron un 56%, los del Ministerio de Salud Pública se duplicaron y los de la Dirección 
Nacional de Sanidad de las Fuerzas Armadas cayeron un 4%. Efectivamente, como dice el señor Ministro, 
estamos ante un problema mayúsculo. Por ejemplo, el Hospital Militar no puede recibir fondos del Fondo 
Nacional de Recursos; no presta servicios para este. Aparentemente, eso no tendría costos, sería cuestión de 
habilitar. Recién le preguntaba al señor Diputado García, que conoce bien el mecanismo, si el Hospital 
Militar puede funcionar como un IMAE; no funciona, no es un prestador externo como son otros prestadores. 
Es una fuente de recursos, un Hospital de punta en algunas de las prestaciones de alta especialidad médica 
que brinda y sin embargo no está habilitado para hacer eso. 


Si recorremos este presupuesto encontraremos una cantidad de dependencias del Estado a las que se autoriza 
que la plata que hacen con recursos propios quede dentro de la propia dependencia. Por ejemplo, la Oficina 
Nacional de Servicio Civil está habilitada, cuando hace una prestación y cobra un dinero, a readjudicarlo a 
sus propios programas, pero el Hospital Militar no lo puede hacer. Eso es un detrimento; es decir, no 
solamente no tenemos soluciones a la vista sino que hemos retrocedido y en algunas ocasiones arrinconamos 
al Hospital de manera que no funcione, hay una especie de trabazón burocrática para impedir mecanismos 
que no tienen costos y que aliviarían algo de la asfixia que sufre desde el punto de vista económico y de su 
gestión. Tiene mecanismos y se han observado algunos tratamientos poco flexibles, en este caso de fondos de 
terceros proviniendo de aportes que recibe la institución, de copagos, de venta de servicios o de recursos 
propios y no los puede utilizar. Sin embargo este presupuesto de más de ochocientos artículos que estamos 
discutiendo, en todos los Incisos incluye alguna dependencia a la que se autoriza a utilizar los fondos propios. 
¿Por qué no usamos el mismo criterio para el Hospital Militar? Esta podría ser una solución. 


Me consta que el señor Ministro está preocupado y lo acaba de mencionar; ya habíamos hablado fuera de la 
Comisión y tiene un especial interés en que esto se corrija. Creo que estamos en un momento delicado para 
esta área de los servicios y si se va a pensar en una reestructura profunda en la prestación de los servicios de 
sanidad de las Fuerzas Armadas, estamos dispuestos a colaborar buscando una fórmula para que este hospital, 


que ha dado al país buenas oportunidades de desarrollo de las prácticas médicas y que ahora uno lo ve muy 
ahogado en su funcionamiento, conserve el prestigio que ha tenido durante tanto tiempo. 


SEÑOR PRESIDENTE.- Sobre este tema, la Dirección Nacional de Sanidad de las Fuerzas Armadas 
nos hizo llegar un distribuido y en la planilla efectivamente vemos que ocho de los diecisiete incisos no 
tendrían costo. Si el Ministerio de Defensa Nacional está de acuerdo en que alguno de ellos se incluya 
en el presupuesto, así lo haríamos, tal cual lo hemos hecho con prácticamente todos los Ministerios, 
más allá por supuesto de consultar al Ministerio de Economía y Finanzas si efectivamente no hay 
costos, porque nosotros también tenemos limitaciones. 


Reitero que lo hemos hecho con varios Ministerios y estaríamos en condiciones de hacerlo siempre y cuando 
contemos oportunamente con el visto bueno del Ministerio y con la información del Ministerio de Economía 
y Finanzas. 


SEÑOR GAMOU.- Con respecto a esta primera intervención del señor Ministro de Defensa Nacional, 
más que una pregunta hago una reflexión en voz alta, 


Quisiera reafirmar algo que expresó y que es absolutamente cierto: en este presupuesto el Ministerio de 
Defensa Nacional no fue prioridad, como no lo ha sido en los últimos veinticinco años. En estos artículos que 
nos manda el Ministerio de Defensa Nacional sí observo un enorme esfuerzo por generar algún tipo de 
justicia social y de equidad. Hemos salido hacia el interior y también en Montevideo y cuando muchas veces 
acá, en esta misma Sala, se nos habla de colapso de determinados organismos y todo lo demás, puedo 
asegurar que si no ha colapsado el tema del personal subalterno en las Fuerzas Armadas es porque hemos 
tenido mucha suerte. 


Quisiera que el señor Ministro me diga, hoy -también desde hace un tiempo-, sin estos aumentos, qué 
porcentaje del personal subalterno de las Fuerzas Armadas se encuentra en situación de pobreza, quizás de 
indigencia. Estamos hablando de veinticinco años y si no colapsó es porque tuvimos muchísima suerte. 


A veces es bueno hablar en pesos, a veces en porcentajes, pero por las cifras que acaba de dar el Ministerio 
de Defensa Nacional, del primer borrador que había, observo que ha habido una aumento en los porcentajes. 
Me estaría dando que en el quinquenio un soldado de primera y de segunda tendrían un aumento del 66%. 
Saquémosle ese 24% que nos decía el señor Ministro que corresponde a la inflación y estamos hablando de 
un 42% y no de más del 30% como se había hablado originalmente. No quiero aburrir, pero me estaría dando 
que el aumento para un Cabo de segunda sería de un 70%, si le sacamos ese 24% sería del 46%, casi un 10% 
más de lo que originalmente se había establecido. 


Más allá o más acá de las referencias que hace el señor Ministro -como representante del Gobierno me hago 
cargo- el Ministerio de Defensa Nacional no fue una prioridad en este presupuesto. Tengo clarísimo que la 
prioridad en este Ministerio ha sido la de generar equidad salarial y especialmente respecto del personal 
subalterno. 


Reitero la pregunta porque creo que poca gente lo sabe. Por suerte este Gobierno, a partir del 1? de marzo 
logró poner el tema en la opinión pública, pero como estamos en un ámbito oficial quisiera saber realmente 
qué cantidad de personal subalterno de las Fuerzas Armadas vive en condiciones de pobreza o indigencia. No 
es una situación que viven hoy, viene de antes y eso explica por qué es necesario hacer este esfuerzo que 
quizás algunos no entienden. 


Finalmente, respecto a la vigilancia perimetral que se aumenta cinco veces, forma parte más que nada de una 
de las prioridades que sí tuvo este Gobierno: la seguridad. 


SEÑOR MINISTRO DE DEFENSA NACIONAL.- Voy a contestar dos de las interrogantes planteadas 
porque respecto a las otras cederé el uso de la palabra a algunos compañeros. 


Comenzando por lo último, lo único que se está haciendo al incrementar la partida por compensación 
especial para las guardias perimetrales es intentar pagar de alguna manera, una vieja deuda con las Fuerzas 
Armadas. Han prestado este servicio prácticamente sin compensación alguna, porque desde 1997 la 


compensación que recibían era una risa y obviamente, no se podía seguir en esa situación. El Ministerio ha 
recorrido los lugares donde se llevan adelante estas tareas y son imposibles de realizar materialmente. ¡Vaya 
sí lo será, con personal percibiendo esos salarios y sin retribuciones acordes, teniendo que abandonar durante 
quince días su ciudad, su pueblo, su familia, y además de estar en la Unidad, los días u horas libres hacían 
changas para completar su salario, realizando una tarea de especial riesgo sin compensación alguna! Y 
estamos hablando de una situación que data de trece años. Por lo tanto, lo único que hicimos fue poner un 
poco de sentido común a una situación que no podía esperar más. 


Sobre esa diferencia entre los porcentajes que se manejaron al principio y los que aparecen ahora, debo decir 
que eso sucede porque no se incluían los $ 500 que van a entrar como economías del Ministerio. Por otra 
parte, lo que debe deducirse llega al 26,73% para el final del período. 


SEÑORA GONZÁLEZ.- En cuanto a las situaciones de límite de pobreza -no de indigencia-, quiero 
aclarar que, si bien el personal subalterno recibe salarios notoriamente bajos, tienen beneficios sociales 
establecidos desde el Gobierno anterior. Esto permite determinada contención que, obviamente, no es 
suficiente -por algo se están tomando las medidas-, y que se traduce en tíques de alimentación, en 
beneficios de transporte y en otros beneficios que otorga el Servicio de Tutela Social. 


Sin perjuicio de ello, tenemos cerca de quince mil funcionarios que están por debajo de los $ 13.000 
mensuales; estamos hablando de personas y no de núcleos familiares. También tenemos un 52% de personal, 
tanto en actividad como en retiro, con dificultades para acceder a una vivienda. 


Desde el año pasado y hasta el principio de este período, hemos hecho acciones conjuntas tendientes a 
mejorar los servicios. Hemos recibido apoyo del MIDES, del Ministerio de Educación y Cultura y de ASSE, 
para prestar mayor cobertura y atención al personal que está en situación de vulnerabilidad. 


Respecto al tema de Sanidad, es algo muy complejo, pero quisiera hacer dos precisiones. La Dirección 
Nacional de Sanidad recibe aportes por dos vertientes: por Rentas Generales y por fondos de terceros. Los 
aportes de Rentas Generales comprenden los alimentos, los medicamentos, los compuestos químicos, el 
material quirúrgico y los refuerzos necesarios para funcionar correctamente. También hay cierta recaudación 
que recibe el organismo a través de fondos de terceros, que luego vuelca en la atención del servicio. Esto se 
constituye por los aportes de los beneficiarios, por los tíques que se perciben y por la venta de servicios. La 
Dirección está habilitada por decreto a prestar servicios a otros organismos de asistencia y a percibir dinero 
por ellos. 


Con respecto al Fondo Nacional de Recursos -que es un tema bien complejo-, la Dirección presentó una 
propuesta de modificación de sus prestaciones. El Ministerio optó por no presentarla presupuestalmente 
porque se trata de una modificación que necesita de un estudio de los servicios jurídicos del Ministerio y de 
una consulta con el Fondo Nacional de Recursos para tratar de dotar a la norma de las mayores garantías y 
seguridades posibles, una vez que ello se impulse. Esto puede hacerse a través de un expediente normal y no 
se necesita de vía presupuestal. 


A su vez, quiero precisar que en abril de 2003 la Dirección Nacional de Sanidad celebró un convenio con el 
Fondo Nacional de Recursos que estableció que los beneficiarios de la Dirección que requieran de actos 
médicos de medicina altamente especializada -incorporados a la cobertura del Fondo Nacional de Recursos- 
serán derivados al Fondo para que obtengan la prestación necesaria. Este convenio determina que las 
solicitudes de cobertura van a llenar los requisitos establecidos por el Fondo y se define el procedimiento 
para que pueda darse cumplimiento a dicha prestación. O sea que actualmente hay cierta cobertura del Fondo, 
derivada de este convenio, y está a estudio del Ministerio ampliar la cobertura o establecer una norma 
especial con el Ministerio de Salud Pública que contemple todas las situaciones que queden fuera del 
convenio. 


SEÑOR GARCÍA.- Creo que el planteo del señor Diputado José Carlos Cardoso iba en otro sentido de 
lo que contestó la doctora González. Lo que planteó el señor Diputado era la eventualidad de que 
algunos servicios del Hospital Militar fueran habilitados como IMAE para poder competir con técnicas 
del ámbito privado y vender servicios. 


No me siento aludido por la invitación del señor Ministro Rosadilla, porque a esta altura puedo hacer de guía 
en el Hospital Militar; lo conozco bastante bien. Es más: conozco a varios de los técnicos que trabajan en ese 
excelente Servicio de Patología del Hospital Militar, y les aviso que si no se hace algo urgente, eso va a ser 
un recuerdo. El año que viene, cuando estemos discutiendo la Rendición de Cuentas, desgraciadamente, va a 
ser parte de la historia. 


Digo esto porque la situación en que se encuentran hoy la Dirección Nacional de Sanidad Militar y el 
Hospital Militar en particular, es dramática. Esto sucede por algunas circunstancias que detallamos aquí y por 
equivocaciones en las decisiones que se tomaron en el período anterior; por ejemplo, la eliminación de la 
posibilidad de equiparar. Actualmente, como se ha producido un desfase entre los salarios que se perciben en 
la Dirección Nacional de Sanidad Militar y en la salud pública -y, en algunos casos, a la salud privada o 
mutual-, no hay técnicos que quieran ir a trabajar al Hospital Militar. Además, se da la paradoja de que 
estamos gastando más y peor, porque se está contratando por acto médico, y eso conlleva que haya técnicos 
que cobren más por acto médico que el Jefe del Servicio bajo el que van a desempeñar su labor, y se hace 
mediante contratos absolutamente inestables, arrendamientos de servicio, etcétera. Desde el punto de vista de 
la administración de recursos humanos, esto es de una inconsistencia absoluta. 


Si hubiera voluntad de jerarquizar técnicamente a la Dirección Nacional de Sanidad Militar, entre otras cosas, 
no se plantearía la creación de un cargo político, porque si hay cargos técnicos por definición, son los que 
administran un Servicio de salud. Entonces, la pregunta es: ¿por qué, en vez de proponer la creación de un 
cargo político, no se crea un cargo técnico y que se concurse por él, sin que sea designado por el dedo del 
Ministro? Obviamente, no estoy haciendo una referencia personal; me refiero a un dedo político. Lo que se 
necesita es la administración técnica de un Servicio, que cubre con satisfacción a ciento setenta mil 
uruguayos. 


Entonces, la realidad planteada por el señor Diputado José Carlos Cardoso y la que todos conocemos aquí, es 
gravísima. Y como soy de los que conocen el Hospital Militar, digo que si no hacemos algo rápido y 
corregimos algunos errores, como la eliminación de los equiparados, nos vamos a encontrar con una 
situación difícil de mantener en el nivel de asistencia que se presta a los beneficiarios, que hoy se quejan por 
lo que deben esperar para atenderse con algún especialista, y la demora en las coordinaciones quirúrgicas, 
que en algunos casos no es de meses sino de años; me refiero a niños y adultos. 


El Ministro lo sabe porque algunas veces hemos ido juntos, y, obviamente, también por su cargo. No sé si 
este caso particular de la Dirección de Sanidad Militar no requeriría que el Ministerio, que ha debido dar 
marcha atrás con el Presupuesto que envió el 1” de setiembre -a esta altura, la caja de cambios presupuestal 
del Ministerio sonó por todos lados-, aprovechara los días que nos quedan para dar alguna solución que 
permita mantener los niveles aceptables, por lo menos, de atención en el Hospital. 


Por último -me extendí porque es un tema que me interesa; a todos nos interesa-, quiero decir que lo que sí 
está claro en el Presupuesto, según la visión general que tengo -lo digo con humildad y respeto-, es que de él 
no surge ninguna visión estratégica del Ministerio de Defensa y de las Fuerzas Armadas. Lo que sí está claro 
es la consolidación -obviamente, esto es parte de un análisis subjetivo y, como tal, opinable- de una cantidad 
de cargos políticos en el Ministerio de Defensa Nacional. Son más de sesenta, entre los cuales ocho o diez 
son de particular confianza, pero todos sabemos que en esos planillados vastos que hay aquí de asesores y 
profesionales, seguramente, muchos sean compañeros de varios de los que están en Sala. 


Sin embargo, me parece que lo que estamos necesitando es utilizar los magros recursos que hay para 
beneficiar en algo a un personal que está absolutamente deprimido y en situación de pobreza, como el de las 
Fuerzas Armadas. Solo si se repartieran los más de $ 100:000.000 que se destinan a cargos políticos en el 
Ministerio, transformaciones, etcétera, se podría aumentar en unos cuantos pesos los magros sueldos del 
personal subalterno. 


SEÑOR BAYARDI.- Acá me comprenden las generales de la ley, por lo que voy a hacer uso de la 
palabra casi para contestar alusiones. 


Quiero aclarar que hoy el Hospital le cobra al Fondo Nacional de Recursos lo que está habilitado a cobrar, 
que, en realidad, corresponde a los transplantes hepáticos; ellos están habilitados por el Fondo y el Hospital 
cobra por eso. El Fondo Nacional de Recursos podría habilitar la existencia de otros institutos de medicina 


altamente especializados. Creo que la doctora González ya explicó que eso no se incluye en el Presupuesto 
sino en una norma aparte; yo creo que puede ser. 


Por otra parte, hoy el Hospital vende servicios y puede utilizar los fondos obtenidos por esa venta. Lo aclaro 
porque en un área del Hospital Militar soy usuario y pago por los servicios en forma privada. Es decir que 
pago -es difícil pedir que no quede constancia de esto en la versión taquigráfica- hasta las consultas que mis 
colegas me hacen, lo que no pago en ningún otro lado, porque desde Hipócrates para acá, esa parte, entre los 
médicos, no se cobra, pero como allí hay normas que establecen que hay que cobrarla, se cobra, por lo que la 
pago, y me parece bien. 


También se repite muy majaderamente que se han creado más de sesenta cargos políticos o de particular 
confianza. A esta altura, eso ya es majadería, porque no puedo creer que no se sepa leer el Presupuesto. En 
realidad, aquí se confunde un cargo en el escalafón administrativo, que está hecho para gestionar, con un 
escalafón civil del Ministerio de Defensa Nacional, con cargos de particular confianza. Si se suman, en el 
artículo 171 original teníamos treinta y cuatro o treinta y ocho cargos que no son políticos ni de particular 
confianza. Son cargos para que puedan concursar en la vía administrativa e integrar la escala de jerarquía 
administrativa. 


De la misma manera, tampoco en la anterior gestión se generaron decenas de cargos de particular confianza. 
¡Ojalá hubiéramos podido generar decenas de cargos de particular confianza! ¡Ojalá! El punto de partida fue 
la Ministra y el Subsecretario, en aquel momento, que nos presentamos a la estructura militar de gestión del 
Ministerio de Defensa Nacional. El 2 de marzo llegamos y saludamos de a uno a los Oficiales que tenían la 
gestión del Ministerio, a todos, desde el Director General de Secretaría para abajo. 


Creo que si comparamos cuántos cargos de particular confianza tiene este Ministerio, que recibe un 5% del 
Presupuesto -tal vez disminuyó ahora- y que además cuenta con un porcentaje importante de los funcionarios, 
con cualquier otro Ministerio o área de la Administración, comprobaremos que, en términos generales, está 
por debajo en la cantidad de aquellos cargos, y en recursos. Lo digo porque uno lo deja pasar una vez, dos, 
diez, veinticinco veces, pero debe interpretar que se lee mal el Presupuesto, o es parte de reafirmar cosas que 
no son verdad. 


En el tema de Sanidad, sí creo que hay algo que es desafiante, que las actuales autoridades del Ministerio y el 
propio sistema político tendrían que estar reivindicando -esta es una pelea que sé que se da con el Ministerio 
de Economía y Finanzas-: que hubiera equiparaciones salariales de naturaleza civil, es decir, a igual gestión, 
igual remuneración, dentro de las áreas asistenciales, porque este personal ha quedado sumergido con 
respecto al de ASSE y al sector público en general. 


Yo siempre defendí el criterio de las equiparaciones porque, además de ser discrecional, era un paliativo, 
incrementaba los salarios del personal del Ministerio de Defensa Nacional, que viene mal pago desde la 
época del Ministerio de Guerra, primero, luego Ministerio de Guerra y Marina, y después, Ministerio de 
Defensa Nacional; no tuvo responsabilidad esta fuerza política que ocupa el Gobierno desde el 1” de marzo 
de 2005. 


Sin embargo, se pagaba mal porque todos los Ministerios de Economía y Finanzas -vamos a entendernos, no 
me duelen prendas, tal vez el de mi fuerza política también- admitían que es más fácil gestionar con lo que se 
paga, y se renunciaba a la gestión civil del Ministerio de Defensa Nacional. La verdad es que, por suerte, eso 
empezó a cambiar el 1 de marzo de 2005, y la equiparación era discrecional. Uno le daba, por ejemplo, a un 
cuadro médico, que no tiene nada que ver con gestión militar, un grado militar, y a alguno le hubiera dado el 
grado de recontra híper General, o Generala, porque la verdad es que técnicamente eran impecables. Lo que 
pasa es que les pagábamos de esa manera porque no teníamos equiparación para la función de los civiles, 
técnicos, médicos, muchos de ellos de primer nivel, del Hospital Militar. 


Entonces, creo que aquí no hay otra posibilidad que la de insistir -responsabilidad que ahora le cabe al actual 
Ministro y a las autoridades- ante el Ministerio de Economía y Finanzas para lograr las equiparaciones 
salariales por igual función dentro del área de gestión de salud, porque sigo pensando que es importante el 
papel que cumplen el Hospital y la Sanidad Militar en el sistema de salud. 


Esto refiere a dos o tres apreciaciones que se hicieron respecto a la gestión anterior. Se eliminaron las 
equiparaciones, que eran un mecanismo por el que uno podía optar para pagar salarios, pero era mentiroso, 


porque en realidad no necesitábamos equiparar a grados militares. Yo creo que dentro de Sanidad Militar - 
siempre lo defendí- debe haber un número limitado de personal sanitario que no esté equiparado a grado 
militar, sino personal K, militar, aquellos que voy a movilizar, a mandar a misiones; son militares, pero no 
ficticiamente, y además son médicos, y deben tener derecho a grado militar, a todo lo que tiene que ver con 
los honores militares y a la disciplina militar. Pero, en mi opinión, deben ser menos del 10% de lo equivalente 
a los recursos sanitarios que tiene Sanidad de las Fuerzas Armadas. 


Por otro lado, en algún momento habría que discutir -es una pelea del actual Ministro, que yo perdí frente al 
conjunto de las autoridades del Gobierno anterior, que integré- por qué mantener al Hospital Militar y a 
Sanidad Militar fuera del Sistema Nacional Integrado de Salud y del FONASA. Es más: solo tuve como 
aliado a algún Oficial superior que, rápido para hacer números -de los más rápidos que conocí haciendo 
números; podría ir al Ministerio de Economía de cualquier país-, trataba de convencer a sus superiores de que 
era bueno estar integrado al FONASA, porque iba a dar US$ 10:000.000 más al año a Sanidad de las Fuerzas 
Armadas por las coberturas. 


Seguramente, en el Gobierno no se aceptó para no hacer una transformación como esa ante la oposición del 
mando de las Fuerzas Armadas del momento, pero había oficiales superiores que decían que sería bueno 
integrar Sanidad Militar al FONASA y al Sistema Nacional Integrado de Salud. A ello se resisten, en general, 
los retirados y algunos mandos. 


Creo que he dejado aclaraciones con respecto a cargos; a por qué no a las equiparaciones; a cuántos cargos de 
confianza hay, y a que estamos dispuestos a seguir defendiendo que son muy pocos, que faltan más y que la 
transformación que nos lleve a la conducción civil del Ministerio de Defensa Nacional exige tener una 
política disciplinada en esa dirección, salvo que se renuncie a ello. 


SEÑOR GANDINI.- Acá se hacían algunas alusiones que nos pueden llevar a una polémica larga en la 
que no quiero entrar. Sin embargo, quiero hacer una pregunta, ante las afirmaciones del señor 
Diputado Javier García sobre la creación de cargos y la respuesta que se daba en Sala con algún 
calificativo que tal vez nos deberíamos cuidar de usar. 


Yo le quiero preguntar directamente al Ministro, porque acá hay un artículo que es para él. En estas 
condiciones de pobreza que tienen las Fuerzas Armadas, el Ministerio y la Sanidad Militar ¿el Ministro 
necesita $ 8:000.000 por año para contratar personas a su servicio? ¿Necesita $ 40:000.000, es decir, 
US$ 2:000.000 en el quinquenio para contratar adscriptos a su servicio? ¿El Ministro los necesita? 


El señor Ministro tiene todo el Ministerio a su disposición: si decide que un soldado sea su chofer, lo escribe 
y lo tiene; si dispone que un técnico lo asista, lo tiene; si dispone que un militar lo asesore, lo tiene. Todo el 
Ministerio puede asistir al Ministro; está dentro de sus potestades. Además, tiene cargos de confianza y puede 
acceder a otros asesoramientos. Sin embargo, según el artículo 59 de este proyecto de ley de Presupuesto 
Nacional, el señor Ministro va a disponer de $ 8:000.000 anuales, de aquí al final del quinquenio, para 
contratar adscriptos que colaboren directamente con él, por el término que determine y no más allá de su 
mandato. 


Si el Ministro dice que no lo necesita, como se trata de una facultad suya, nos podemos ahorrar $ 8:000.000, 

y acá mismo vemos a qué los adjudicamos, porque nosotros podemos reasignar; quizás esa sea la única tarea 
del Parlamento, y el Ministro de Economía y Finanzas así lo manifestó en la prensa y en esta Sala. Como acá 
nosotros representamos, a lo mejor, tenemos que decir: esto no es prioridad y esto sí lo es. 


Entonces, como estamos en la tarea de ver de dónde recortamos para ver a qué asignamos, le quiero 
preguntar al señor Ministro: ¿necesita US$ 650.000 para contratar personas que lo asistan? Mire que con una 
partidita de US$ 650.000 por mes se contrata bastante gente. ¿O podemos disponer de ese gasto para atender 
otras prioridades que el propio Ministerio nos viene a decir que tiene y que no ha podido encontrar recursos 
para atender? 


SEÑOR MINISTRO DE DEFENSA NACIONAL.- Agradezco la pregunta. Creo que va en el camino 
correcto de un debate con esta característica: hay que enfrentar un problema, ver con qué recursos 
contamos y cómo los podemos modificar, e intentar utilizarlos de la manera más eficaz y justa posible. 


El señor Diputado pregunta y seguramente quiere una respuesta afirmativa o negativa. El señor Diputado 
Bayardi decía erróneamente -y yo comprendo su error- que el Ministerio recibe un 5% del presupuesto. No; 
el porcentaje es bastante mayor. 


Voy a aportar algunos números con relación a los retiros y las pensiones de las Fuerzas Armadas -que 
también son administrados por el Ministerio-, que les van a llamar la atención y quizás puedan inducirlos a 
comprender por qué hay necesidad de personal técnico, administrativo, de apoyo, etcétera. 


Acá tengo una gráfica que me dice que en el año 2005 el costo total de servir retiros y pensiones era de 

$ 4.047:261.000. En el año 2006 eso pasó a $ 4.471:000.000 -en cifras redondas-; en el año 2007, a 

$ 4.978:000.000; en el año 2008, a $ 5.705:000.000, y en el año 2009 trepó a $ 6.688:000.000. Pasó de 

$ 4.978:000.000 en 2005 a $ 6.688:000.000 -que equivale a US$ 335:000.000- en 2009 -; o sea que tuvo un 
incremento mayor al 50%. 


Digo esto solo para poner un ejemplo del conjunto de cosas respecto de las que, a nuestro juicio, todos -no 
quiero distinguir períodos de Gobierno- tenemos la responsabilidad de encontrar caminos para manejar con 
eficiencia, justicia, claridad y, sobre todo, profesionalismo. 


Yo quiero dejar algo bien claro. Cuando estamos intentando llevar adelante un proceso por el cual los 
militares se dediquen a las cuestiones militares y no a las que no lo son, no hay implícita, ni lejanamente, una 
crítica a los militares. Es más: quizás haya un reconocimiento de que no habiendo sido capacitados para un 
sinnúmero de tareas, las han asumido a lo largo de la historia porque el sistema político, durante decenas y 
decenas de años abandonó y encomendó a la administración militar asuntos que no son exclusiva ni 
esencialmente militares. Ese es el centro del debate. 


Reitero, sinceramente, que la pregunta que me hace el señor Diputado Gandini va en el sentido que debe 
tener esta reunión de trabajo. Yo no le puedo responder con un número, no le puedo decir cuánto personal 
voy a necesitar, pero le digo que solamente proyectando economías -lo dije al principio- logramos obtener 
US$ 10:000.000 para el primer año. Yo estoy seguro de que si nos ponemos a trabajar -no solo acá, sino con 
cada una de las Unidades Ejecutoras- vamos a encontrar recursos. Estos pueden ser parte de ellos, y 
comprometo todos los que me sea posible, pero les pido que me comprendan, porque tampoco quiero atarme 
las manos y decir: "No preciso ninguno", o: "Preciso cuatro, de tanto". No creo que sea una respuesta 
responsable porque esos destinos que el Presupuesto propone dar -no al Ministerio de Defensa Nacional, sino 
a todos los Ministerios- tienen un sentido. 


Esa es mi estimación, pero adelanto más: si no utilizara absolutamente ninguno de los recursos y los derivara 
todos, si esta fuese la contraparte de una solución para cualquier problema, firmaría ahora -atándome las 
manos- no disponer de esos recursos, pero creo que no es el camino. 


Tenemos que estudiar el conjunto de las capacidades que tenemos, a las que integro las posibilidades de 
economía, a los efectos de encontrar soluciones. Por lo tanto, mi respuesta no es precisa y no podría serlo; le 
daría una respuesta en el aire en cualquiera de las dos opciones: si le dijera "Sí" o si le dijera "No". 


Le digo que tengo la voluntad de economizar la mayor cantidad de dineros de los uruguayos en la gestión del 
Ministerio de Defensa Nacional, pero creo que muchas veces ahorrar implica invertir en dotar al Ministerio 
de las herramientas, de los profesionales, de la gente con capacidad administrativa, para que no se consoliden 
situaciones que comienzan siendo errores, que se transforman en desviaciones y que después terminan en 
catástrofes. Y muchas veces ni siquiera se producen de manera deliberada, sino simplemente por falta de 
normas, de organismos de control, de profesionalismo en los controles, etcétera. 


Yo no quiero ingresar en ese terreno acá; no debemos hacerlo. Con el conjunto de posibilidades que tiene el 
Ministerio, con esas existencias en el saco de cosas que podemos revisar y juntando esfuerzos y voluntades 
quizás podamos dar solución a algunos de los problemas que reconocemos están planteados en el Inciso. 


SEÑOR GLOODTDOFSKY.- De la respuesta que el señor Ministro acaba de dar al señor Diputado 
Gandini queríamos rescatar alguna frase que escuchamos y que nos parece sustancial, cuando lo que se 
está abordando, precisamente, son las vías para la realización de las economías que permitan, en todo 
caso, licuar algunas de las problemáticas que enfrenta ese Ministerio. Se nos dice que ha habido un 
abandono de competencias por parte del Estado, destinadas a que sean ocupadas lentamente, en el 


transcurso del tiempo, por los militares. Asimismo, se nos dice que hubo errores, que después se 
convirtieron en desviaciones y desviaciones que luego fueron catástrofes, y que lo que se pretende es 
que entonces la política del Ministerio sea que los militares se dediquen a cuestiones militares. Nosotros 
compartimos eso, y nos parece que también es el camino -como bien señala el señor Ministro- para 
hacer esas economías, pero creo que en ese dicho se está dejando un hueco bastante grande, que 
merecería ser cubierto, porque hemos escuchado al propio señor Presidente de la República decir que 
los militares serían útiles en un plan de viviendas, y hemos escuchado hablar de vías férreas, y los 
vemos en la poda municipal, y en el Sistema de Emergencia, y los vemos vigilando las cárceles, y los 
vemos atendiendo cada cosa que no se sabe quién la puede hacer en este país. Siempre terminamos 
recurriendo a los militares. 


Creo que lo del señor Ministro es una expresión de deseo; pero es una constatación de la realidad que si la vía 
para hacer economías es la que está sugiriendo, va a fracasar -con la mejor de las intenciones-, porque aquí lo 
que se hace -lo hace el propio señor Presidente de la República- es echar mano a los militares cada vez que 
hay que hacer algo que no hay quién lo haga. 


SEÑOR MINISTRO DE DEFENSA NACIONAL.- Yo comparto plenamente lo expresado por el señor 
Diputado Gloodtdofsky. Las tareas subsidiarias de las Fuerzas Armadas deben ser realizadas 
exclusivamente por períodos muy cortos, de emergencia, o por situaciones que el Estado no pueda 
resolver de otra manera. Pensada como estructura permanente, no acompaño ninguna situación que 
involucre a las Fuerzas Armadas. Evidentemente, tenemos una situación de emergencia. Llevamos 
trece años de emergencia carcelaria, porque las guardias perimetrales se establecieron en 1997. 


Todo el Gobierno tiene un programa y ha avanzado en seguridad, entre otras cosas, para intentar ir a un 
sistema carcelario diferente que construya cárceles distintas y que quienes realicen su vigilancia sean quienes 
tienen que hacerlo, y no que tengamos que recurrir a lo que siempre es el último recurso al que se echa mano, 
como bien dice el señor Diputado, y que debería ser utilizado excepcional y no permanentemente. Que 
llevemos trece años empleando a los militares en la vigilancia perimetral de cárceles es un fracaso de todos 
nosotros, porque no hace cinco años, sino trece. Y hay que terminarlo; ¡por supuesto que hay que terminarlo! 
Los señores Diputados han conocido a quien no hace muchos días fue designado como Jefe del Estado 
Mayor, quien ha hecho algunas propuestas. 


Cuando asumimos el Ministerio, hace ya siete meses, hicimos un compromiso con fecha. Dijimos que al 1* 
de noviembre del año 2011 aspirábamos a tener un proyecto integral de transformación de las Fuerzas 
Armadas. Si lo queremos hacer más apurados -porque también podemos hacerlo en un año-, lo que vamos a 
tener son parches. 


Coincido con lo manifestado por el señor Diputado: las tareas tienen que estar claramente determinadas para 


cada uno. Siempre van a ser las Fuerzas Armadas esa reserva, pero tienen que ser eso: un recurso de reserva 
para emergencias y situaciones excepcionales, y no realizar permanentemente otro tipo de tareas. 


SEÑOR PRESIDENTE.- Comenzaremos con el análisis del articulado, sobre la base del proyecto de 
ley de Presupuesto Nacional que proviene de Poder Ejecutivo y, a medida que tengamos ajustes -de 
acuerdo al documento que ustedes nos hicieron llegar- los iremos analizando. 


La Comisión pasa a intermedio por cinco minutos. 
(Es la hora 16 y 1) 
———Continúa la sesión. 


(Es la hora 16 y 13) 


SEÑOR MINISTRO DE DEFENSA NACIONAL.- Fue presentado el articulado y las modificaciones 
propuestas. 


El artículo 166 ya fue comentado; es el que establece los aumentos, y fue parte de lo que expuse en la 
intervención inicial. 


SEÑOR GANDINI.- Quiero solicitar una aclaración. En el artículo 166 está descrito para el 
quinquenio un aumento de $ 2.000 para los Soldados de 1ra. a Alférez. Sin embargo, reiteradamente se 
ha hablado de $ 2.500. El Ministro de Economía y Finanzas también mencionó algo al respecto. Esos 
otros $ 500 se adjudicarían de otra manera. Me gustaría conocer de dónde salen, porque no entendí la 
explicación del Ministro de Economía y Finanzas. 


SEÑOR MINISTRO DE DEFENSA NACIONAL.- Efectivamente es así. 


El Ministerio de Economía y Finanzas se ha comprometido -lo ha hecho también en esta Comisión- a 
incrementar por decreto una partida de $ 500, ya que no se puede hacer en el último año por la vía de la 
Rendición de Cuentas. 


SEÑOR GANDINI.- No entiendo cómo lo que no se puede hacer por ley se puede hacer por decreto. Si 
aquí establecemos para el último año $ 500, ¿por qué no ponemos $ 1.000? Lo que vamos a aprobar es 
el Presupuesto quinquenal. Tan quinquenal es que, generalmente, se aprueban partidas diferenciales 
para los distintos años, de modo que el Gobierno vaya previendo sus ingresos y egresos. 


Entonces, requería una explicación por qué no están en la ley esos otros $ 500. Alguna razón habrá, pero yo 
no la conozco. 


SEÑOR MINISTRO DE DEFENSA NACIONAL.- La explicación que he dado es la que tenemos del 
Ministerio de Economía y Finanzas. Supongo que es una discusión legal, pero es la respuesta que 
tenemos. 


SEÑOR ASTI.- Me parece raro que se dé esta discusión en este momento. Todas las partidas 
presupuestales de este Presupuesto y de los anteriores van hasta el último año del período de gobierno, 
en este caso hasta el año 2014. Y lo que se ha hecho en este año, 2010, al igual que se va a hacer en 2015, 
es actualizar por decreto las partidas, a los efectos de que queden ajustadas para los últimos dos meses 
del período de gobierno y para el primer año del gobierno siguiente, ya que el Presupuesto recién se 
volverá a aprobar, en este caso, en 2016. 


SEÑOR GARCÍA.- No estamos hablando de una cifra chica, porque estos $ 500, traducidos a los casi 
30.000 efectivos, equivalen a US$ 10:000.000. 


Notoriamente esto no tiene nada que ver con actualización de partidas. Se trata de una partida nueva, que es 
eventual, en la medida en que se genera en virtud de vacantes. Lo que no puede existir es una partida 
desconocida para el Poder Legislativo, que no esté incluida en el Presupuesto, que sea discrecional del Poder 
Ejecutivo y que, además, se otorgue fuera de la ley, porque no se puede hacer por decreto lo que está 
prohibido hacer por ley. 


Entonces, creo que hay que incluirla en el Presupuesto porque, de lo contrario, además provocaría 
incertidumbre. La diferencia entre $ 2.500 y $ 3.000 es mucha para el Soldado de lra., que es el grado más 
bajo del escalafón. No se puede dar un mensaje de falta de seguridad. O son $ 2.500 o son $ 3.000. Si son 
$ 3.000, esos $ 500 tienen que estar dentro del Presupuesto, y equivalen a US$ 10:000.000. 


SEÑOR DELGADO.- Con referencia al artículo en cuestión y a cómo se dará el incremento salarial a 
lo largo de este Período de Gobierno, quiero decir que en la modificación del artículo 167 está 
contenido el último aumento, que llegaría a los $ 500 finales. Eso provendría de las economías a 
realizar -tal como establece el artículo 167- por las vacantes que se suprimirían a lo largo del Período y 
que están mencionadas en la modificación al artículo 167. Así lo entendemos nosotros. 


Quiero aclarar que el señor Ministro hacía referencia a que esto fue discutido por la Unidad de Presupuesto, 
cuando concurrimos al Ministerio de Economía y Finanzas y estuvimos analizando la manera de aumentar el 


salario al personal subalterno. 


Cuando analicemos el artículo 167 quizás lleguemos a la conclusión que responde la pregunta del señor 
Diputado Gandini. 


SEÑOR BEROIS.- Quisiera saber si hay un estudio con relación a la cantidad de vacantes que se 
tienen que suprimir para llegar a pagar esa diferencia de $ 500. 


SEÑOR GANDINI.- Me parece que se están confundiendo conceptos. Una cosa es lo que con recursos 
genuinos, aportados por Rentas Generales -está en las planillas qué se va a aumentar en el Rubro 0 del 
Ministerio, que tiene que estar calculado sobre la base de la totalidad de los efectivos que revisten en 
cada una de estas categorías, por lo que el Ministerio sabe de cuánto tiene que disponer para ello-, y 
otra es lo que luego se obtenga a partir de las vacantes, que se redistribuirá. Pero eso no son los $ 2.500. 


Acá se nos dijo que había un aumento salarial de $ 2.500 en el quinquenio con aporte de Rentas Generales, es 
decir, que este aumento estaría en el Presupuesto del Ministerio de Defensa Nacional. No tiene nada que ver 
con las vacantes, que se consideran aparte. Si con las vacantes se obtienen otros $ 500, tendrán $ 3.000, pero 
con recursos de Rentas Generales, $ 2.500. 


SEÑOR MINISTRO DE DEFENSA NACIONAL .- Es así. 


SEÑOR GANDINI.- Sin embargo, nosotros tenemos que aprobar el Presupuesto y no vemos esos 
$ 2.500, de los que se ha hablado públicamente; no están en el planillado ni en el articulado. Son una 
promesa pero no están, y no se pueden otorgar por decreto. Yo lamento tener que recordarles que el 
numeral 13) del artículo 85 de la Constitución de la República dice que corresponde a la Asamblea 
General, es decir al Parlamento, establecer las dotaciones salariales. No es el Poder Ejecutivo; es el 
Parlamento. Nunca, jamás, se aumentan sueldos si no es con una Ley de Presupuesto, salvo por 
mecanismos de ajustes, previstos en las propias leyes de Presupuesto. Nosotros tenemos que decir a la 
gente lo que es. Lo que tenemos aquí es un aumento en el quinquenio de $ 2.000 para el personal 
subalterno del grado de Soldado de 1ra. a Alférez; lo otro se verá. Acá estamos aprobando $ 2.000; los 
otros $ 500 no están. Hay una expresión del Ministro de Economía y Finanzas y una afirmación del 
Ministro de Defensa, pero en el Presupuesto no está previsto ese desembolso: ni en el articulado ni en el 
planillado. Lo quiero dejar claro porque lo que tenemos sobre la mesa son $ 2.000. 


SEÑOR BAYARDI.- Tomo nota de lo que plantea el señor Diputado Gandini y de lo que estuvo 
conversado, pero todos conocemos qué va a pasar. 


Para mí corresponde discutirlo cuando venga el Ministerio de Economía y Finanzas porque creo que se puede 
incorporar una columna correspondiente a 2015 y que el Parlamento apruebe que, a partir del 1” de enero de 
2015 haya un incremento de $ 500. Esa es mi interpretación. Esto no viola el precepto de que no puede haber 
aumento en el año electoral. En realidad, este precepto es para que no se den aumentos en el año electoral, 
pero si el Presupuesto de hoy prevé que, a partir del 1? de enero de 2015, va a haber $ 500 de aumento, puede 
figurar perfectamente. Yo creo que se puede. Hoy podríamos prever todos los aumentos que se van a dar, 
pero lo discutiremos cuando venga el Ministerio de Economía y Finanzas. 


SEÑOR GANDINI.- No sé si se puede, pero sé que este mismo Presupuesto Nacional, en el 
Inciso correspondiente a la ANEP, contiene una previsión para el año 2015. Hay liceos y escuelas 
presupuestados para ser construidos en el año 2015, y eso fue enviado por el Poder Ejecutivo. No sé si 
se puede, pero este mismo proyecto de ley de Presupuesto trae presupuestaciones para el año 2015. 
Este es un antecedente que recuerdo perfectamente. 


SEÑOR PRESIDENTE.- Señores Diputados: en aproximadamente dos horas en esta Comisión estarán 
presentes autoridades del Ministerio de Economía y Finanzas y seguramente la primera consulta que 
realicemos sea sobre el artículo 166, porque existe voluntad política para dar el incremento 
mencionado por el señor Ministro. 


SEÑOR MINISTRO DE DEFENSA NACIONAL.- Luego del trabajo realizado, tuvimos la certeza de 
haber logrado las economías suficientes y de dar al Ministerio de Economía y Finanzas garantías en el 
sentido de que podíamos alcanzar las economías que habíamos proyectado y, por lo tanto, contar a 
partir del 1” de enero con $ 500 más. Sin embargo, nos surgió la misma interrogante que tiene el señor 
Diputado Gandini, por lo que llamamos al señor Ministro de Economía y Finanzas. En esa 
oportunidad le dije que lo estaba llamando para que quedara claro que esos $ 500 se sumaban a los 
$ 2.500, por lo que el aumento efectivo al salario del personal que va de Soldado a Alférez era de 
$ 3.000. 


Reitero que la misma preocupación que tiene el señor Diputado Gandini me surgió a mí. 


Es más, y para ser precisos, un compañero me señaló que en un reportaje que había concedido el día anterior 
había cometido el error de decir que manteníamos el horizonte de $ 2.500. Me dijo: "No, no mantenemos 
eso"; por esa duda fue que expresamente consulté al señor Ministro de Economía y Finanzas para tener la 
certeza absoluta de que estamos hablando el mismo idioma. 


Por lo tanto, me parece bueno el camino, pero quiero dar certezas de que esto no es algo en el aire, ya que lo 
hablé en forma personal con el señor Ministro de Economía y Finanzas. 


SEÑOR PRESIDENTE.- Además, el artículo 216 de la Constitución de la República establece: "[...] No 
se incluirá ni en los presupuestos ni en las leyes de Rendición de Cuentas, disposiciones cuya vigencia 
exceda la del mandato de Gobierno |[...]'". Pero, ¿qué es lo que ocurre acá? Que el mandato finaliza el 
28 de febrero de 2015, y que entrará en vigencia a partir del 1” de enero. Por lo tanto, según mi 
opinión, aunque no soy constitucionalista, se está dentro del mandato. 


SEÑOR MINISTRO DE DEFENSA NACIONAL.- Con respecto a la pregunta del señor Diputado 
Berois, cada mil vacantes -este es un promedio, porque las vacantes se producen en diversos grados del 
escalafón-, se generan entre $ 88:000.000 y $ 90:000.000 anuales. Por lo tanto, ese aumento 
corresponde a 2.400 vacantes, aproximadamente. 


SEÑOR GAMOU.- Coincido con el señor Presidente respecto a consultar al Ministerio de Economía y 
Finanzas sobre este tema. 


De todas maneras, quiero decir que no es la primera vez que, fruto de un acuerdo tras una negociación, un 
Poder Ejecutivo se compromete a dar un aumento por decreto. Reitero que no es la primera vez porque 
sucedió en la Legislatura pasada con el Ministerio del Interior y también ha ocurrido en otros Períodos. 


Por lo tanto, me parece que la situación no es de esa gravedad. Si hay una negociación en la que dan sus 
palabras los señores Ministros de Defensa Nacional y de Economía y Finanzas, bien vale la pena tomarlo 
como un acuerdo a cumplir. 


SEÑOR GANDINI.- Lamento tener que hacer esta aclaración respecto a lo que comentaba el señor 
Diputado Gamou. 


Podrá haber los acuerdos que se quiera, pero ahora estamos aprobando un proyecto de ley que dice "$ 2.000". 
Si alguien quiere que diga otra cosa, lo propone y lo consideraremos. Quiero que quede claro: el proyecto de 
ley dice "$ 2.000" en el proyecto de Presupuesto quinquenal, que comprende el período 2010-2015. ¡Así es! 
Esto es lo que tenemos que considerar. Después se verá como se legalizan otros acuerdos o negociaciones, 
pero lo que hoy tenemos a consideración es esto. 


SEÑOR PRESIDENTE.- Cuando venga el Ministerio de Economía y Finanzas, lo consultaremos. 
En discusión los artículos 167 nuevos, que tiene dos ajustes, un sustitutivo y dos aditivos. 


SEÑOR GANDINI.- En el artículo 167 propuesto se faculta al Poder Ejecutivo a suprimir vacantes que 
se establecen cada año y a disponer de esos créditos para viáticos por alimentación -si mal no 


entiendo-, lo que termina siendo un incremento salarial, pero luego, en el inciso tercero se establece: 
"El Poder Ejecutivo establecerá el incremento financiado por la presente norma, pudiendo incluir 
otros grados de personal superior no incluidos en el artículo 166" -que lo limita a algunos- "a partir 
del incremento salarial del ejercicio 2012". Y por último, como solución, dice: "De lo actuado se dará 
cuenta a la Asamblea General". 


Insisto en que este no es un mecanismo presupuestal ni constitucional: el incremento debe establecerse por 
ley. O se fija ahora o la solución es que sea incorporado en la Rendición de Cuentas de 2011, que comienza a 
regir para 2012 y es una ley. No es de buena práctica legislativa ni me parece apegado a la normativa que el 
Poder Ejecutivo tenga la discrecionalidad de establecer esos incrementos porque, además, el propio artículo 
establece que pueden ser diferenciales; no es que se distribuyen entre todos igual, con lo cual uno podría por 
ley fijar un criterio: "Se distribuirá entre todo el personal" o "Se distribuirá con tales criterios de porcentajes"; 
así, la ley estaría poniendo el límite. No, acá deja que sea el Ministerio el que aumente y podrá darle a unos 

$ 100 y a otros $ 500. A mi juicio, eso no se puede hacer por la vía administrativa con comunicación a la 
Asamblea General. Como solución propongo que, en lugar de establecerse "[...] se dará cuenta a la Asamblea 
General", diga: "[...] se incorporará en la Rendición de Cuentas del Ejercicio siguiente". 


Como esta fórmula de la comunicación a la Asamblea General está contenida en otros artículos adelanto que, 
en esos casos, propondré que sea recogida la misma solución a que acabo de hacer mención. 


SEÑOR BAYARDI.- Lo que entiendo de la norma redactada es lo siguiente. Cuando dice: "El crédito 
de los cargos a suprimir deberá incluir el Objeto 234.002 'Viático por Alimentación' [...]", no refiere a 
que se va a sacar de ahí, sino a que también hay que disminuir el crédito de "Viático por 
Alimentación". Eso es lo que yo entiendo a partir de la redacción de esta norma. 


El problema es que la comunicación a la Asamblea General podría figurar o no, pero lo que nunca puede 
pasar es que no se dé cuenta del gasto en la Rendición de Cuentas siguiente. En esa instancia se deberá dar 
cuenta al Parlamento obligatoriamente. En mi opinión, que diga que "De lo actuado se dará cuenta a la 
Asamblea General" no soslaya ni puede soslayar de ninguna manera que esté incorporado en la siguiente 
Rendición de Cuentas. Solo es una comunicación que se hace a la Asamblea General para que tenga 
conocimiento de la situación, pero en la Rendición de Cuentas va a estar comprendido el incremento que se 
dé. Esa es mi interpretación de este artículo. 


SEÑOR GANDINL- Comprendo la reflexión o el aporte que hace el señor Diputado Bayardi. Mi 
preocupación no es que el Parlamento se entere; obviamente, si es un gasto, estará recogido en la 
Rendición de Cuentas. Mi preocupación es quién lo aprueba y cómo. Formalmente la Constitución 
establece -creo que sería bueno apegarnos a ella- que las dotaciones son aprobadas por la Asamblea 
General; no se trata de que se entere. Creo que ese es un camino que hay que recorrer y que hay 
posibilidades para hacerlo, porque si se fuera a aplicar el próximo año, a lo mejor, no teníamos esta 
oportunidad, pero antes de 2012 tenemos la Rendición de Cuentas y me parece que cuando esta se 
envía, el Ministerio ya sabe cuál es el ahorro o las economías previstas, disponiendo legalmente el 
destino de ese gasto, adjudicándolo, y es el Parlamento el que aprueba la diferenciación que puede 
existir entre uno y otro grado, según lo que va a percibir y en función de las economías que 
efectivamente se realicen. 


SEÑOR MINISTRO DE DEFENSA NACIONAL.- Sinceramente, creo que lo que plantea el señor 
Diputado Gandini es de recibo y que es posible llevarlo a cabo. Es más: ahora, en la proyección de 
economías -de las que ya hemos informado largamente-, proponemos que, a partir del 1” de enero, 
haya un incremento adicional al que viene por la vía del Presupuesto, de $ 500. 


Mi fuerte no son las normas legales, pero lo que plantea el señor Diputado parece de toda lógica y me parece 
que, al menos, debería ser estudiado. 


SEÑOR BAYARDI.- El problema que hay si se procede como dice el señor Diputado Gandini es el 
siguiente. Yo genero las vacantes en el curso de un año. O sea que a fin de ese año voy a tener noción 
del conjunto de las vacantes que se generen. Por ejemplo, supongamos que se acumulan las vacantes al 
31 de diciembre de 2010; puedo ya proyectar qué voy a dar como aumento el 1” de enero de 2011. Para 


que se cumpla con lo que está pidiendo el señor Diputado Gandini, tendríamos que establecer en este 
Presupuesto cuál sería el aumento a dar, cosa que no se sabe. Por lo tanto, si se procede como dice el 
señor Diputado Gandini, recién en la Rendición de Cuentas y ajuste presupuestal del año que viene se 
va a poder someter -salvo que lo haga como Rendición de Cuentas y se apruebe como Rendición de 
Cuentas- lo que se dio el 1” de enero de 2011. Pero si lo que se pide es que en la Rendición de Cuentas se 
proyecte lo que se va a dar y recién se dé después de que haya autorización, va a ser después de que la 
Rendición de Cuentas sea aprobada. ¿Se entiende? Entonces, a ese respecto hay un problema. Lo que 
se quiere con esta norma es que todo lo que se ahorre en 2010 se empiece a dar el 1” de enero de 2011. 


SEÑOR MINISTRO DE DEFENSA NACIONAL.- Lo que dice el señor Diputado Bayardi es así, pero 
también tiene un esquema por el cual solventarse. Para 2011 ya tenemos esa proyección de economías 
acordada con el Ministerio de Economía y Finanzas, y por lo tanto, podemos establecerlo ahora mismo 
en el texto. Y para 2012, seguramente, a la hora de la Rendición de Cuentas podremos tener una 
proyección, no un resultado exacto, que podemos establecer a modo de porcentajes de las economías 
que se realicen. Podríamos establecer que si hay una proyección realista de este orden, las economías 
que efectivamente se realicen, se distribuirán en porcentajes, de tal y cual forma por grado; por lo 
tanto, las variaciones que existan entre lo proyectado y lo finalmente conseguido como economías se 
remitirán a una norma de distribución proporcional. 


SEÑOR GANDINI.- Nosotros estamos de acuerdo con una solución de este tipo. Queremos que quede 
plasmada, como a nuestro juicio se debe. Si se estableciera, por ejemplo, que se distribuirá entre todos 
los funcionarios de manera igualitaria, ya estaría. No tiene por qué decir un monto; establece un 
criterio y luego se apega a él. Como dice "diferencial", para 2011 en la Rendición de Cuentas el 
Ministerio va a tener resuelto qué es lo que quiere hacer y determinará que el 50% se distribuirá entre 
determinados grados, y ya está. Luego, lo que se genere por las vacantes se distribuirá siguiendo el 
criterio, pero es la ley la que establece cómo se distribuyen los incrementos y no la discrecionalidad del 
jerarca porque eso, precisamente, se quiso evitar. No hay por qué poner el monto. 


SEÑOR ASTI.- Creo que con las aclaraciones que hizo el Ministro estamos conscientes de que al 30 de 
junio de 2011 vamos a poder definir el incremento porcentual o por categoría que va corresponder a 
partir del 1” de enero de 2012. Por eso creo que es absolutamente lógico que se establezca que se 
incluirá en la Rendición de Cuentas del año 2011 o del siguiente; a partir del 1” de enero de 2012 podrá 
otorgarse la autorización legal para esa diferenciación que establece el artículo. 


SEÑOR PRESIDENTE.- Rogamos al Ministerio que envíe la nueva redacción para mañana porque el 
tiempo es escaso. 


SEÑOR MINISTRO DE DEFENSA NACIONAL.- En realidad, hay que redactar dos normas. Una por 
la que se establece el aumento de $ 500 de las economías del Ministerio a partir 1” de enero de 2011 y 
otra por la que se establece que en las Rendiciones de Cuentas vendrá un proyecto en que se fijará el 
porcentaje en que se distribuirán las economías que se realicen en el período en los diferentes grados. 


SEÑOR GARCÍA.- En el artículo 167 modificado que envió ahora el Ministerio, se habla solo de 
vacantes de personal subalterno; si hice bien la suma, serían 6.500 las vacantes al final del período. 
Habitualmente decimos que hay una pirámide hipertrofiada por la relación entre cargos de oficiales y 
de personal subalterno, pero al final del Período va a estar más hipertrofiada, porque vamos a haber 
6.500 integrantes del personal subalterno menos con la misma cantidad de oficiales. 


Quisiera saber si estoy en lo correcto porque según la redacción del artículo esa es la conclusión inevitable. 


SEÑOR CARDOSO (don José Carlos).- De acuerdo con este razonamiento, se supone que no se van a 
llenar las vacantes sino que todas van a ser economía. ¿Eso es correcto? 


SEÑOR MINISTRO DE DEFENSA NACIONAL.- El artículo dice "hasta" porque es la cantidad que 
se autoriza a suprimir para generar economías que se destinen al aumento salarial. 


Creo que es de recibo lo que se plantea; debería suprimirse "personal subalterno" y establecerse "las 
economías producto de las vacantes generadas en el Inciso". 


SEÑOR GANDINL.- Quiero formular una pregunta más sobre el fondo de este tema. 


Hay una cantidad de vacantes que se prevé no llenar. ¿Es la cantidad natural o el número que se genera cada 
año es menor y se va a dar un estímulo? Lo pregunto sin ninguna picardía, simplemente, porque el Presidente 
de la República manifestó públicamente la posibilidad de estimular de alguna manera el traslado de 
funcionarios del Inciso al Ministerio del Interior, sin trasladar los créditos. Esta es la novedad: no sería una 
redistribución porque, en ese caso, el funcionario se llevaría el crédito; aquí el crédito queda, se libera para el 
Ministerio y el funcionario va a hacer uso de otro crédito dispuesto en la apertura que hay en el Ministerio del 
Interior por las 3.500 vacantes que allí se generan. ¿Se está pensando en eso o esta es la cantidad natural de 
personal que habitualmente cesa cada año? 


SEÑOR MINISTRO DE DEFENSA NACIONAL.- Esta es una lectura de la realidad actual que, a 
consecuencia de quiénes han sido priorizados y de quiénes no, se va a profundizar. Permanentemente y 
en buena medida hay un traslado de funcionarios militares al escalafón policial. Habiendo sido creados 
en el escalafón policial una cantidad importante de cargos con un nivel de ingreso superior a los de la 
Fuerza, naturalmente se va a producir el traslado de efectivos desde las Fuerzas Armadas a la Policía. 
Lo que se ha intentado hacer -se está trabajando en ello con una Comisión integrada por ambos 
Ministerios- es que ese traslado tenga cierto orden, es decir, que sepamos dónde están las necesidades y 
las carencias de la Policía y cuál es el perfil del personal necesario para acompañar ese proceso desde el 
Ministerio de Defensa Nacional, manifestando cuál es nuestra situación y dónde la pérdida o el 
traslado -aunque esta palabra no es la correcta porque el traslado es una decisión del propio 
funcionario- nos afecta menos o es posible en mayor medida. Por eso el artículo dice "hasta", porque 
no es un objetivo, sino una autorización hasta determinado punto. Recordarán que dije que a partir 
del 1” de noviembre de 2011 queremos presentar un proyecto que tenga un estudio más claro de todo 
esto; por eso es una autorización algo genérica. 


SEÑOR GLOODTDOFSKY-.- Si se hubiera dado respuesta a nuestra pregunta, esto se hubiera podido 
clarificar más. 


¿Hay algún estudio en el Ministerio de Defensa Nacional respecto a la voluntad del personal subalterno de 
incorporarse o de acceder al traslado al Ministerio del Interior, es decir, a trabajar en la Policía? ¿Hay algún 
estudio o encuesta realizada a nivel del personal subalterno? Creo que conociendo ese dato, toda esta 
discusión podrá abreviarse. 


En segundo lugar, si fuera así, ¿en qué condiciones el personal subalterno está dispuesto a aceptar esa nueva 
actividad? Digo esto porque si bien es importante la mejora salarial que va a obtener, también hay otros 
puntos fundamentales. Algunos se plantearon aquí. Por ejemplo, es común que el soldado en sus horas libres 
aproveche para realizar alguna changa en el pueblo y complementar sus ingresos. Además, muchas veces, la 
incorporación al Ministerio del Interior puede suponer un traslado o un cambio del lugar donde revista hoy. 
Sabemos dónde tenemos más necesidad de reforzar el personal policial; no es en Tranqueras ni en Vichadero; 
precisamos hacerlo aquí. Por lo tanto, la incorporación a la Policía va a suponer un traslado de ese efectivo 
que, de pronto, prefiere quedarse tranquilo en el cuartel. 


Estoy seguro de que el Ministerio debe tener un dato estimativo de cuántos funcionarios podrían 
incorporarse. 


SEÑOR VÁZQUEZ.- De acuerdo con esa estimación, ¿adónde iría a parar el sobrante del crédito 
presupuestal que habría para pagar a la gente que se va? 


SEÑOR MINISTRO DE DEFENSA NACIONAL.- Tiene que quedar absolutamente claro que las 
vacantes del personal no se producen coercitivamente sino que son voluntarias y, por lo tanto, solo se 
puede hacer una estimación. No se le va a dar a nadie la orden de que pida la baja para ser trasladado 
a la Policía. Estamos haciendo una estimación, porque ya hay un flujo en los actuales niveles salariales, 
debido a los aumentos que efectivamente va a tener la Policía. 


SEÑOR VÁZQUEZ.- Es decir que no va a haber incentivos para que se vayan. 


SEÑOR MINISTRO DE DEFENSA NACIONAL .- El incentivo es la diferencia salarial, es el que viene 
de la vida; institucionalmente no se le dice a la gente que se vaya. En la medida en que se vayan 
generen economías y estas vayan siendo reasignadas al salario, a partir de los niveles que nosotros ya 
hemos comprometido, se va a tender a un cierto achicamiento. 


¿Para qué están asignados esos créditos? Precisamente, para incrementar los salarios de quienes quedan en la 
Fuerza. 


SEÑOR VÁZQUEZ.- O sea que se prevé que con esos fondos se van a pagar los aumentos que ya se 
han dispuesto. 


SEÑOR MINISTRO DE DEFENSA NACIONAL.- No. Los aumentos están dispuestos por Rentas 
Generales. Estas economías van a reforzar -es lo que estuvimos debatiendo hasta ahora- los 
incrementos extrasalariales. Hasta ahora tenemos $ 3.000, pero podemos llegar a $ 3.500 o $ 3.800. 
Nuevas economías nos permitirán nuevas partidas en años sucesivos para incrementar el salario de 
quienes permanecen en la Fuerza. 


SEÑOR PRESIDENTE.- Pasamos al artículo 167 bis, que es el primer aditivo al artículo 167 -existen 
dos-, relativo al ajuste, que el señor Ministro nos hizo llegar. 


SEÑOR MINISTRO DE DEFENSA NACIONAL.- Aquí se está determinando -a partir de una decisión 
que ya había sido tomada-, que cuando se vayan terminando las misiones de agregados militares que 
hoy se encuentran en el exterior no se renueven automáticamente sino por un proceso de estudio, de 
consideración especial, acerca de dónde se van a renovar y en qué condiciones. Con un estudio 
realizado a partir de la fecha en que vayan cesando distintos agregados militares, entre 2010 y 2011, en 
el que se proyecten las economías que se realicen por no llevar adelante ese relevo, hay un 
decrecimiento de la partida que se destinaban a esas misiones, y se traslada esa suma, que es de casi 
$ 60:000.000 -no lo recuerdo exactamente-, para incrementar el crédito con el que se van a pagar estos 
$ 500, de economías del Ministerio, a partir del 1” de enero de 2011. 


SEÑOR PRESIDENTE.- Pasamos al segundo aditivo al artículo 167. 


SEÑOR MINISTRO DE DEFENSA NACIONAL.- Aquí figura el tercer aspecto que integra esa 
ingeniería que fuimos construyendo a los efectos de lograr los $ 200:000.000 que permitirán, a partir 
del 1” de enero, un nuevo incremento de $ 500 por lo que, en lugar de ser un aumento de $ 1.000 será de 
$ 1.500. Esto se debe a un traslado de $ 40:000.000 que el Ministerio del Interior moviliza hacia nuestro 
Inciso para incrementar el Rubro 0, "Retribuciones Personales", a los efectos de completar esa 
necesidad financiera. 


Es decir que las tres fuentes para lograr esos $ 500 son: las vacantes, la disminución de gastos en 
agregadurías militares y un traslado del Ministerio del Interior de $ 40:000.000. Con esas tres fuentes se 
consolidan los $ 200:000.000 necesarios para llevar adelante ese aumento. 


SEÑOR PRESIDENTE.- Pasamos al artículo 168, con el ajuste propuesto. 

SEÑOR MINISTRO DE DEFENSA NACIONAL.- Creí que ya había sido planteado por el señor 
Ministro de Economía y Finanzas. A la hora de redactar este artículo se cometió un error, una 
imprecisión, porque se hablaba exclusivamente de "personal subalterno", y la modificación refiere a 


"personal del Inciso". 


SEÑOR PRESIDENTE.- Pasamos al artículo 169 del Poder Ejecutivo. 


SEÑOR MINISTRO DE DEFENSA NACIONAL.- Ya nos habíamos referido a este artículo. Se trata 
de $ 4:000.000 anuales para "Gastos de Promoción y Bienestar Social" del conjunto del Inciso. 
Realmente, nos parece una cifra muy pequeña pero absolutamente necesaria para poder interactuar, al 
menos, con otras formas de promoción y bienestar social que el Estado tiene, optimizando, en la 
medida de lo posible, estos recursos. 


SEÑOR PRESIDENTE.- Pasamos al artículo 170. 


SEÑOR MINISTRO DE DEFENSA NACIONAL.- Son $ 60:000.000 que se suman a los $ 18:000.000 
que existían a la fecha para compensar especialmente al personal militar que realiza tareas de 
vigilancia perimetral de cárceles. Creo haber fundamentado esto en el sentido de que es una tardía 
pero justa medida de compensación para quienes realizan esa tarea, por la cual recibían una 
retribución extremadamente decaída. 


SEÑOR GARCÍA.- Me gustaría que explicara de qué cantidad de efectivos estamos hablando. Me 
refiero a cuántas veces al año hace guardia perimetral cada uno. Por otra parte, a ese señor, ¿cuánto 
dinero líquido le llega por día, fruto de la aplicación de este artículo? ¿Cada cuánto va a cobrar este 
sobresueldo, compensación o como se lo quiera llamar? 


SEÑOR AMY.- En la misma línea quisiera saber, atendiendo a la cantidad de personal que se 
incorpora, la cuántos efectivos hay en ese rango, desde soldado a Capitán. 


SEÑOR MINISTRO DE DEFENSA NACIONAL.- Las rotaciones son quincenales. El personal cumple 
quince días de servicio perimetral. Se rota entre los dos meses y medio y los tres meses y medio, 
dependiendo de otros compromisos y situaciones. Influye el hecho de que haya o no relevos de las 
misiones de paz. No es un período fijo sino aproximado. 


SEÑOR GARCÍA.- ¿Son cincuenta días al año por persona, señor Ministro? 


SEÑOR MINISTRO DE DEFENSA NACIONAL.- Sí. Habría diferencias, pero es una buena 
estimación. 


Es importante aclarar que se trata de una partida fija y no de una retribución que dependa de algún 
coeficiente. Se establecen como partidas para todo el año, y el personal que se requiera para hacer guardia 
perimetral podría variar, en más o menos. Por lo tanto, el viático pasaría de $ 119 diarios a algo más $ 500 
diarios. 


El viático podría incrementarse, o disminuir algo si aumenta la cantidad de personal que se requiera para esta 
tarea. 


SEÑOR GARCÍA.- ¿Estamos hablando de cantidades líquidas? 
SEÑOR MINISTRO DE DEFENSA NACIONAL .- Sí. 


SEÑOR GANDINI.- ¿Podría repetir las cifras? 


SEÑOR MINISTRO DE DEFENSA NACIONAL.- El viático era de $ 119 y pasaría a alrededor de 
$ 500 diarios. 


SEÑOR PRESIDENTE.- Pasamos al artículo 171. 


SEÑOR MINISTRO DE DEFENSA NACIONAL.- Esta norma prevé la creación de cargos que el 
Ministerio necesita a efectos de llevar adelante la política a la que nos referimos en nuestra exposición 
inicial. 


SEÑOR PRESIDENTE.- Pasamos al artículo 172. 


SEÑOR MINISTRO DE DEFENSA NACIONAL.- Para llevar adelante todas las transformaciones 
proyectadas por el Ministerio precisábamos unos $ 170:000.000. Por el momento -quizás en futuras 
Rendiciones de Cuentas logremos algo más-, podremos contar con $ 40:000.000 que nos permitirán 
avanzar en el proceso de transformación de cargos del personal del Ministerio que decidió pasar a ser 
civil. 


SEÑOR PRESIDENTE.- Pasamos al artículo 173. 


SEÑOR MINISTRO DE DEFENSA NACIONAL.- El artículo 173 es muy claro: "Autorízase, por 
única vez, al personal subalterno del Escalafón (JM) con título de Abogado y/o Escribano Público a 
concursar para la provisión de 6 (seis) cargos vacantes en la Jerarquía de Alférez (JM)," -obviamente, 
estamos hablando de la Justicia Militar- "mediante concurso de oposición y méritos que será objeto de 
reglamentación por el Supremo Tribunal Militar". Esta situación se repite en otros lugares. En el 
Ministerio hay abogados que perciben sueldos y revistan como soldados. 


Este concurso entre el personal nos parece absolutamente necesario. 
SEÑOR PRESIDENTE.- Pasamos al artículo 174. 


SEÑOR MINISTRO DE DEFENSA NACIONAL.- Se trata de la asignación de $ 7:000.000 anuales y se 
refiere a los Pasos de Frontera. El Director General de Secretaría, señor Carlos Silva, puede explicar 
mejor este artículo. Pido autorización para que intervenga el Director General de Secretaría porque en 
el Ministerio hemos tratado de designar en cada una de las reparticiones a algún jerarca del 
Ministerio, para que la relación sea dinámica. En el caso de la Dirección Nacional de Pasos de Frontera 
es el encargado de este trabajo cotidiano. 


SEÑOR SILVA.- En este caso, aprobamos cuarenta y ocho nuevos ingresos porque tenemos problemas 
en varios pasos de frontera, tanto en el litoral argentino como en el brasileño, para que funcionen más 
o menos como corresponde. 


Existen varios inconvenientes, porque nosotros simplemente somos coordinadores de las áreas de control 
integrado, ya que trabajamos conjuntamente con la Dirección Nacional de Migración, con la Dirección 
Nacional de Aduanas, con personal de Sanidad Animal y Vegetal y demás autoridades. Nos corresponde 
coordinar los pasos de frontera, y para este propósito necesitábamos personal, porque estábamos bastante 
escasos, y se nos asignó presupuesto, que de acuerdo con este monto daría para alrededor de cuarenta y ocho 
personas. Con este personal vamos a solucionar por lo menos lo más prioritario. 


De todos modos, de esta área no solo se ocupa el Ministerio, por lo que los problemas que no tenga nuestra 
Cartera los podrá tener la Dirección Nacional de Migración o la Dirección Nacional de Aduanas. Nos 
estamos reuniendo para analizar varios temas. En algunos lugares donde el Ministerio debería llevar adelante 
el control de las cargas casi no hemos podido asumir esa responsabilidad porque necesitamos inversiones. No 
obstante, el Ministerio de Economía y Finanzas aprobó esta partida, y es un comienzo para que los pasos de 
frontera funcionen más o menos adecuadamente. 


SEÑOR CARDOSO (don José Carlos).- A propósito de los pasos de frontera, ¿qué inversión se prevé? 


SEÑOR SILVA.- Son $ 3:000.000, que es realmente poco, pero pretendemos licitar varias obras que nos 
hacen falta en varios pasos de frontera y así cubrir las necesidades locativas y demás. 


SEÑOR CARDOSO (don José Carlos).- ¿En qué pasos de frontera van a licitar? 
SEÑOR SILVA.- Tenemos que invertir en Fray Bentos porque con el corte del puente el paso estuvo 


varios años parado. Varias cosas del paso de frontera de Fray Bentos se trasladaron a Paysandú, y 
cuando se restableció el paso tuvimos que trasladarlos nuevamente. En esos años en Fray Bentos se 


deterioraron varios elementos. Por ejemplo, se cerró el restorán y demás, y hay que volver a 
construirlo. Ahí se va a licitar. 


También se licitará en Artigas y probablemente en el Chuy, porque nos vamos a hacer cargo del paso del 
control integrado de esta área del transporte de carga y de turismo. 


SEÑOR CARDOSO (don José Carlos).- Quiero saber por qué el señor Silva habla de 
"probablemente". ¿No se han fijado los pasos de frontera donde se licitará? El paso integrado de 
frontera del Chuy es un convenio firmado por Uruguay hace más de seis años. 


SEÑOR SILVA.- Probablemente la iniciativa sea más antigua, pero hasta el momento no se había 
invertido un peso, y recién ahora conseguimos, con nuestro propio esfuerzo, un sobrante de 2010 y lo 
trasladamos para empezar a hacer obras en el Chuy. Con tal propósito, ya hemos coordinado 
reuniones con el Intendente Municipal de Rocha, con gente de la Dirección Nacional de Migración, de 
la Dirección Nacional de Aduanas y con los transportistas de la zona, a quienes les interesa el tema, 
para empezar realmente a trabajar en serio, porque hasta ahora no teníamos plata ni proyecto. Hoy 
hay algo de plata, proyecto y gente interesada en invertir. 


SEÑOR BAYARDI.- Lo único que quiero pedir al Ministerio es que, por favor, insista en desprenderse 
de la Dirección Nacional de Pasos de Frontera. No hay ningún motivo para que los pasos de frontera, 
salvo complicar la vida, deban estar en el Ministerio. En realidad, debería pasar a la órbita del 
Ministerio de Economía y Finanzas, a la Dirección Nacional de Aduanas o a cualquier otro Ministerio, 
como el de Relaciones Exteriores. No hay ningún motivo para que la Dirección Nacional de Pasos de 
Frontera esté en el Ministerio. Siempre vamos a traer el tema para discutirlo acá con los intereses 
sectoriales. 


Solo quería dejar esa constancia. 
SEÑOR PRESIDENTE.- Pasamos al artículo 175, que tiene un sustitutivo. 


SEÑOR MINISTRO DE DEFENSA NACIONAL.- La Directora General de Recursos Financieros, 
señora Irene Giienaga, va a referirse al tema. 


SEÑORA GUENAGA.- Se prevé una modificación del artículo 88 de la Ley_N” 18.362, que establece 
que los fondos que se reciben por la participación de efectivos en misiones de paz constituirán fondos 
de terceros. Pero lo que no había quedado establecido era para qué se iban a destinar los recursos que 
venían de Naciones Unidas. Lo que se agrega es el destino de esos fondos, que sería para la financiación 
de gastos de funcionamiento e inversión del Inciso "Ministerio de Defensa Nacional". Esta era una 
cuestión reclamada en diversas oportunidades tanto por el Tribunal de Cuentas como por la Auditoría 
Interna de la Nación, que precisamente indicaban que no había quedado plasmado en la ley el destino 
de estos fondos. Son partidas que se pagan a quienes participan en misiones de paz. 


El agregado que se presenta como modificación es a partir de una indicación que hizo el Ministerio de 
Economía y Finanzas y que compartimos. El inciso final del artículo 88 establecía que los efectivos que se 
desempeñaran en misiones operativas para el mantenimiento de la paz no estaban incluidos o eran 
considerados rentas de fuente extranjera, pero no son los efectivos a lo que se alude, sino precisamente las 
partidas que ellos perciben por estar en misiones de paz. Esta modificación es para aclarar. 


SEÑOR GANDINLI.- Creo que acá hay una descoordinación, una más de las que han venido en este 
Presupuesto que es absolutamente increíble cómo se nos ha presentado. 


Esta disposición que se acaba de mencionar la mandó el Ministerio de Economía y Finanzas -les pido que la 
lean- en el artículo 782, que es donde debe estar, porque esta no es una medida de este Ministerio sino una 
medida tributaria. El artículo 782, bajo el Capítulo Recursos, establece: "Las partidas que perciban los 
efectivos que se desempeñen en misiones operativas para el mantenimiento de la paz, financiadas a través de 
los fondos a que refiere el inciso primero del presente artículo, serán consideradas rentas de fuente 


extranjera". O sea que ya está en el proyecto y ubicado en el lugar donde tiene que estar, que es en el de las 
normas tributarias que se están modificando en este proyecto, que manda el Ministerio de Economía y 
Finanzas y que vamos a considerar. 


SEÑOR GLOODTDOFSKY.- Quisiera pedir una aclaración respecto al artículo 175, porque 
francamente no entendemos. 


Entre los gastos de funcionamiento e inversiones destinados a todo el Inciso 03, ¿no deberían priorizarse las 
áreas de misión concretamente? Se trata de dotar, reforzar en primer lugar, con prioridad, las áreas de misión 
particulares y específicas de la Fuerza que está participando en esa misión de paz, así como de la logística de 
todos los contingentes. Digo esto porque de pronto pueden fortalecerse áreas del Inciso que naturalmente 
nada tienen que ver con el cumplimiento de la misión. 


SEÑOR MINISTRO DE DEFENSA NACIONAL.- Así es que se procede. La totalidad, no la mayor 
parte, se destina a las misiones de paz; no tiene otro destino que no sea el de las misiones de paz. Se 
hacen a través de esa Unidad porque legalmente no puede tener otro destino, y además es para eso. 


SEÑOR GLOODTDOFSKY.- El artículo 88 concretamente establece: "[...] La totalidad de dichos 
fondos, tendrán como único destino la financiación de gastos de funcionamiento e inversión del 
Inciso 03 'Ministerio de Defensa Nacional', que los administrará a través de la Unidad Ejecutora 001 
'Dirección General de Secretaría de Estado', la que deberá presentar anualmente un informe de 
Auditoría ante el Poder Ejecutivo". En ningún lugar se establece que el destino de estos fondos sea 
para priorizar, por lo menos, el área de misión. 


SEÑOR MINISTRO DE DEFENSA NACIONAL.- Esto es parte de un contrato que firmó el país con 
Naciones Unidas y en el que se determina el fin de estos fondos. No es caprichoso. Además, estos 
dineros vienen en dos partidas, para el pago del personal y para el reembolso del material que se utiliza 
en las misiones de paz. No hay otro objeto de gasto. El objeto de gasto está determinado desde que el 
país firmó un acuerdo con las Naciones Unidas. 


SEÑOR BAYARDI.- La contadora Giienaga aclaró que esto es una modificación al artículo aprobado 
en 2008 debido a las demandas del Tribunal de Cuentas y de la Auditoría Interna de la Nación, puesto 
que lo que se está procurando es que no se usen para incrementos de naturaleza salarial. Entonces, se 
establece que es para gastos de funcionamiento e inversiones. 


Me parece que es buena la respuesta que brindó el señor Ministro, quien tomará, dentro de gastos de 
funcionamiento e inversión, las decisiones que corresponda respecto a cómo se aplican estos fondos. Creado 
el Estado Mayor de la Defensa, todas las cuestiones operativas van a tener que pasar por ahí y van a estar 
sujetas al proceso de resolución que el Ministro defina. Es más: hasta ahora se ha usado para gastos de 
funcionamiento e inversión. Si hay dos mil quinientas personas en operaciones, será de buena administración 
satisfacer en primer lugar las necesidades de estas personas. Mucho del devenir del Ministerio hace 
referencia a gastos de funcionamiento e inversiones aplicado no al área de misión sino a capacitación, 
calificación y destinos, que es amplio. 


Creo que la norma es correcta. El Ministro resolverá en función de sus asesoramientos hacia dónde lo 
destina, dentro de gastos de funcionamiento e inversión. Me consta que lo están haciendo así porque antes de 
entrar a Sala hice referencia a un gasto en particular que me preocupaba y se me dijo que se estaba 
disponiendo el gasto de esa manera. 


SEÑOR GLOODTDOFSKY.- No sé qué pensar. Yo le hago una pregunta al Ministro y me contesta una 
cosa. Luego pide la palabra el señor Diputado Bayardi, ex Ministro de esa Cartera, y me contesta otra 
cosa, que además creo que funciona exactamente como él dice. Lo cierto es que el señor Diputado 
Bayardi me está dando una visión del destino de los fondos distinta a la que me acaba de dar el 
Ministro, y con franqueza no sé muy bien qué pensar. 


SEÑOR BAYARDI.- Defendí la norma porque, reitero, será el Ministro quien, con sus asesoramientos, 
disponga lo que corresponda en cada oportunidad sobre los fondos de reembolso. Eso es lo que quise 
decir y me parece que la norma está bien así redactada. 


SEÑOR PRESIDENTE.- Pasamos al artículo 176. 


SEÑORA GÚENAGA.- El artículo 176 incluye una partida de $ 52:000.000. Como explicó el señor 
Ministro, se aumenta un 30% la compensación al cargo que existe hoy y que fuera creada por el 
artículo 123 de la Ley N” 18.172. Esto es para equilibrar las retribuciones del personal civil. 


A modo de ejemplo, en el Ministerio de Defensa Nacional, el Grado 16 -el más alto-, en un régimen de 
cuarenta horas, percibiría una retribución nominal de unos $ 27.000. En cambio, si vemos la página "web" de 
la Oficina Nacional del Servicio Civil, podremos advertir que para el resto de la Administración Central, el 
mismo Grado, recibe una retribución nominal de unos $ 38.000. Esa es la diferencia que hoy planteó el señor 
Ministro de unos $ 11.000 nominales para el cargo, si bien todos podemos decir que en la Administración 
Central las retribuciones están bastante sumergidas. 


Se trata de aumentar a un 30% la compensación al Grado. No va a haber grandes diferencias, pero estamos 
mejorando en algo. Tratamos de retener en el Ministerio esos recursos humanos; me refiero a los que vamos a 
necesitar, los que tenemos hoy, los que estamos transformando y parte de los que estamos creando. 


A modo de ejemplo, en el Grado más alto, la compensación actual al cargo es de $ 13.723 y pasaría a ser de 
$ 17.839; quiere decir que hay un incremento de $ 4.117. 


Tenemos una modificación para este artículo. Cuando mandamos este artículo al Ministerio de Economía y 

Finanzas, perdimos el final; allí se establece que es incompatible con compensaciones al 31 de diciembre de 
2007. ¿Por qué se pensó en esto? Porque si tomábamos otras compensaciones anteriores -por ejemplo, de la 
DINACIA.-, se nos desequilibraban las retribuciones del personal civil. 


SEÑOR GANDINI.- Me gustaría saber si esta es la compensación que se suma al salario o si este es el 
salario por treinta, cuarenta o cuarenta y ocho horas, según el Grado. 


SEÑORA GUENAGA.- En la tabla se establece la compensación para el personal civil. 


SEÑOR GANDINI.- Entonces ¿cómo se relaciona esta nueva situación de remuneraciones de los 
funcionarios con lo dispuesto en el artículo 714 que afecta a los funcionarios civiles del Ministerio de 
Defensa Nacional? Este artículo establece que los funcionarios civiles de los Incisos 02 al 15 que 
cumplan efectivamente cuarenta horas semanales de labor, recibirán una remuneración mínima de 
$ 14.400. ¿Quedan funcionarios por debajo de los $ 14.400 con estas compensaciones para el caso de 
cuarenta horas semanales para el Grado 1, que tiene $ 7.040? Si es así, habrá que modificar esta escala 
porque va a tener un mínimo ya dispuesto por otro artículo del proyecto de ley. 


SEÑORA GÚENAGA.- Actualmente, en la escala de retribuciones del Ministerio, el Grado 1, para 
cuarenta horas semanales, percibe un nominal de $ 9.334. Quiere decir que los valores van a subir con 
el nuevo artículo que se prevé, pero se absorbe uno con el otro: van a quedar los $ 14.400. 


SEÑOR PRESIDENTE.- En consideración el artículo 177. 


SEÑOR MINISTRO DE DEFENSA NACIONAL.- Aquí se plantea la habilitación de una partida de 
$ 4:880.187, incluido aguinaldo y cargas legales, para financiar la creación de los siguientes cargos 
destinados a integrar la "Unidad Centralizada de Adquisiciones para la Defensa". Se detalla un cargo 
de Jefe de Departamento, Escalafón A, Grado 16; un cargo de Subjefe de Departamento, Escalafón A, 
Grado 15; tres cargos de Jefe de Sección, Escalafón A, Grado 13; seis cargos de Asesor, Escalafón A, 
Grado 10 y cinco cargos de Técnico, Escalafón B, Grado 8. Además, se establece: "Facúltase al 
Ministerio de Defensa Nacional a redefinir dichos cargos en función de procesos de reestructura, con 


previo informe favorable de la Oficina Nacional del Servicio Civil y de la Contaduría General de la 
Nación". 


Esto tiende a construir una Unidad Centralizada de Adquisiciones para la Defensa en el Ministerio que va en 
paralelo con la construcción del Estado Mayor de la Defensa, que deberá contar con un soporte de este tipo. 
De este modo, todas las Unidades Ejecutoras que necesiten adquirir materiales de cualquier tipo deberán 
recurrir a esta Unidad, definiendo el aspecto técnico. Luego, este equipo -conjuntamente con el Estado 
Mayor- definirá todos los pasos e instrumentos administrativos, técnicos y legales para llevar adelante ese 
proceso, centralizado ahora en el Ministerio, y no descentralizado, para ser controlado en cada Unidad 
Ejecutora. Esto significará que se libere a determinada cantidad de personal de cada una de las Unidades, que 
quedará destinado a tareas propias de su función. 


SEÑOR ASTI.- ¿No es de mejor técnica legislativa primero crear la Unidad y después asignarle 
recursos? 


SEÑOR PRESIDENTE.- Tomamos nota de la sugerencia del señor Diputado. 
En discusión el artículo 179. 


SEÑOR SILVA.- En este artículo, se incrementa por única vez en la suma de $ 3:000.000 con destino a 
la reubicación del Area Control Integrado "Ciudad de Rivera". 


SEÑOR PRESIDENTE.- En discusión el artículo 180. 


SEÑORA GONZÁLEZ.- El señor Ministro ya estuvo comentando las necesidades del Ministerio de 
Defensa Nacional en cuanto a la creación de cargos de particular confianza para las Direcciones que 
lleven adelante las políticas en determinadas áreas y cuyo origen se encuentre en la Ley_Marco de 
Defensa Nacional. 


Por ejemplo, el cargo de Director General de Política de Defensa se va a planificar en función de lo dispuesto 
en el literal A) del artículo 16 de la Ley N? 18.650, es decir, nuestra Ley Marco de Defensa Nacional. El 
cargo de Director de Formación Militar cubre otras de las competencias atribuidas por el literal C) del 
artículo 15 de dicha ley. El cargo de Director de Asuntos Internacionales, Cooperación y Derecho 
Internacional Humanitario es una novedad en el Ministerio en el sentido de adoptar políticas no solo en 
asuntos internacionales y en cooperación con una de las competencias del Director General de Política de 
Defensa, sino en tratar como una temática el Derecho Internacional Humanitario, siguiendo los 
requerimientos de los tratados internacionales y los convenios de los cuales Uruguay forma parte. 


El cargo de Director de Asuntos Jurídicos, Notariales y de Derechos Humanos es otra de las competencias 
asignadas a la administración del Ministerio por la Ley Marco de Defensa Nacional, según el literal B) del 
artículo 16. 


El Director Nacional de Pasos de Frontera también obedece a las reestructuras en cuanto a las funciones que 
no tienen naturaleza militar que, como dije, la Ley de Defensa Nacional establece y nos obliga a dar 
cumplimiento. 


SEÑOR PLANCHÓN.-- El artículo 181 tiene un sustitutivo y, para no abundar en los argumentos que 
expuso el señor Ministro, quiero aclarar que se parte de una situación desdibujada del sistema y del 
Objeto de Gasto "Dietas", tanto civiles como militares, y entonces separan las civiles de las militares. 
Esto es para iniciar un proceso que tendrá una resolución en la próxima Rendición de Cuentas, porque 
todos estamos de acuerdo en que el sistema no puede seguir como está. 


SEÑOR AMY.- Quisiera hacer una pregunta acerca del artículo 181 y es si se han considerado, en este 
proyecto de ley de Presupuesto y en particular en este artículo, aquellos derechos jubilatorios que han 
sido adquiridos por Oficiales que durante muchos años hicieron aportes relativos a Montepío, y si van 
estar contemplados debidamente por este concepto. 


SEÑOR MINISTRO DE DEFENSA NACIONAL.- No comprendo la pregunta. 


SEÑOR AMY.- El artículo 181 tiene que ver con las dietas. La dieta que originalmente era 
generalizada, ahora se va a circunscribir a aquellos oficiales que impartan clases o tengan actividades 
de ese tipo; originalmente esa era la idea. que ahora quedó aplazada para más adelante. La pregunta - 
mi colega recién aclaró que eso va a venir con la próxima ampliación presupuestal y Rendición de 
Cuentas- es si ya tienen pensado que manteniendo el espíritu de este artículo solo comprenderá a los 
que den clase, dejando fuera a un universo importante que no va a recibir la dieta porque no da clase. 


SEÑOR ABDALA.- Voy a referirme a un aspecto colateral del mismo tema. Han llegado al Parlamento 
insistentes versiones en el sentido de que se habría producido o se estaría produciendo un importante 
atraso en la percepción de las dietas. En determinado momento eso se atribuyó al cambio que se 
produjo en la Dirección de algunos institutos y a distintas razones de corte administrativo o 
burocrático. Quisiera confirmar si esto es así. Inclusive, a mí se me ha hablado de atrasos que se 
remontan al mes de febrero. Si es así quisiera consultar -porque me parece que es un tema que no está 
en la letra de la disposición, pero se inscribe en el contexto de lo que estamos analizando- en qué 
medida el Ministerio o el Poder Ejecutivo ha advertido esta situación y se propone corregirla. 


Hoy el Ministro en su introducción, al hablar de estos asuntos, hizo referencia a la desnaturalización de este 
instrumento. Sin ninguna duda, los atrasos por otra vía también contribuyen en cierta medida a una suerte de 
desnaturalización, desestímulo o estímulo negativo en el sentido de desalentar a quienes se supone tienen la 
función de la instrucción, tanto civiles como militares. 


SEÑOR PLANCHÓN.- Voy a responder las dos preguntas. La situación que plantea el colega y vecino 
Diputado Amy es así, pero el espíritu que tenemos y lo que estamos conversando es que el Objeto de 
Gasto 051.000 "Dietas" se pague a quien dé clase. Eso es así. 


En el articulado anterior este tema fue producto de un montón de discusiones y conversaciones, porque la 
salarización de ese objeto de gasto tiene muchas y larguísimas explicaciones. Se habló, por ejemplo, de que 
de esa parte que se salarizó percibieran también algunos oficiales que no tenían destino en Montevideo, y si 
no se está en Montevideo no se cobra dieta. Eso tiene una larga historia que también viene al caso por la 
pregunta del señor Diputado Abdala. Un General viejo me dijo: "Ah, desde la década del sesenta que se 
pagan con atraso las dietas". Y un viejo dicho que se usa mucho en estos temas es: "Siempre se hizo así; no se 
preocupen". Pero la liquidación atrasada de las dietas militares se remonta a la década del sesenta, y la 
desnaturalización -como bien expresó el señor Ministro-, fuertemente como salarización, empezó en el año 
1996. 


SEÑOR MINISTRO DE DEFENSA NACIONAL.- El señor Diputado Amy preguntaba si tenemos 
algunas ideas y es así, pero dijimos que nos proponemos trabajar para traer un proyecto en la 
Rendición de Cuentas del año próximo, y si adelantamos ideas estamos marcando la cancha y hasta 
podemos generar resistencia. Entonces preferimos no adelantar ideas. 


Hay otros fenómenos vinculados a esto. Cuando se habla de preservar los derechos de retiro hay una 
situación que impacta fuertemente. El retiro de la dieta hoy está implicando aproximadamente $ 9.000 y, 
como ese cálculo se hace sobre los últimos ejercicios hemos visto un incremento de las horas dictadas en los 
últimos años de la carrera, antes del retiro. Esos son elementos que hay que regular para ver de qué manera, a 
la hora del retiro, se corresponde no con un período corto sino con un conjunto de actividades docentes 
efectivamente hechas y aportes por ese concepto a lo que hoy vimos, es decir, a un Servicio de Retiros y 
Pensiones que actualmente está cercano a los US$ 380:000.000 anuales, de los cuales solamente el 17% 
proviene de aportes de los activos de la fuerza; el 83% proviene de Rentas Generales por la vía de lo que 
destina a la hora de dictarse las leyes, o por refuerzos financieros. El cuadro está completo, lo pueden 
analizar, y es un tema que debemos estudiar con tiempo ya que sabemos que es complejo y su tratamiento 
está atrasado, pero no queremos apurarnos ni tampoco mirar para el techo y que pase un Período más sin que 
encaremos una reforma integral del Servicio de Retiros y Pensiones. 


SEÑOR ACOSTA.- Escuchando atentamente las exposiciones del señor Ministro y del señor Planchón 
en torno al tema dietas, podemos decir que vamos a legalizar algo que es ilegal y se viene haciendo. Me 
podrán corregir, pero al percibir dietas docentes se va a hacer una partida presupuestal en torno a 
todos los Oficiales, aunque van a percibir un haber como mejoramiento de su salario o compensación 
cuando en realidad no van a impartir clase. ¿Es eso lo que se entiende del planteamiento? 


SEÑOR PLANCHÓN.- Lo que plantea el señor Diputado es la realidad actual. El artículo presentado 


no legaliza nada; la situación es como dijimos: se desfiguró el sistema y se pagan dietas por una 
actividad que no se hace. 


Este proceso llevó muchos años y hay un montón de maneras de ir generando todas esas horas, de ir 
incrementando las dietas fictas -como dice la abogada de la asesoría legal del Ministerio-, para completar el 
20% de tope legal hacia el final de la carrera a fin de tener un retiro mayor. La dieta sirvió como salarización 
en momentos en que no hubo aumento salarial para los oficiales; entonces, se utilizó ese rubro para dar un 
aumento salarial. 


SEÑOR ACOSTA.- Estuvimos en Sala cuando el Ministro expresó que no se iban a dar más vales de 
nafta por lo sucedido en la Armada -que es de público conocimiento-, por entender que estaba mal. 
Ahora resulta que es el mismo perro con diferente collar -y discúlpenme la expresión-, porque estamos 
pagando dieta por una tarea que no se realiza. Entre tanta reestructura, ¿no será tiempo de definir 
esos recursos, pagar a los que realmente imparten instrucción y con el excedente buscar la manera de 
recompensar a aquellos sectores de las Fuerzas que menos tienen? 


SEÑOR GAMOU.- No voy a entrar en este tema de las dietas sino que quiero llamar la atención sobre 
algo que acaba de decir el señor Ministro, que me parece de singular importancia y que como 
miembros de la Comisión de Presupuestos integrada con la de Hacienda no podemos dejar pasar por 
alto. 


Nos acaba de decir el señor Ministro que del total de lo que se abona por concepto de pensiones militares 
solamente el 17% se cubre con los aportes que hacen los activos. Yo llamo la atención sobre esto porque me 
parece que tenemos que tomarlo con mucha seriedad. El sistema de seguridad social uruguayo, basado en 
aquella vieja escuela alemana, era prácticamente un seguro a la vejez porque se trabajaba hasta los sesenta 
años y el promedio de vida eran sesenta y siete. Esto va a ir "in crescendo", porque hoy, si nace un niño y 
sobrepasa el año de vida, va a vivir ochenta y seis años; si es mujer, va a vivir noventa años. Entonces, creo 
que lo que acaba de decir el señor Ministro es uno de esos grandes temas que deberemos abordar, porque esto 
ya no es un colapso, es un terremoto. Por suerte, los uruguayos van a seguir viviendo más, y si hoy hablamos 
del 17%, de seguir así, mañana va a ser el 5%. ¿Con qué se paga eso? 


Por tanto, con el respeto que me merecen todas las reflexiones de los señores Diputados, yo me preocupo por 
esos cien millones, pero mucho más por este otro tema. Yo veo voluntad de parte del señor Ministro para 
empezar a encararlo; es un tema muy difícil, muy duro, pero creo que lo tenemos que tomar muy en cuenta. 


SEÑOR POSADA.- En primer lugar, creí entender, a partir de una de las primeras participaciones del 
señor Ministro, que esta situación de las dietas no se verificaba en todas las Fuerzas. Me parece que eso 
debe ser explicitado, porque sí hay casos en los que se paga en función de que efectivamente se cumple 
una función instructiva, y a los efectos de que conste en la versión taquigráfica, en tanto se ha hecho 
una afirmación de carácter general. 


En segundo término, todo lo que refiere al servicio de retiros de las Fuerzas Armadas es un tema que se viene 
arrastrando desde hace muchísimos años. En realidad, yo creo que este Parlamento es absolutamente 
consciente de esa realidad y, en los hechos, los sucesivos Poderes Ejecutivos no han encarado lo que debe 
hacerse, que es algo que le he sentido mencionar al señor Ministro: una reestructura del servicio activo para 
en algún momento establecer topes al gasto actual en materia de servicios de retiros militares. Alguna vez el 
entonces Director de Planeamiento y Presupuesto, contador Ariel Davrieux, dijo que en el Uruguay se 
financiaban dos Ministerios de Defensa, uno activo y otro pasivo. Esa es la realidad. 


Entonces, debemos asumir claramente que tiene que haber una reestructura para que vuelva a existir un 
escalafón en forma de pirámide para que los aportes del personal activo financien el personal en retiro. En 
todo caso, es saludable la intención planteada por el señor Ministro en el sentido de acometer el tratamiento 
de este tema largamente postergado, siempre pateado para adelante y en conocimiento de todos los Partidos 
Políticos, particularmente de los gobiernos que han tenido la responsabilidad de enfrentar esa situación. 


SEÑOR MINISTRO DE DEFENSA NACIONAL.- Efectivamente, lo que dice el señor Diputado Acosta 
es asi. Nuestra primera intención fue llevar esta situación a lo que proponía el proyecto de Presupuesto 
en su versión original, que ustedes conocen. Se nos dijo por ahí que habíamos dado marcha atrás y fue 
así; no siento ningún pudor en dar marcha atrás cuando creo que con la marcha adelante voy a 
estrellarme, porque tengo que medir las consecuencias, las fuerzas y la capacidad de ir transformando 
la realidad. 


Me enfrento a una situación que se viene consolidando desde hace muchísimos años. Una medida como la 
que teníamos planteada -y respondo aquí al señor Diputado Posada- terminaba cometiendo injusticias con 
algunas de las tres Fuerzas. Nos tomamos un año y se lo hemos dicho al Parlamento, pero nos hemos 
comprometido a traer en la Rendición de Cuentas un proyecto pensado, madurado, escalonado, para ir 
transformando esto. A nuestro juicio -podemos estar equivocados-, si íbamos por la vía del "tranque" 
podíamos tener más perjuicios que beneficios; es una estimación política, y reconozco realidad en lo que dijo 
el señor Diputado. 


El ejemplo que puso tiene aspectos similares, pero se trata de algo básicamente distinto. No era un gasto 
deformado por la vía del uso, sino una imputación a un gasto que sencillamente no existía y estaba totalmente 
apartado de la norma. Por lo tanto, la solución era muy fácil, posible de llevar adelante, sin lesionar derechos 
de otros como en este caso podía suceder. Efectivamente, con una medida genérica podíamos lesionar 
derechos. 


Con respecto a la pregunta del señor Diputado Posada, en la Fuerza Aérea la situación es bastante regular, en 
la Armada medio regular, y en el Ejército -no sé si él estaba presente cuando leímos el documento- es donde 
se produce mayor nivel de socialización de la dieta, lo que ha deformado el objetivo del sistema. 


SEÑOR CARDOSO (don José Carlos).- El señor Diputado Gamou introducía el tema de la Caja y del 
sistema jubilatorio de los militares. 


Es verdad que estamos ante un problema severo. Los números que da el señor Ministro son cabalmente 
claros, y así como hoy hablábamos del tema de la Sanidad, que lejos de estar solucionándolo, estamos en una 
situación de parálisis, en el sistema jubilatorio militar vamos camino a la colisión, vamos empeorándolo. 
Ahora lo empeoramos un poco más, porque basta un razonamiento elemental para ver que si usted suprime 
vacantes y achica la fuerza, lo que va a tener son menos aportantes, por una cuestión de lógica. Así funcionan 
los sistemas jubilatorios: cuanto más se achique la estructura de los activos, eso necesariamente va a impactar 
sobre el sistema jubilatorio. 


Como decía el señor Diputado Posada, desde hace tiempo todos sabemos que la Caja Militar tiene un severo 
problema, como también lo tuvo la Caja de Jubilaciones y Pensiones Bancarias, y se resolvió acá, por una 
vía. El señor Ministro era Diputado entonces. ¡Si habremos discutido el tema de la Caja de Jubilaciones y 
Pensiones Bancarias, que tenía una estructura más o menos parecida a la de la Caja Militar, en cuanto al 
déficit y a la forma de recomponerla! Y se eligió un camino: mantener su independencia, mantenerla viva, 
buscarle un subsidio, poner a trabajar a los propios jubilados, a aportar a la Caja. Esa fue la solución: que los 
jubilados empezaran a volcar dinero a su propia Caja, y hasta hoy lo están haciendo. 


¡Menudo lío tiene para arreglar, y esperemos que lo aborde! Yo creo que ahí el achicamiento de la fuerza 
genera un nuevo problema a corto plazo. En 2012 vamos a tener un problema agravado de la situación actual. 


SEÑOR MINISTRO DE DEFENSA NACIONAL.- Sobre este tema no podemos dejar que el temor nos 
paralice. Efectivamente, en algún grado nos van a impactar. 


Quiero agregar algunos elementos. Además de que tenemos ese incremento de costos, en el año 2009 
llegamos al 17% de aportes reales de los activos, y ese porcentaje ya venía decreciendo casi un punto por 


año, porque en 2005 era del 21.09%. Por un lado, está esta punta, pero además, está la otra, que es cómo son 
esos niveles de retribución, porque tengo que decirles que 5.072 beneficiarios, el 10.93%, gana entre $ 3.606 
y $ 5.000; que 11.910, el 25.66% de los beneficiarios, gana entre $ 5.000 y $ 7.500; que 6.133, el 13.21%, 
gana entre $ 7.500 y $ 10.000; que 6.939 ganan entre $ 10.000 y $ 15.000; que 4.204 cuatro, el 14.95%, gana 
entre $ 15.000 y $ 20.000. Esto suma un total de 73.88% de los beneficiarios. 


Además, tenemos catorce personas que ganan entre $ 100.000 y $ 105.000, que es el 0,03%; treinta y dos que 
ganan entre $ 90.000 y $ 100.000, que son el 0,07%; ochenta y ocho que ganan entre $ 80.000 y $ 90.000, el 
0,19%; doscientas cuarenta y nueve que ganan entre $ 70.000 y $ 80.000, siendo el 0,54%; quinientas que 
ganan entre $ 60.000 y $ 70.000, el 1,08%; quinientas veinticinco que ganan entre $ 50.000 y $ 60.000, el 
1,13%; cuatrocientas setenta que ganan entre $ 40.000 y $ 50.000, el 1,01%; 1.554, que ganan entre $ 30.000 
y $ 40.000, el 3,35%, y 4.085 que ganan entre $ 20.000 y $ 30.000, el 8,80%. 


Olvidé algo que no debería haber omitido, que sería lo primero a mencionar: tenemos un número importante 
que no llega siquiera a esos $ 3.606,75. Hay 4.629 beneficiarios que no llegan al 1,75%, de una BPC, que son 
$ 3.606. 


Nosotros tenemos el problema del financiamiento. Una enorme cantidad de beneficiarios tienen ingresos 
extremadamente bajos. Este problema es financiero, de costos; no podemos decir que estamos bien ahí, que 
somos un país en que nos podemos sentir dignos por lo que le ingresa al retirado, al pensionista, que tiene un 
piso mínimo de dignidad. No. Está todo esto y además, no tenemos asignaciones dignas. El problema es bien 
profundo, pero le agradezco al señor Diputado José Carlos Cardoso que me hizo la pregunta, porque todos 
tenemos este problema, y sé que van a estar para trabajar en la solución. 


SEÑOR PRESIDENTE.- Desde la hora 17 está a la orden el Ministerio de Economía y Finanzas. Lo 
estamos prorrogando cada media hora. No estoy apurando a nadie; simplemente, pido que seamos 
concretos con las preguntas. Con el Ministerio de Economía y Finanzas tenemos cuatro o cinco horas 
más de trabajo, y debemos terminar hoy. 


Vamos a pasar a considerar el artículo 182. 


SEÑOR MINISTRO DE DEFENSA NACIONAL.- Se trata de una partida mensual para la guardia 
que se lleva adelante en la Unidad Ejecutora 001. Hay otras Unidades de guardia que ya tienen esa 
partida establecida, pero la que realiza la guardia especial en el Ministerio de Defensa Nacional no la 
tenía. Se trata de una guardia reducida, de once funcionarios. Con esta partida de $ 135.720 anuales se 
plantea hacer una compensación especial por esas guardias que realizan en el edificio sede del 
Ministerio. 


SEÑOR PRESIDENTE.- Pasamos al artículo 183. 


SEÑOR MINISTRO DE DEFENSA NACIONAL.- Aquí se autoriza al Servicio Geográfico Militar a 
comercializar productos y servicios relativos a la información geográfica, destinando los recursos a 
financiar los gastos de funcionamiento para la instalación y conservación de las instalaciones satelitales 
de referencia continua, señales geodésicas y topográficas de utilidad pública con fines de catastro, 
cartográficos, científicos, prospección e infraestructura civil y militar. Los precios serán fijados por el 
Poder Ejecutivo. Es una autorización para comercializar el trabajo que hace el servicio geográfico. 


SEÑOR PRESIDENTE.- Vamos a considerar el artículo 184, que tiene un sustitutivo. 


SEÑOR MINISTRO DE DEFENSA NACIONAL.- Aquí estamos hablando del Servicio de 
Construcción y Reparaciones de la Armada. Se amplía la capacidad de contratar personal para 
atender el incremento de trabajo que, por suerte, está teniendo la industria naval uruguaya, en 
particular, en el Servicio de Construcciones, Reparaciones y Armamento del Estado. Tal como allí se 
establece: "[...] Dicho fondo será destinado al pago de la contratación del personal civil eventual que 
cumpla tareas en el Servicio (SCRA). Este personal no generará derecho de permanencia. [...]". 


Hace pocos días algunos señores Diputados han sido testigos de la botadura de balsas viajeras; hay otros 
trabajos en producción y algunos en el horizonte, y queremos tener la capacidad de constituir un fondo de 
hasta 45.000 jornales anuales -si es que se ejecuta- para contratar eventuales en tiempo y forma y no perder 
trabajos o no pagar multas por no terminar a tiempo por falta de personal. 


El artículo 185 es transformación de cargos: "[...] tres cargos del Escalafón K 'Personal Militar' de Guardia 
Marina (CA) en un cargo vacante de Teniente de Navío (CA), y un cargo vacante de Alférez de Fragata (CA) 
del mismo Cuerpo". Creo que todos lo entienden. 


El artículo 186 establece: "Créanse en el Inciso 03 'Ministerio de Defensa Nacional', Unidad Ejecutora 033 
'Dirección Nacional de Sanidad de las Fuerzas Armadas', Programa 440 'Atención Integral de la Salud' un 
cargo en el Escalafón Q 'Personal de Particular Confianza", de 'Director Nacional de Sanidad', cuya 
retribución se regirá por lo dispuesto para los Directores de Unidad Ejecutora en la presente ley". Este es uno 
de los cargos de confianza a los que hacíamos referencia. 


SEÑOR GARCÍA.- Este es un cargo que el Poder Ejecutivo quiere transformar en uno de particular 
confianza política, pero es un cargo eminentemente técnico. ¿Cuáles son las razones para no llenarlo 
por concurso? Tal vez el señor Ministro comparta la idea de llenarlo por concurso y se deba modificar 
el artículo. 


SEÑOR MINISTRO DE DEFENSA NACIONAL.- No, no la comparto. 


Este cargo que se crea suprime uno existente, concretamente, el de asistente en materia de sanidad militar del 
señor Ministro, que no cumple un papel directamente dentro de la Dirección Nacional de Sanidad de las 
Fuerzas Armadas. 


Esta Dirección es un animal tan enorme como el Servicio de Retiros y Pensiones de las Fuerzas Armadas 
para transformar. Por decir lo menos, sería poco inteligente quien suponga que el Ministro quiere intervenir la 
Dirección Nacional de Sanidad de las Fuerzas Armadas creando un cargo, cuando hoy se dirige a través de un 
General y 26 Coroneles. 


Lo que el Ministerio necesita allí es una persona de particular confianza porque el Ministerio, como a otros 
temas, le quiere dar importancia al conocimiento, a la transformación y al sostenimiento de esta Dirección. 
Sé que se puede pensar distinto, que se puede desconfiar de todo y admito la desconfianza, pero estoy 
expresando con claridad cuál es el objetivo real. 


Hace siete meses que asumimos el cargo y he concurrido a esa Dirección en cuatro oportunidades. Dentro del 
conjunto de temas que hay es como querer conocer una estancia de cinco mil hectáreas con un solo peón. 
Necesitamos una persona de particular confianza del Ministro que en forma permanente, a nivel de 
Dirección, esté comunicándome y reportándome. No es para denunciar, porque las auditorías ya terminaron y 
cierto es que la cosa está bastante bien. No es por ese lado, sino por empezar a adentrarnos, a apoyar, a 
construir a partir de alguien que tiene que ser de confianza del Ministro. 


Este cargo no es para la dirección técnica, porque eso vendrá después. Quizás allí haya buenos directores 
técnicos que después podrán concursar. 


SEÑOR GARCÍA.- El señor Ministro dijo dos cosas que, a mi juicio, son equivocadas. En primer 
lugar, este cargo suple uno que se creó en la Ley de Presupuestos del año 2005; en esa oportunidad se 
crearon varios cargos de asesores, y uno de ellos fue el de Dirección Nacional de Sanidad de las Fuerzas 
Armadas. Este es el cargo de Director, y no suple un cargo de asesor; ese cargo lo ocupa un General, y 
no suple lo que acaba de decir el señor Ministro, sino otro cargo. Estamos hablando de cosas diferentes. 


En segundo término, el General que ocupa el cargo de Director de la Dirección Nacional de Sanidad de las 
Fuerzas Armadas también es de confianza del señor Ministro, porque usted y el señor Presidente de la 
República lo designaron. La diferencia es que la persona que va a nombrar no viste uniforme, y supongo que 
usted designa a personas que cree capaces y que son de su confianza. No creo que ese cargo para esa 
Dirección Nacional, que es de su Ministerio, lo designe el Ejército. 


Entonces, lo que el señor Ministro está haciendo con este cargo es cambiar el perfil y, reitero, es un cargo 
eminentemente técnico. ¡Vaya si habrá cargos técnicos que no son políticos para gestionar toda la Sanidad 
con las complejidades que tiene! Esto tiene complejidades técnicas muy importantes. 


Si el Ministerio y el partido político del Gobierno con su criterio quieren cambiarlo, está bien, pero no me 
puede decir como argumento que debe ser de su confianza, porque, contrario sensu, debo interpretar que 
usted está diciendo que hay personas que no creía capaces o no eran de su confianza para este mismo cargo 
que está designando. 


SEÑOR MINISTRO DE DEFENSA NACIONAL.- Los señores Diputados saben que quienes ocupan 
esos cargos cumplen destinos con tiempo a término. Cuando están conociendo cómo es la cosa, ya 
deben cambiar de destino. A veces, cambian antes, como el anterior Director, que no finalizó el tiempo 
establecido porque se lo asignó a un nuevo destino. 


Lo que allí se necesita es una persona con permanencia, con trayectoria y que en un plazo -no de dos años, 
como los militares, que luego de ese lapso deben cambiar de destino- pueda establecer un punto de referencia 
claro para el Ministro. Ahora, cada dos años, se está cambiando, y así no puede ni debe funcionar. 


El señor Diputado comprenderá que el personal que se ascienda y destine será de confianza, pero el universo 
es reducido y uno tiene la mejor de las relaciones -acá digo lo mismo que he manifestado en privado, 
inclusive, a varios señores Diputados que no son de mi Partido- con quien hoy tiene la responsabilidad de 
dirigir Sanidad. Es una persona con la que me siento en confianza y puedo hablar sin ningún tipo de 
inseguridad, por decirlo de alguna manera. No viene por ahí el tema, sino de dar permanencia al cargo que, 
en la continuidad, permita establecer análisis, estado de situación y políticas a largo plazo. De esta forma, se 
evitaría cambiar cada dos años no solo a un General sino también a 26 Coroneles. 


Continuando con el articulado, el artículo 187 refiere al Director General de los Servicios de las Fuerzas 
Armadas, que también es un cargo de particular confianza. 


SEÑOR PRESIDENTE.- Vemos que se suprimen los artículos 188, 189, y 190. 


SEÑOR MINISTRO DE DEFENSA NACIONAL.- Así es, y me referí a ellos cuando hablé de los 
incrementos en tutela. 


SEÑOR GLOODTDOFSKY.- Los Generales que han ocupado el cargo de Director en la Dirección 
Nacional de Sanidad de las Fuerzas o de algunas otra Direcciones ¿ serán reubicados en las diferentes 
dependencias de la Fuerza o permanecerá un Oficial al frente del servicio, sujeto a la autoridad del 
nuevo cargo que se crea? Porque con la creación de estos nuevos cargos se desplaza nada menos que a 
Generales ¿Qué va a pasar con ellos? ¿Cuáles son los cargos que habrá, en virtud de que los destinos 
disponibles, tratándose de esa jerarquía, son contados? 


SEÑOR MINISTRO DE DEFENSA NACIONAL.- Reitero algo que dije. El 1? de noviembre de este 
año se va a instalar el Estado Mayor de la Defensa, que determinará el conjunto de normas que 
modifiquen, en general, al Ministerio de Defensa Nacional y en particular a las Fuerzas Armadas. 
Adelanto que en mi opinión -que es importante, pero no estamos en un reinado- debe bajar la cantidad 
de Oficiales Generales de las tres Fuerzas y, obviamente, también la cantidad de Coroneles. Creo que 
eso no tiene discusión. Hay que recomponer la pirámide, pero será un proceso que no va determinar 
exclusivamente el Ministro, sino que lo haremos con ese instrumento que la ley creó, el Estado Mayor 
de la Defensa. 


SEÑOR PRESIDENTE.- En discusión el artículo 191. 


SEÑOR DELGADO. El artículo 191 habilita partidas de $ 1:250.000 para el Ejercicio 2011; de 
$ 2:850.000, para 2012, y de $ 5:150.000, a partir de 2013, " (...) para las contrataciones del personal 
que se considere imprescindible, hasta la aprobación de las reestructuras organizativas y de puestos de 
trabajo de esa Unidad Ejecutora". Nos referimos a la Dirección General de los Servicios de las Fuerzas 


Armadas. Una vez aprobada dicha reestructura, se efectuarán las asignaciones presupuestales, se 
autorizarán y serán utilizadas para su financiación. 


SEÑOR PRESIDENTE.- En discusión el artículo 192. 


SEÑOR MINISTRO DE DEFENSA NACIONAL.- Este artículo tiene que ver con un cargo de 
particular confianza, el de Director del Servicio de Retiros y Pensiones de las Fuerzas Armadas. 


SEÑOR PRESIDENTE.- En discusión los artículos 193 y 194. 


SEÑOR BALDASSARI.- El artículo 193 fija partidas para la Dirección del Servicio de Retiros y 
Pensiones de las Fuerzas Armadas, a los efectos de financiarla durante las reestructuras a que se verá 
sujeta, y luego serán reasignadas a esa misma Unidad Ejecutora. 


El artículo 194 tiene que ver con la DINACIA. Hay partidas para crear cargos técnicos, como Controlador de 
Tránsito Aéreo, técnicos en electrónica y en cargas peligrosas. Son cargos de la Dirección Nacional de 
Aviación Civil, importantes para el funcionamiento de ese servicio, donde también ha habido una emigración 
permanente de personal. Tenemos una escuela que forma personal, y a través de este artículo se da la 
habilitación para contratarlo. 


SEÑOR PRESIDENTE.- En discusión el artículo 195. 


SEÑOR MINISTRO DE DEFENSA NACIONAL.- Este artículo autoriza a la DINACIA "(...) a 
comercializar las publicaciones emanadas de sus reparticiones, destinando el producido de dicha 
comercialización a gastos de funcionamiento de la Unidad Ejecutora. El Poder Ejecutivo reglamentará 
la forma y condiciones del precio creado en este artículo". 


SEÑOR PRESIDENTE.- En discusión el artículo 196. 


SEÑOR MINISTRO DE DEFENSA NACIONAL.- Por este artículo se autoriza a la DINACIA "(...) a 
contratar personas físicas o jurídicas, nacionales o extranjeras, a cambio de una labor técnica, docente 
u otra obligación de resultado a cumplir en un plazo determinado. Estas contrataciones se realizarán 
en las Areas de Seguridad Operacional y Seguridad de Vuelo". 


Muchas veces, nos resulta costoso enviar personal a realizar cursos. De esta manera, intentamos revertir en 
parte esa situación, trayendo personal para que dé cursos. 


SEÑOR PRESIDENTE.- En discusión el primer artículo nuevo. 


SEÑOR MINISTRO DE DEFENSA NACIONAL.- Este artículo establece un traspaso dentro de la 
misma Unidad Ejecutora 001. Se trata de un crédito de $ 1:830.000, que era objeto del gasto 042024, 
que se suma al Adicional 30% al desempeño de funciones especialmente detalladas. Esto no se estaba 
utilizando en el Ministerio y entonces se reasigna. 


SEÑOR PRESIDENTE.- En discusión el segundo artículo nuevo. 


SEÑOR MINISTRO DE DEFENSA NACIONAL.- Por este artículo se autoriza al Servicio de 
Oceanografía y Meteorología de la Armada (SOHMA) a comercializar las Cartas y Publicaciones 
Náuticas, destinando los recursos obtenidos a gastos de funcionamiento y de inversión. Los precios 
serán fijados por el Poder Ejecutivo. 


SEÑOR PRESIDENTE.- En discusión el tercer artículo nuevo.- 


SEÑOR MINISTRO DE DEFENSA NACIONAL.- Dice así: "A propuesta del Ministerio de Defensa 
Nacional, el Poder Ejecutivo, previo informe de la Oficina de Planeamiento y Presupuesto, fijará los 


precios de los explosivos y sus modalidades de cobro comercializados por el Servicio de Material y 
Armamento". 


SEÑOR PRESIDENTE.- En discusión el cuarto artículo nuevo. 


SEÑOR MINISTRO DE DEFENSA NACIONAL.- Este artículo incluye la transformación de un cargo 
de Capitán de Navío del Cuerpo de Prefectura y un cargo de Capitán de Fragata del Cuerpo de 
Prefectura en 3 vacantes de Sub Oficial de Cargo Policía Marítima y 4 vacantes a Cabo de Segunda 
Policía Marítima. 


SEÑOR PRESIDENTE.- En discusión el quinto artículo nuevo. 


SEÑOR MINISTRO DE DEFENSA NACIONAL .- Este artículo trata de una compensación por Riesgo 
de Vuelo. Por esta norma se sustituye el Artículo 91 del Decreto-Ley N” 14.747 de 28 de diciembre de 
1977, el cual quedará redactado de la siguiente manera: "Artículo 91.- El personal militar de la Fuerza 
Aérea Uruguaya que realice actividad de vuelo en las diferentes funciones a bordo y que se ajusten a 
las reglamentaciones que sobre dicha actividad determine el Comando General de la Fuerza Aérea, 
percibirán una compensación por Riesgo de Vuelo consistente en un porcentaje de sus haberes, que 
será establecido por vía presupuestal. La partida asignada para atender esta compensación no podrá 
superar el monto del crédito asignado al objeto 042.019 al 1” de enero de 2010". 


Esta partida existe y lo que se hace acá es generalizarla, con el mismo crédito, a todos los que tienen 
participación en el vuelo y tienen Riesgo de Vuelo, ya que antes estaba limitada solo a quienes desarrollaban 
esa función. 


SEÑOR BEROIS.- ¿Se generaliza a todos los que vuelan? 


SEÑOR MINISTRO DE DEFENSA NACIONAL.- A los que cumplan las normas, etcétera, como dice 
la redacción. 


SEÑOR PRESIDENTE.- En discusión el sexto y último artículo nuevo. 


SEÑOR MINISTRO DE DEFENSA NACIONAL.- Se establece para el Comando General de la Fuerza 
Aérea "(...) una tabla de equivalencias de denominación de cargos de personal subalterno, aplicable al 
Anexo V "Estructura de Cargos y Contratos de Función Pública" de la presente ley, según el siguiente 
detalle", y se agrega el detalle. Como allí había cargos técnicos que no estaban bien asimilados a la 
denominación equivalente en el escalafón militar, lo que se hace es dejar claramente establecida cómo 
será esa equivalencia. 


SEÑOR PRESIDENTE.- Hemos finalizado con el articulado. SEPOR POZZI.- Quisiera conocer la 
opinión del Ministerio sobre la posible salida de su órbita de la Dirección Nacional de Meteorología. 


SEÑOR MINISTRO DE DEFENSA NACIONAL.- Mi opinión es absolutamente positiva. Creemos que 
la Dirección Nacional de Meteorología debe encontrar un espacio institucional diferente. Es difícil 
compatibilizar este servicio con las actividades cotidianas del Ministerio de Defensa Nacional. 


En el Consejo de Ministros hemos propuesto que, a través del Ministerio de Industria, Energía y Minería, el 
nuevo marco institucional para esta Unidad Ejecutora se trate en el Gabinete Productivo porque nos parece el 


ámbito más apropiado a tales efectos. 


SEÑOR PRESIDENTE.- Es decir que se está tratando ese pasaje de Meteorología. ¿No será posible 
incluirlo en este Presupuesto? 


SEÑOR MINISTRO DE DEFENSA NACIONAL.- No. 


SEÑOR PRESIDENTE.- Esperamos que para la próxima Rendición de Cuentas sea posible porque 
todos estamos de acuerdo. 


Agradecemos la presencia y los aportes de las autoridades del Ministerio de Defensa Nacional. 


SEÑOR MINISTRO DE DEFENSA NACIONAL.- Agradecemos la atención de las señoras 
legisladoras y de los señores legisladores. 


Obviamente, como no puede ser de otra manera, el Ministerio tiene las puertas abiertas y aunque nos vamos 
con algunas inquietudes que trajimos y fueron confirmadas en Sala, esperamos seguir trabajando en la 
búsqueda de soluciones porque todos estuvimos contestes en que son desafíos a los que hay que intentar -más 
allá de que podamos perder o ganar- dar alguna respuesta, en particular, los de Sanidad Militar. 


Vamos a seguir trabajando y esperamos propuestas y aportes para la búsqueda de alguna solución que nos 
permita avanzar. Quizás ya no sea posible en esta Cámara, pero sí en otro ámbito porque cuando hay 


voluntad y se logran consensos, se encuentran caminos. 


(Se retira de sala la delegación del Ministerio de Defensa Nacional). 
SEÑOR PRESIDENTE.- La Comisión pasa a intermedio hasta la hora 18 y 45. 


(Es la hora 18 y 24) 


Continúa la sesión. 


(Es la hora 18 y 54) 


La Comisión de Presupuestos integrada con la de Hacienda de la bienvenida a la delegación del 
Ministerio de Economía y Finanzas, integrada por el señor Ministro, economista Fernando Lorenzo; el señor 
Subsecretario, economista Pedro Buonomo; el Director General de Secretaría, profesor Pedro Apezteguía; la 
Contadora General, economista Laura Remersaro; el contador Gonzalo Aguiar, de la Asesoría Tributaria; el 
contador Álvaro Romano, de la Dirección General Impositiva; la Contadora Central, contadora Susana 
Pesquera; la contadora Susana Díaz, de la Dirección General; la contadora Marta Abilleira y el economista 
Michael Borchardt. 


Como ustedes recuerdan, para tratar el Inciso 05 se conformó una serie de grupos de artículos. Habíamos 
quedado en el artículo 296, que integraba el grupo que abarca los artículos 293 a 297. Los demás grupos eran 
los siguientes: Catastro, 298 y 299; Casinos, 300 a 302; Zonas Francas, 303 a 305. 


SEÑOR BEROJIS.- Con relación al artículo 296, provocó hilaridad entre los integrantes del Ministerio 
de Economía y Finanzas cuando pregunté sobre la continuidad de los Niños Cantores e hice mención a 
que era bueno el sentido de pertenencia y los antecedentes. 


Se hizo referencia a una norma, y al buscarla comprobé que lo que hoy está vigente es el artículo 246 de la 
Ley N? 14.189, que establece concretamente la provisión de los cargos, y que el escalafón de Niños Cantores 
se llena por sorteo. El antecedente está -esto no es nuevo- y esa ley no está derogada. O sea que lo que dije es 
algo que está dentro de la normativa vigente, dentro del ordenamiento jurídico. 


Como decía el Director General de Secretaría, llevaría más tiempo discutir si los Niños Cantores deben 
existir o no. Esa será una decisión de la Administración, y si entiende que están de más y que en el futuro no 
deben estar, lo debería decir porque sería una linda manera de saber el futuro de esta Unidad Ejecutora que ha 
sido y es importante porque, en definitiva, refiere a un impuesto no compulsivo en beneficio de la sociedad 
en general. 


SEÑOR APEZTEGUÍA.- Efectivamente, hoy existen Niños Cantores en la Dirección Nacional de 
Loterías y Quinielas. Con el señor Director verificamos que todos los contratos actuales vencen, a lo 
sumo, el 31 de diciembre de este año. 


Nosotros planteábamos que actualmente el financiamiento de esas contrataciones se realiza por la partida 
creada en el artículo 539 de la Ley N* 13.640 y que, a la luz de un conjunto de disposiciones contenidas en el 
Capítulo II, podríamos perder esa fuente de financiamiento. 


Más allá de cuál sea el resultado sobre las distintas formas de contratación, en virtud de la simplificación de 
vínculos laborales del Estado que se establezcan -en alguna de las cuales, eventualmente, podrían ingresar los 
Niños Cantores-, lo que indica el artículo es que se pueden contratar en carácter de becarios, pero con una 
observación: en ese caso, tendrían preferencia los candidatos propuestos por el INAÚ. Concretamente, esto 
es lo que plantea ese artículo. 


Los Niños Cantores son funcionarios, digamos, eventuales, de la Dirección Nacional de Loterías y Quinielas, 
aunque la historia indica que, en función de la experiencia y el contacto que toman con la institución, muchos 
en el pasado fueron contratados directamente; de todos modos, también en los llamados públicos de la 
Dirección la evaluación de su experiencia, contacto con la institución y aptitudes les da determinadas 
ventajas. 


Reitero que esta no es una limitación, más allá de la discusión que se generó ayer; la solución es para el 
futuro, y así se lo planteamos a la Asociación de Funcionarios de Loterías y Quinielas. Lo que se abre es una 
modalidad adicional a las existentes a efectos de contratar a los Niños Cantores, manteniendo -esto es lo más 
importante- la fuente de financiación con la que actualmente cuentan y que, de no incluirse en este proyecto, 
por imperio de otras disposiciones contenidas en el Capítulo II quedaría sin forma de aplicación. Es decir, si 
bien quedaría el financiamiento, al preverse modalidades de contratación distintas, no se establecería cómo se 
podría usar la partida prevista en el artículo 539 de la Ley N* 13.640. 


Este es el fundamento de esta norma, a cuenta de mayor profundidad, en atención a un acuerdo que hemos 
alcanzado con la Asociación de Funcionarios de Loterías y Quinielas -esto está relacionado con el 

artículo 97-, en el sentido de instalar un ámbito bipartito con el objetivo de estudiar no solo una salarización 
de diversos conceptos retributivos que existen actualmente en la Dirección Nacional de Loterías y Quinielas, 
sino de plantear, además de algunos pasos que ya se han dado, la reestructura de puestos de trabajo del 
organismo, lo cual llevará a evaluar las funciones conforme a los avances tecnológicos. 


En efecto, hoy existen mecanismos que están operativos y los procesos de modernización han llevado a que 
no se hagan muchas tareas que antiguamente se realizaban en la Dirección Nacional de Loterías y Quinielas. 
Basta poner como ejemplo lo que mencionábamos con relación a la obligación de llenar un conjunto de 
formularios que antes se hacían en papel y que por los avances de la tecnología, ahora se hacen de otra forma, 
pero para eso la normativa requiere ajustes. 


SEÑOR BEROJIS.- Creo que la discusión no da para más; simplemente quiero dar mi punto de vista. 


Como dijo el señor Diputado Gandini, la naturaleza del becario es muy diferente a las características de esta 
función. 


Creo que se debe analizar la experiencia con los becarios y evaluar el cumplimiento de su función que, de 
acuerdo con la información que me aportaron, no fue buena por el propio régimen de los becarios. 


Además, quiero dejar constancia de que los Niños Cantores siempre entraron por sorteo, como debe ser, 
dando posibilidad a todos, con preferencia, por supuesto, a los niños que provienen del Instituto Nacional del 
Menor. 


SEÑOR PRESIDENTE.- En discusión el artículo 297. 
Hay un ajuste de redacción en el literal C). 


SEÑOR APEZTEGUÍA.- Si no me equivoco, esta Comisión recibió a la Asociación de Funcionarios de 
Loterías y Quinielas, que planteó su preocupación por la nueva redacción del artículo 183 de la Ley 
N*_18.362, por imperio del artículo 297. La intención de la Administración era eliminar el 
inciso posterior al literal C), pero después de discutir con el sindicato coincidimos en que no era la 
redacción más feliz, ya que el nuevo texto podría afectar las retribuciones de los funcionarios. 


El 27 de setiembre fuimos citados por el sindicato al Ministerio de Trabajo y Seguridad Social y nos pusimos 
de acuerdo en una redacción que contempla las opiniones del Ministerio y también mantiene y asegura las 
fuentes de financiamiento de retribuciones del personal y de tareas especiales de control y fiscalización. 
Quizás el Presidente tenga el acta del preacuerdo presentado, así como la resolución de la asamblea de la 
Asociación de Funcionarios que hace acuerdo con esta propuesta; en ese ámbito nos comprometimos a 
realizar el planteo que estamos haciendo. 


Adicionalmente, el acuerdo entre las partes refería a tratar de que en la Rendición de Cuentas, este Fondo 
denominado de "Desarrollo de Modalidades de Juego", que tiene formas de distribución tales que buena parte 
de ellas forman parte de la retribución de los funcionarios, sea analizado de manera de independizar las 
recaudaciones de la Dirección Nacional de Loterías y Quinielas de las retribuciones del personal, de forma de 
colaborar con el proceso de reestructura que siempre se complica cuando los ingresos de la institución y los 
salarios están vinculados. Por lo tanto, a veces hay avances y ajustes que no pueden darse en atención, 
precisamente, a los funcionarios. 


La redacción propuesta es que el 30% del producido de los impuestos aplicables a cada modalidad de juego 
se podrá destinar a financiar retribuciones del personal de la Dirección Nacional de Loterías y Quinielas, a las 
tareas de contralor y fiscalización, a financiar equipamiento, útiles y necesidades locativas de dicho 
organismo e inversiones, que es la forma habitual en la que se ha financiado. La modificación sustancial del 
artículo 183 se da entonces en lo que plantea el literal C): "El 25% (veinticinco por ciento) a financiar gastos 
de funcionamiento e inversión, previa deducción de lo dispuesto por el artículo 155 de la Ley N” 16.226, de 
29 de octubre de 1991". El artículo vigente decía que, si sobraba de ahí, volvía a pasar al literal A) y se volvía 
a repartir. Era un estímulo absolutamente perverso que llevaba a que no se hicieran gastos de funcionamiento 
ni de inversión, así sobraba dinero del literal C), se pasaba al literal A) y podía ser aplicado a financiar 
retribuciones personales. Ya el año pasado habíamos mantenido esta discusión y habíamos llegado a un 
acuerdo ante las necesidades de la Dirección Nacional de Loterías y Quinielas de renovar fundamentalmente 
su local, que hacía muchos años no recibía un mantenimiento adecuado. 


SEÑOR PRESIDENTE.- El acta de preacuerdo que mencionó el profesor Apezteguía fue repartida en 
el día de ayer. 


SEÑOR BEROJIS.- La redacción anterior establecía claramente una rebaja salarial. Me alegro mucho 
de que se haya corregido, porque mejora mucho la propuesta anterior. Esta nueva redacción del 
artículo 297 contempla lo que los funcionarios habían propuesto. 


SEÑOR APEZTEGUÍA.- El artículo 298 establece un conjunto de partidas con financiación de Rentas 
Generales y con recursos externos. La financiación establecida como 1.2 en el cuadro, es un intento de 
colaborar con la gestión catastral, en el sentido de que actualmente, cuando una Intendencia plantea su 
interés en realizar la retasación, la actualización catastral de sus registros, debe aportar la totalidad de 
los gastos adicionales que eso le genera a la Dirección General de Catastro. Lo que estamos haciendo 
con esta partida, que en algún momento señalamos a los señores Intendentes en el marco de la 
Comisión de Descentralización, es establecer un "pari passu" que nos permita encarar conjuntamente 
las tareas de actualización de los registros catastrales. Es decir, ante cada aporte de la Intendencia, 
nosotros también podemos hacer un aporte en ese sentido, de tal manera de facilitar la actualización de 
los valores catastrales y de los catastros de cada uno de los Gobiernos Departamentales. 


El artículo 299 habilita a la Dirección General de Catastro a la reasignación de un conjunto de partidas que 
forman parte de los créditos presupuestales del Rubro O para la compensación de funcionarios que cumplan 
tareas especiales de mayor responsabilidad -como reza el artículo-, que las correspondientes a su cargo. 
Como ustedes saben, la Dirección General de Catastro no es de las Unidades Ejecutoras, dentro del 
Ministerio de Economía y Finanzas, en la que sus funcionarios están mejor remunerados y como ayer 
decíamos, ello podrá ser solucionado en parte a partir de la salarización del 5%. Por otra parte, la plantilla de 
trabajadores de la Dirección General de Catastro ha sufrido en los últimos años el retiro de una significativa 
cantidad de funcionarios, lo cual ha generado que una cantidad importante deba asumir tareas de mayor 
responsabilidad. 


El monto de estas partidas a reaplicar es del orden de los $ 4:800.000, el 6% de los créditos totales del rubro 
cero asignados y obviamente, la Dirección General de Catastro prácticamente tiene aprobada una reestructura 
de puestos de trabajo. Esta partida, que puede ser aplicada en 2011, cuando inmediatamente sea realizada la 
reestructura, con seguridad terminará financiando la reestructura general de los puestos de trabajo. 


Estos son entonces los dos artículos que involucran a la Dirección General de Catastro. 


SEÑOR PRESIDENTE.- Perdone, profesor Apezteguía, pero la Mesa debe informar que se ha llegado 
a un acuerdo para constituir el Grupo de Trabajo de Subsidios y Subvenciones, artículos 704 a 711. 
Integrarán este grupo la señora representante Payssé y los señores representantes Pardiñas, Sánchez, 
Otegui, Radío y Gloodtdofsky. Tienen la tarea de trabajar hasta el lunes o martes para presentar a la 
Comisión el informe correspondiente. 


(Interrupciones) 


———Bueno, martes. Estamos de acuerdo. 


SEÑOR APEZTEGUÍA.- El artículo 300 deroga el artículo 4” de una ley de 1994 que liberaba a los 
funcionarios de la Dirección General de Casinos del tope establecido con carácter general, en el sentido 
de que ningún funcionario puede cobrar más del 90% del salario correspondiente a su jerarca. 
Entendemos que no corresponde que esta norma de carácter general sea aplicada en la Dirección 
General de Casinos y por lo tanto proponemos su modificación. Aquí se establece que lo que exceda de 
dicho tope será vertido a Rentas Generales. 


SEÑOR ABDALA.- Quisiera formular una consulta en cuanto al efecto o impacto que esta norma 
pueda generar en la situación actual de los funcionarios de la Dirección General de Casinos. Es decir, 
efectivamente, ¿estamos hablando entonces de que hay funcionarios que superan ese tope y esto, por lo 
tanto, implicará teóricamente un recorte en sus ingresos o, contrario sensu, no hay ninguna situación 
que encaje en esta previsión y de hecho todos están por debajo de ese tope? ¿Cuál es la situación o la 
consecuencia que puede derivar de esta derogación? 


SEÑOR APEZTEGUÍA.- Los funcionarios de la Dirección General de Casinos no han venido a 
formular planteos en ese sentido. Esta situación no se plantea, pero en una hipótesis de crecimiento de 
las recaudaciones de juego bien podría darse. Creíamos que era un buen momento para introducir esta 
derogación sin que tuviera mayores consecuencias. Digo esto porque no habría nadie afectado 
directamente. 


SEÑOR GAMOU.- Entonces, hoy, ¿cuál es el tope? 


SEÑOR APEZTEGUÍA.- Es el 60% del sueldo del señor Presidente de la República, es decir, unos 
$ 160.000. 


SEÑOR GAMOU.- Como hoy no sabemos si hay funcionarios de la Dirección General de Casinos que 
cobran $ 160.000, con esto procuramos que nadie supere esa cifra. ¿Es así? 


SEÑOR APEZTEGUÍA.- La contadora ha hecho una revisión a este respecto y esta es una situación 
que no se ha dado en los últimos años. Con esto evitamos que se dé en el futuro. 


SEÑOR PRESIDENTE.- En discusión el artículo 301. 


SEÑOR APEZTEGUÍA.- Este artículo faculta al Ministerio de Economía y Finanzas a que, por 
intermedio de la Dirección General de Casinos, pueda realizar tareas de promoción de la actividad 
hípica a nivel nacional y supervisar el juego de apuestas mutuas en todas sus modalidades. Esta no es 
una competencia actual de la Dirección General de Casinos, salvo en lo que tiene que ver con el 
Hipódromo de Maroñas -algo que le fuera otorgado por ley— y aquí la incluimos. Seguramente, en los 
proyectos de la Dirección General de Casinos -que su Director detallara en el Parlamento— es 


necesario establecer esta norma para que le permita realizar algunas actividades de fiscalización en los 
hipódromos del país, fuera de la regulación de cualquier institución. 


SEÑOR BEROJIS.- Entiendo el espíritu de la norma, pero para que encaje en él y para que no se 
confunda con otro tipo de apuestas, creo que habría que buscar una mejor redacción a lo que tiene que 
ver con la supervisión de juegos de apuestas mutuas. 


SEÑOR APEZTEGUÍA.- Estamos abiertos a la propuesta. 
SEÑOR PRESIDENTE.- Pero allí se establece "actividad hípica". 


SEÑOR APEZTEGUÍA.- Sí, se trata de juegos de apuestas mutuas en sus modalidades sobre el 
resultado de las carreras de caballos en los hipódromos. 


SEÑOR PRESIDENTE.- En discusión el artículo 302. 


SEÑOR APEZTEGUÍA.- Este artículo intenta dar visto bueno a la confección y concreción de un 
estatuto para los funcionarios de la Dirección General de Casinos. 


Como ustedes saben, esta Dirección, como consecuencia de su historia, tiene un estatus muy particular. Es 
una Unidad Ejecutora del Ministerio de Economía y Finanzas que, sin embargo, no está incluida en el 
Presupuesto Nacional y tiene normas que le permiten que su presupuesto sea aprobado de una forma similar a 
la de los Servicios Descentralizados. En atención a eso, las normas que regulan a sus funcionarios son 
distintas a las normas que regulan al conjunto de los funcionarios de la Administración Central. Por ejemplo, 
en la gran mayoría de los casos, su destitución no requiere venia del Senado, pero deben regirse en muchos 
aspectos por las normas generales de los empleados públicos. Además, al no ser contratados -es el caso de 
muchos de ellos—, es difícil determinar cuál es su carrera administrativa. De esta forma queremos comenzar 
un proceso para contar con un estatuto que nos permita realizar una compilación de las normas vigentes y 
para que se aprueben —entre las potestades del Poder Ejecutivo— las normas que regulen las relaciones 
funcionales de los funcionarios de Casinos. 


Los artículos 303 y 304 dan algunas potestades al Ministerio de Economía y Finanzas para su aplicación, 
fundamentalmente por medio de la Dirección General de Comercio. Una de ellas es la potestad para 
expropiar inmuebles " [...] de propiedad privada para el establecimiento, conservación, desarrollo y 
ampliación de Zonas Francas y sus accesos". Esta es una potestad que no tiene el Ministerio y que, para 
poder ejercerla, requiere de un sinnúmero de autorizaciones especiales que dificultan estos trámites. 


El artículo 304 es muy similar a alguno que ayer mencionaba el Director Nacional de Aduanas, referido a las 
modalidades de actuación sobre las mercancías y equipamientos abandonados en las zonas francas, en 
particular, en la de Nueva Palmira, que es la que administra directamente la Dirección General de Comercio, 
ya que esta no es una situación que se plantee habitualmente en zonas francas de operadores privados. 


Actualmente, en Nueva Palmira hay un conjunto de instalaciones sobre las que no tenemos normas para 
actuar. Algún usuario dejó abandonada la mercadería, no hay nadie que pague los derechos de piso y no 
tenemos mecanismos ejecutivos para deshacernos de ese material y para dar lugar a la utilización de los 
predios. 


SEÑOR POSADA.- De acuerdo con lo que se acordó como marco del Código Aduanero del 
MERCOSUR, las Direcciones Nacionales de Aduanas ahora van a tener potestades directas sobre las 
zonas francas. Yo quisiera saber si a futuro, el tipo de regulación que se aprobará a través del 
artículo 304 va a quedar dentro del Código Aduanero, dado que estará bajo el control de la Dirección 
Nacional de Aduanas. En consecuencia, esta podría ser una norma que quedara incluida en el propio 
Código Aduanero. 


SEÑOR MINISTRO DE ECONOMÍA Y FINANZAS.- Recientemente, en la Cumbre de San Juan se 
aprobó el Código Aduanero del MERCOSUR. Se trata de un marco jurídico nuevo y común para todos 


los países que integran el MERCOSUR que, evidentemente, tendrá que ser desarrollado por las 
legislaciones internas de cada uno. 


Nos proponemos incluir, en la próxima actualización del Código Aduanero uruguayo una normativa interna 
que termine consolidando lo que planteó el Código Aduanero del MERCOSUR. Pretendemos consagrarla 
con la misma fuerza de ley que va a tener el Código Aduanero del MERCOSUR, que será objeto de 
ratificación parlamentaria. Por lo tanto, no hay ningún interés en que la actualización de nuestra normativa 
interna no esté perfectamente en sintonía con esto. 


Específicamente en este tema, es muy claro que el Código Aduanero del MERCOSUR, al igual que nuestro 
Código Aduanero, va a establecer que la Dirección Nacional de Aduanas tendrá las potestades relativas al 
control de las actividades en las zonas francas. 


SEÑOR PRESIDENTE.- Al final del documento que nos hicieron llegar hay dos artículos aditivos 
nuevos para el Inciso./h4> 


SEÑOR APEZTEGUÍA.- Nosotros tenemos dos aditivos y ayer no nos dio el tiempo para que el 
Director de Rentas pudiese hacer el comentario. Ellos están vinculados con transformaciones y quizás 
tengamos que hacer algún retoque en función de ciertos elementos que discutimos en el día de ayer 
respecto a las facultades e iniciativas del Poder Ejecutivo. La situación es la siguiente: hay un conjunto 
de funcionarios que ingresaron en su momento con retribuciones equivalentes al Grado 10 en la 
Dirección General Impositiva que hoy, en función de un proceso de regularización, cobran como 
Grado 10, pero figuran en el Grado 4. Se nos plantea la situación de que tendríamos funcionarios en 
Grado 4 cobrando como Grado 4 y funcionarios en el mismo Grado cobrando por el Grado 10; por 
esta razón seríamos afines a obtener una autorización que nos permitiera transformar esos cargos que 
están en el Grado 4 en cargos de Grado 10, sin que ello tenga costo presupuestal ni de caja. 


A la vez, planteamos un segundo artículo que nos permita utilizar los recursos ya aprobados en el artículo 2” 
de la Ley N* 17.706, que son los que están financiados con las mayores recaudaciones por el cumplimiento 
de metas de gestión, a los efectos de realizar modificaciones en la estructura de puestos de trabajo. No escapa 
a los señores Legisladores que estamos proponiendo una estructura en la cual tendríamos, en función de lo 
que he enunciado, funcionarios en el Grado 10, funcionarios de ingreso en el Grado 4 que, en el correr del 
quinquenio van a ir adquiriendo experiencia y, por lo tanto, tendrían un salto inmediato al Grado 10. A 
nosotros nos parece adecuado que podamos trabajar en una reestructura de puestos de trabajo que vaya 
generando cargos en los Grados 5, 6, 7, hasta llegar al 10, y permitir una escala para los nuevos ingresos 
están propuestos. Obviamente, eso tiene costo pero está financiado siempre y cuando la DGI cumpla con las 
metas de recaudación establecidas en esta ley. Entonces, remitiríamos una propuesta en ese sentido, sin costo 
presupuestal, en la medida en que ya está previsto en una ley anterior. Ssmplemente se trata de la autorización 
para aplicar ese fondo también a la reestructura de puestos de trabajo. 


SEÑOR GANDINI.- Señor Presidente: no sé de qué estamos hablando. 


SEÑOR PRESIDENTE.- Está al final del documento que entregamos ayer, que nos remitió el 
Ministerio de Economía y Finanzas con los ajustes. Allí figuran dos aditivos. 


SEÑOR APEZTEGUÍA.- Yo hice una referencia distinta a la que figura en el aditivo, a raíz del 
comentario que se hizo en la sesión de ayer con relación a las facultades del Centro de Estudios 
Fiscales. Este artículo decía que se habilitaba al Ministerio a crear cargos, pero entendimos que la 
redacción no era coherente, en función de lo que se discutió en cuanto a qué era iniciativa y qué no lo 
era y, por lo tanto, nuestra propuesta no es la misma que ayer. Pedimos a la Dirección General 
Impositiva que hiciera los cambios correspondientes y este artículo diría que se transforman tales 
cargos en tales otros, básicamente, aquellos que están en el Grado 4 en cargos Grado 10, en los mismos 
que están planteados en la propuesta que recibió el señor Diputado. 


SEÑOR GANDINI.- ¿Eso lo tenemos? 


SEÑOR PRESIDENTE.- Lo que tenemos es un artículo al final de la propuesta en el que aparece un 
cuadro donde figura "Asesor VII", etcétera, y luego tenemos otro aditivo que empieza diciendo que el 
Ministerio de Economía y Finanzas podrá habilitar en función del cumplimiento de las metas, etcétera, 
y que termina diciendo "a propuesta del Ministerio de Economía y Finanzas, con informe", etcétera. 


SEÑOR APEZTEGUÍA.- De esos dos artículos, el primero, que se refiere al Asesor VII, Serie Abogado, 
dice que los cargos ocupados por los funcionarios que asciendan serán suprimidos. Hay funcionarios 
en el Grado 4 y creamos cargos en el Grado 10 y suprimimos los del Grado 4. Esto es lo que dice el 
artículo. Ahora, lo que estamos proponiendo es, directamente, transformar los cargos Grado 4 en 
cargos de Grado 10, según la redacción de un artículo que los señores Diputados no tienen. 


SEÑOR PRESIDENTE.- Es decir que va a venir un sustitutivo y el segundo queda igual. 


SEÑOR APEZTEGUÍA.- Va a venir un sustitutivo a los efectos de contemplar adecuadamente eso y el 
segundo queda igual. 


SEÑOR GANDINL.- Antes de cambiar de Inciso, quisiera hacer un comentario y luego una pregunta 
sobre un tema que creo es importante. 


Primero, quiero reiterar el comentario que hice durante la primera concurrencia del Ministro de Economía y 
Finanzas a raíz de la primera mirada que di al Presupuesto que nos presentaron, en cuanto a una respetuosa 
pero crítica visión acerca de la forma en que este se ha presentado. Es realmente muy difícil para nosotros 
tratar el articulado como viene. No sé si ustedes se pueden poner en nuestro lugar: a ustedes les lleva un año 
armar el Presupuesto, pero nosotros tenemos cuarenta y cinco días para considerarlo. A los siete días de haber 
ingresado el Presupuesto, cuando ya consumimos una parte de los cuarenta y cinco días que tenemos, se nos 
reparte, lo leemos y lo estudiamos en la medida que podemos, pero luego cada organismo vino a la Comisión 
y sustituyó lo que nos mandó y nos dijo que lo que nos mandó no era lo correcto. 


Hemos encontrado artículos repetidos, contradictorios, hasta creaciones de un mismo cargo de confianza dos 
veces. En algunos aspectos no nos cierran los números con la primera información que se nos dio. Se 
cambiaron los cuadros, por lo que la Secretaría tuvo que trabajar intensamente. Pero ahora, a cada momento, 
tenemos que estar corrigiendo lo que se nos ha mandado. Ayer vino el Ministerio de Industria, Energía y 
Minería y nos trajo un articulado nuevo; mañana debemos recibir, de manera inusitada, otra vez, a la Oficina 
Nacional del Servicio Civil por la cantidad de cambios que se han introducido por tercera vez. Hoy vino el 
Ministerio de Defensa Nacional y nos trajo otro Presupuesto. Quiero dejar constancia de que nuestro trabajo 
es muy difícil. 


También quiero decir al señor Ministro que ayer los legisladores recibimos un documento, una carta, de los 
gremios vinculados a su propia Cartera, de los gremios de los organismos del Ministerio, en la que hacen 
afirmaciones muy fuertes de las que no me voy a hacer eco porque no conozco su grado de certeza, pero me 
preocupa que allí se diga que no ha sido la Contaduría General de la Nación la que ha elaborado este 
Presupuesto, cuando es ella la que tiene responsabilidad en la materia. En ese texto se dice que por resolución 
del Ministerio, en 2009 esas funciones pasaron a otra oficina, y que esa es la razón por la cual el Presupuesto 
llegó en estas condiciones. Obviamente, no es el problema de un programa nuevo; los temas que aquí han 
venido erróneamente dispuestos no son responsabilidad de ningún programa, porque ese programa sería muy 
inteligente si redactara los artículos de forma diferente. Es parte de una elaboración que -en nombre de 
nuestra bancada quiero dejar constancia de ello— nos ha dificultado y nos está dificultando mucho la 
consideración del Presupuesto, que creo va a tener más de doscientos aditivos, la mayoría de ellos 
presentados, increíblemente, por la bancada de Gobierno, que es la que generalmente no presenta aditivos, 
porque hay que corregir la iniciativa original. 


Dejo esta constancia, esta preocupación y si el señor Ministro no tiene el documento referido, con mucho 
gusto se lo alcanzo. 


SEÑOR MINISTRO DE ECONOMÍA Y FINANZAS.- En respuesta a la constancia que realizaba el 
señor Diputado Gandini en nombre de la bancada del Partido Nacional, reiteramos lo que dijimos el 
primer día; pedimos disculpas por algunas deficiencias que ya anunciábamos en la primera 


presentación del proyecto de ley de Presupuesto que podían encontrarse en el texto. Como bien decía el 
señor Diputado Gandini, había artículos repetidos y otros no figuraban. 


En aquel momento, mencionaba que habíamos inaugurado un sistema. Eso es absolutamente cierto, y no sería 
justo de mi parte omitir decir que eso explica algunos problemas planteados. Hay otros problemas que no 
tienen que ver con esto, señor Diputado -además de que introdujimos este conjunto de herramientas 
tecnológicas y procedimientos nuevos-, sino con que durante la elaboración de este proyecto de ley de 
Presupuesto nos vimos enfrentados a una situación muy peculiar, y es que se elaboró en medio de un 
conflicto del gremio de la Contaduría. Este es un aspecto que pido que todos los integrantes del Parlamento 
tengan en cuenta porque no es un acontecimiento insignificante en el proceso de elaboración del proyecto de 
Presupuesto. Los trabajadores habrán tenido sus razones para haber entrado en conflicto, pero el proyecto de 
Presupuesto se realizó en circunstancias funcionales no comparables a las de otras instancias. 


Por otra parte, es cierto que en el Ministerio de Economía y Finanzas hoy hay una nueva Unidad de 
Presupuesto Nacional que trabaja en cooperación continua con la Contaduría General de la Nación y en 
colaboración directa con el resto de las áreas del Ministerio, en particular con el Área de Programación 
Macroeconómica, con la Asesoría Macroeconómica y Financiera. Por tanto, es cierto que están actuando 
nuevas unidades que, sinceramente, creo que van a mejorar, con el paso del tiempo, la forma en que el 
Ministerio de Economía y Finanzas contribuye a la elaboración presupuestal. Estoy seguro de que en 
sucesivas formulaciones vamos a ver los beneficios de estas innovaciones en lo institucional. 


Por último, más allá de las imperfecciones señaladas, algunos de los cambios que se proponen en el 
articulado tratan de recoger comentarios que hemos recibido del Parlamento. En más de una oportunidad he 
mencionado que estamos absolutamente convencidos de que el Parlamento mejora el proyecto y, en este 
caso, los comentarios que recibimos no fueron desatendidos ni desatendibles, sino que los analizamos, los 
incorporamos y, en la medida de nuestras posibilidades, tratamos de aprovecharlos para mejorar la norma. De 
hecho, agradecemos que así sea. 


Un cúmulo de elementos explica algunas de las cuestiones, lo que no nos absuelve en absoluto de 
responsabilidad sobre cualquier deficiencia que encuentren o que vayan a encontrar en el sucesivo análisis 
del proyecto de Presupuesto, y pedimos disculpas en ese sentido. Creemos que hay un conjunto de 
explicaciones que ayudan a entender en que condiciones se elaboró este proyecto de Presupuesto Nacional, y 
no a justificar los errores. 


SEÑOR GANDINI.- Por supuesto, aceptamos las explicaciones. No es tema de debate para hoy; quizás 
en algún momento podamos analizar el rol de la Contaduría General de la Nación y el de esta nueva 
Unidad en la elaboración de los Presupuestos. 


Aceptamos que este, como todo proyecto de ley de Presupuesto, tiene cambios, es dinámico, se va 
negociando. También aparecen algunos artículos producto de novedades que se van desarrollando en la 
conversación, en la negociación a nivel parlamentario y del propio Poder Ejecutivo. 


En ese sentido, debo preguntar al Ministro -ya que se encuentra en la Comisión, y antes de que mañana 
vuelvan los representantes de la Oficina Nacional del Servicio Civil- acerca de algo de lo que están dando 
cuenta en estos momentos los medios de comunicación. Me refiero a que hubo un acuerdo entre la 
agremiación de funcionarios públicos, COFE, y el Poder Ejecutivo en relación con el modo de ajustar sus 
salarios, creo que en referencia al artículo 4” del proyecto, que ha sido objeto de discusión en esta Comisión y 
aparentemente se habría modificado. Entiendo que es justo conocer esta información a través del Poder 
Ejecutivo y no de la bancada del Frente Amplio, aunque con mucho gusto escucharemos las explicaciones. 
Ya que jerarcas del Poder Ejecutivo están aquí, queremos saber si es correcto que ha habido modificaciones 
en este importante artículo respecto del cual hemos hecho algunos aportes en el debate. 


SEÑOR MINISTRO DE ECONOMÍA Y FINANZAS.- Los únicos ajustes o modificaciones que se 
pudieron introducir en la redacción del artículo 4” del proyecto de ley son las que han surgido del 
análisis desarrollado en el día de ayer en esta Comisión. En todos los casos apuntan a mejorar y a 
perfeccionar la redacción y a hacer que el texto efectivamente refleje el fondo de lo que se pretende 
incorporar al ordenamiento legal a través de ese artículo. Por tanto, de nuestra parte, nos remitimos a 


las conversaciones y a los análisis realizados en el día de ayer y, obviamente, a efectuar ajustes menores 
en la redacción, que contribuyan a que lo que nosotros creemos es una excelente formulación pueda ser 
mejorada a partir de los aportes y de las consideraciones realizados en esta Comisión. 


No hay ningún acuerdo -quiero ser preciso- entre el Poder Ejecutivo y los representantes de los funcionarios 
públicos relativo a algún cambio sustantivo que no haya sido objeto de análisis en el día de ayer en esta 
Comisión. Ninguno. 


SEÑOR GANDINI.- Quiere decir que no hay un cambio en el momento de ajuste -para ser precisos y 
concretos- en el caso de que la inflación supere el 10%, sino que se mantiene, más allá de la forma en 
que se diga, el mecanismo de convocar, a partir de esa eventualidad, al Consejo Superior de Salarios 
para tomar las medidas necesarias. Se mantiene ese concepto y no lo que reclamaba COFE y que hoy 
algunos medios han estado diciendo que se acordó, en el sentido de que se mantendría el mecanismo de 
acción automática de un nuevo ajuste, en tanto se produjera un aumento de la inflación por encima del 
10%. 


SEÑOR MINISTRO DE ECONOMÍA Y FINANZAS.- Respondo afirmativamente a la consulta del 
señor Diputado. En efecto, nosotros seguimos proponiendo y defendiendo el contenido del artículo 4” y 
del recurso al ámbito de negociación, tal cual está propuesto, si no me equivoco, en el quinto inciso de 
la disposición. 


SEÑOR ABDALA.- Me parece que puede ser provechosa esta instancia, más allá de que sobre este 
tema volveremos en el momento de la votación. 


El Ministro ha sido muy claro en cuanto a cuáles son los parámetros que el Poder Ejecutivo ha definido desde 
el punto de vista de los alcances del artículo pero, sin duda, el inciso quinto es el que ha desencadenado la 
mayor polémica entre el Poder Ejecutivo y las organizaciones de trabajadores públicos y de pasivos, y 
también entre Gobierno y oposición. Desde el Partido Nacional hemos planteado una diferencia importante 
con relación a ese punto. 


Más allá de que hay aspectos, como dice el Ministro, que pueden ser mejorables y de que los términos de la 
redacción pueden ser perfectibles, nos interesaría saber -y esto no importa un juicio de valor anticipado, es 
simplemente una pregunta- si ese aspecto, que es una modificación sustantiva de la Ley_N* 16.903, es decir, 
la imperatividad de un segundo ajuste en la medida de que se supere el 10% de la inflación en el último año 
móvil, es negociable o no, modificable o no, para el Poder Ejecutivo. 


SEÑOR MINISTRO DE ECONOMÍA Y FINANZAS.- Yo no lo pondría en términos de si es negociable 
o no. Nosotros creemos que la integralidad del contenido de esta norma mejora y perfecciona 
notablemente el proceso de definición de aspectos esenciales de la política salarial en el sector público, 
en todos y cada uno de sus Incisos. Nosotros querríamos que esta norma fuera aprobada con su 
contenido completo, incluyendo muy especialmente el inciso quinto del artículo 4”. 


SEÑOR APEZTEGUÍA.- En el día de ayer terminamos a última hora y no pudimos enviar la versión 
tal cual la planteamos en la Comisión. Nos comprometemos a que la tengan a primera hora de 
mañana, para que pueda ser repartida, recogiendo muchas de las observaciones aquí planteadas. 


SEÑOR PRESIDENTE.- La verdad es que, a esta altura, tenemos confusiones tremendas con el 
Inciso 05. Secretaría no puede solucionar los problemas, por lo que les pedimos, si es posible mañana, a 
primera hora, que nos manden la totalidad de los artículos del Inciso, del primero al último, para no 
tener errores que después nos originen algún problema, porque tenemos cuatro y cinco versiones de lo 
mismo que no podemos manejar. 


SEÑOR GAMOU.- Voy a hacer una reflexión política, porque acá todos las estamos haciendo. A este 
equipo económico le reconocí honestidad intelectual, solvencia y también le debo reconocer humildad. 
Acá se dice que, de repente, se cometen algunos errores. Pero, ¿por qué? Porque se toma en cuenta lo 
que dicen los demás. Ahora, ¿que estamos demorando? ¿Que es difícil estudiar esto? Sin duda que lo 


es, pero no es el mismo tratamiento que recibía esta bancada del Frente Amplio no ya cuando se estaba 
estudiando en Comisión sino cuando, durante el tratamiento en Sala, se pedían intermedios de cinco, 
siete y ocho horas, y luego, cuando se ponían de acuerdo, venían con una votación en bloque en base a 
negociaciones de las cuales nadie tenía la más absoluta idea. Entonces, le reconocemos honestidad, 
humildad y solvencia al Ministro, pero nosotros como Frente Amplio no pedimos intermedios de siete, 
nueve y hasta doce horas y después venimos con una hoja de ruta -más que eso parece una hoja para 
andar circunvalando las montañas de Andorra- y votar cuatrocientos o quinientos artículos en bloque. 


Entonces, colegas, tengamos un poco de respeto a un trabajo serio que se está haciendo. Lo que se quiere es 
llegar a las instancias de votación en Comisión y en Sala con claridad. A lo que esta bancada se compromete 
es a no pedir un intermedio de quince minutos que luego se transforma en un intermedio de siete horas para 
ponerse de acuerdo con determinados aditivos que -¡oh, casualidad!- podrían relacionarse con algún cargo y 
luego votar en bloque doscientos o trescientos artículos. Entonces, si vamos a hacer referencias políticas, 
hagamos referencias políticas. 


SEÑOR PRESIDENTE.- Si el señor Ministro está de acuerdo, pasaríamos al capítulo "Subsidios y 
subvenciones", del artículo 704 al artículo 711. Hay algunos sustitutivos de ese Inciso -que fueron 
distribuidos- de los artículos 704, 705 y 708, que veremos oportunamente. 


SEÑOR BORCHARDT.- Quisiéramos hacer dos comentarios que nos ayuden a enfocar el articulado, 
previo al análisis artículo por artículo. 


En primer lugar, en este Presupuesto se hizo un esfuerzo por concentrar los subsidios, que estaban dispersos 
en diferentes organismos, en el Inciso 21. Entendemos que esto dificulta la comparación, pero creemos que 
aporta claridad a los montos que efectivamente se canalizan por vía de subsidios y no están confundidos 
dentro de los gastos normales de los Incisos. Así, por ejemplo, el Plan Agropecuario previamente estaba en el 
Inciso 07, Ganadería, y ahora pasa al Inciso 21, como un subsidio más. Antes el Plan Ceibal estaba en el 
Inciso 24 y ahora pasa al Inciso 21, como un subsidio a una persona pública no estatal. La Comisión 
Honoraria para la Lucha Antituberculosa estaba en el Inciso 12 y pasa al Inciso 21, y así hay una gran 
cantidad de ejemplos. 


Para clarificar este tipo de situaciones, hace dos días aportamos a la Mesa algunos cuadros que creemos 
pueden ayudar a entender los subsidios que se reciben y las organizaciones que los están recibiendo, tratando 
de separar diferentes situaciones. En esos cuadros -que supongo habrán recibido- se separan los subsidios que 
ya venían incluidos en el Inciso 21 desde antes y que no corresponden al Fondo de Subsidios y Subvenciones 
del artículo 34 de la Ley_N* 18.046. Se separan los subsidios que provienen de otros Incisos y que no forman 
parte del artículo 34. Se clarifica en un cuadro aparte cuáles son los nuevos subsidios, que son por artículo, y 
el INEFOD. Se clarifican los subsidios del Inciso 21 incluido en el Fondo de Subsidios y Subvenciones del 
artículo 34 de la Ley_N” 18.046 en otro cuadro aparte, los subsidios que vienen por sustitución de rentas 
afectadas, y algunos subsidios que van a otros Incisos. También había otros subsidios que estaban en el 
Inciso 21, pero que en realidad financian organismos de seguridad social, como pueden ser la Caja de 
Jubilaciones y Pensiones Bancarias o con la Caja de Profesionales Universitarios. Estos fueron trasladados al 
Inciso 22, porque entendemos aporta a una mejor exposición. Este primer gran comentario es en cuanto a 
diferentes criterios de los que se habían aplicado con anterioridad y que entendemos aportan a la claridad de 
lo que son, efectivamente, los subsidios. 


Un segundo comentario que, en realidad, es transversal a todo el Presupuesto está considerado en la 
exposición de motivos y quizá cuando vinimos la primera vez no hicimos un suficiente énfasis en este punto 
que entendemos que también ayuda a entender cómo hay que mirar los subsidios o el articulado en general. 
Se ha procurado diferenciar lo que es el nivel de gasto en que ya se está incurriendo al momento de elaborar 
el Presupuesto de lo que son los incrementos de gasto que se solicita autorizar en este Presupuesto. Entonces, 
por los gastos que efectivamente ya se están haciendo en el momento de elaborar el Presupuesto, lo hemos 
entendido como una línea de base sobre la cual se aplican los incrementos que se presentan en el articulado. 
La forma de definir esa línea de base -esto está explicado en la exposición de motivos- recoge para el caso de 
remuneraciones la situación al 31 de mayo. Para el caso de Gastos de Funcionamiento e Inversiones recoge lo 
que es la ejecución permanente del año 2009, y en algunos casos se han incorporado situaciones especiales 
del año 2010. Quiere decir que si en el año 2010 uno ve una ejecución como, por ejemplo, la del Ministerio 


de Defensa Nacional o la del Ministerio de Educación y Cultura en cuanto a las cuidadoras del INAU, ya 
nota una ejecución mayor que la de 2009. Entendemos que ese es el punto de partida sobre el cual se elabora 
el Presupuesto. 


En el caso de los subsidios, la aplicación de estos criterios lleva a cuatro o cinco situaciones que nos parece 
que vale la pena comentar con mayor detalle. Por ejemplo, la Comisión Honoraria de la Lucha 
Antituberculosa, que en el año 2009 tenía una ejecución de $ 133:000.000, en este año ya se está ejecutando 
con ese destino $ 152:000.000. Entendemos que ese es el punto de partida para el articulado. En este caso 
puntual no se está previendo un incremento de la asignación para dicha Comisión, pero entendemos que vale 
la pena mencionarlo. Otro ejemplo es el caso de Uruguay XXI, que tiene un crédito presupuestal original del 
Presupuesto de 2005 de cuatro o cinco millones de pesos. En el año 2009 tuvo una ejecución efectiva de 

$ 30:000.000 y en este momento ya tiene una ejecución de $ 65:000.000 en base al Presupuesto que había 
sido aprobado por unanimidad y aclamación a fines del año pasado. 


También hay una situación diferente para la ANII, pues en el Inciso 24 hay un presupuesto de $ 243:000.000, 
y de $ 33:000.000 en el Inciso 11. Sin embargo, este año ya se han transferido a la ANI $ 360:000.000, que 
es el punto de partida para el artículo 708, que prevé un incremento sobre este nivel. 


En el caso de la Agencia Nacional de Vivienda es algo diferente porque hasta ahora había una partida 
estimativa dado que esta era incipiente; entonces, hasta que no tuviera su presupuesto había una facultad para 
financiar los gastos que correspondiera. En este caso es al revés: hubo costos iniciales que determinaron que 
en el año 2009 se ejecutaran $ 926:000.000, pero como línea de base no tomamos este monto sino 

$ 710:000.000, que es lo que estamos ejecutando este año. Esto es para contribuir a aclarar de qué manera se 
pueden ver los subsidios en estas diferentes organizaciones, que tienen situaciones peculiares. 


También está la Comisión Técnica Mixta de Salto Grande, que tiene un doble financiamiento a través del 
Poder Ejecutivo -que también es el que cobra los ingreso de esa Comisión- y de UTE por vía de decreto. El 
nivel de ejecución de Salto Grande es de $ 394:000.000 para los años 2009 y 2010, y este es el nivel de 
partida que estamos tomando. 


La situación de INEFOD es algo distinta en tanto tiene una ley propia que prevé que además de la renta 
afectada que tiene para el Fondo de Reconversión Laboral, mediante suscripción y cumplimiento de 
compromisos de gestión, le corresponde por lo menos el 50% de la renta afectada del año anterior. El 
compromiso de gestión que está en curso en este momento es el de 2009. Por lo tanto, hay que reconocer 
presupuestalmente algo así como $ 126:000.000, que es la mitad de lo que correspondía por el año 2008. 


Dicho esto, podemos analizar los pocos artículos sobre Subsidios y Subvenciones 


En el primer artículo se habla de incrementar partidas que ya existen, y en el segundo de asignar partidas a 
instituciones que hoy no están percibiendo subsidios. Esto ingresó en el marco de la discusión presupuestal 
por los diferentes Incisos. Aquí se mantienen los Incisos de referencia. Muchos de ellos corresponden al 
Inciso 11, "Ministerio de Educación y Cultura", como el incremento previsto para el PEDECIBA de 

$ 8:000.000, para la Academia Nacional de Letras, para la Comisión Fondo Nacional de Teatro o para 
instituciones nuevas que se incorporan a instancias de dicha Cartera, como la Academia de Veterinaria o la 
Academia de Ciencias. Hay otras instituciones que entran en el marco de la discusión de las políticas y 
programas llevados a cabo por el Ministerio de Industria, Energía y Minería como, por ejemplo, el 
Organismo Uruguayo de Acreditación o el Comité Nacional de Calidad, a los que se incrementan los 
subsidios que ya reciben. 


Aquí hay un error: la referencia a la Academia de Medicina no es en el Inciso 12 sino en el Inciso 11, 
"Ministerio de Educación y Cultura". Esto ya figura en las correcciones que presentamos. 


SEÑOR PRESIDENTE.- Esto lo plantearemos en forma verbal para evitar un artículo sustitutivo. 
SEÑOR BORCHARDT.- La Comisión Honoraria de Lucha contra el Cáncer se relaciona a través del 


Ministerio de Salud Pública; el Proyecto Renacer a través del Ministerio de Desarrollo Social, y el 
Centro de Estudios Fiscales a través del Ministerio de Economía y Finanzas. 


Estos son los incrementos en algunas de las organizaciones que reciben subsidios. En el segundo cuadro, en 
el artículo 705, la suma está mal: en lugar de decir $ 4:057.597 debe decir $ 3:800.000. 


SEÑOR PRESIDENTE.- También en este caso haremos una corrección verbal. 


SEÑOR BORCHARDT.- El artículo 706 refiere al Fondo de Subsidios y Subvenciones que corresponde 
al artículo 34 de la Ley N” 18.046, que se incrementa en $ 10:000.000 con el objetivo de aumentar los 
subsidios ya otorgados a instituciones públicas o privadas, o a incluir nuevas organizaciones. 


El artículo 707 corresponde al Instituto Nacional de la Leche. Originalmente, cuando comenzó este Instituto 
el subsidio se financiaba con créditos del Ministerio de Ganadería, Agricultura y Pesca, pero acá se deroga la 
reducción de los créditos de esa Cartera porque entendemos que a esta altura del partido el INALE está 
maduro y corresponde reconocerlo como receptor de subsidios. 


El artículo 708 refiere a la Agencia Nacional de Investigación e Innovación, y se propone un incremento de 
$ 120:000.000 al final del Período. 


SEÑOR PRESIDENTE.- En este caso será necesario un artículo sustitutivo porque hay un cambio 
importante, ya que se trataba de la Agencia Nacional de Investigación e Innovación y ahora es el 
Proyecto de Inversión 906, Fortalecimiento del Sistema Nacional de Investigación e Innovación. 


SEÑOR BORCHARDT.- Ese fue un cambio sugerido por la Oficina de Planeamiento y Presupuesto 
para corregir la redacción del artículo. 


A través del artículo 709 se incrementa la partida del Instituto Plan Agropecuario, tanto para remuneraciones 
como para funcionamiento, y también se incorpora una partida de $ 5:000.000 para actividades de 
transferencia de tecnología y capacitación agropecuaria. 


Esto tiene que estar en consonancia con el proyecto de ley que se ha enviado, y creo que ahí hay alguna cosa 
para afinar. 


SEÑOR PARDIÑAS.- Como bien se ha dicho, hay un proyecto en el Senado, pero existe una inquietud 
que quedó plasmada en esta Comisión cuando recibió a los trabajadores del Instituto Plan 
Agropecuario. Esta partida tiende a solucionar un déficit que venía arrastrando dicho Plan y se ve con 
preocupación que en el futuro ocurra lo mismo en razón de que estas partidas no tienen ajustes. Acá 
hay una partida importante correspondiente a salarios. Se teme que con esto no alcance, teniendo en 
cuenta los ajustes salariales que se deben aplicar, generando un déficit importante. 


Si bien desde el punto de vista presupuestal esto transparenta la situación, esta es una política del Ministerio 
de Ganadería, Agricultura y Pesca, cuyo centro de atención en este ejercicio -como bien ha sostenido dicha 
Cartera en este ámbito- es el desarrollo rural, en el que esta Institución tiene un rol importante a cumplir. 
Creemos que, frente a los demás Institutos, el Instituto Plan Agropecuario queda relegado desde el punto 
financiero porque cada poco tiempo deberemos enfrentarnos a las mismas situaciones, salvo que a través de 
las Rendiciones de Cuentas podamos hacer una ampliación. 


Quisiera saber si es posible indexar la partida de sueldos; de lo contrario, se estaría generando déficit o 
estaríamos condenando a que quien trabaje allí cobre menos para no tener números en rojo en su ejecución. 


SEÑOR MINISTRO DE ECONOMÍA Y FINANZAS.- Creemos que el artículo 709 reconoce la 
necesidad de fortalecer financieramente al Instituto Plan Agropecuario y entendemos que la 
formulación actual atiende a la realidad de hoy y del futuro más inmediato. Creemos que hacer en este 
momento consideraciones relativas a cómo va a funcionar y evolucionar el Instituto Plan Agropecuario 
y, en particular, utilizar indexadores para las remuneraciones, es casi como no reconocer el carácter de 
subvención que tiene esto, y nosotros no estamos tratándolo como si fuera una remuneración de 
funcionarios públicos, para la cual los mecanismos de indexación aparecen guiados por el artículo 4”. 
Es más: la política de remuneraciones del organismo no la define el Poder Ejecutivo. Difícilmente el 


Poder Ejecutivo pueda hacerse cargo de la indexación de una política de recursos humanos y de una 
estrategia de remuneraciones que no define. 


Entonces, creemos que este es un primer paso. El proyecto de ley que está a estudio del Senado trata de dar 
un impulso y una transformación al Instituto Plan Agropecuario. Lo que hay, sí, de parte del Gobierno es una 
primera señal en este proyecto de ley de Presupuesto respecto a la necesidad de comprometerse 
financieramente con ese nuevo futuro que esperamos tenga el Instituto en los próximos años. 


SEÑOR BORCHARDT.- En el artículo 710 se propone un incremento del subsidio que hoy recibe el 
Instituto Pasteur en $ 20:000.000, para el Ejercicio 2011, y en $ 20:000.000 adicionales, a partir del 
Ejercicio 2012. Entendemos que el Instituto Pasteur tiene un rol fundamental, junto con la Agencia de 
Nacional de Investigación e Innovación, el INIA y otras instituciones, en el fomento de la innovación, 
de la investigación y de la interacción con los sectores productivos y con los sectores académicos, y 
todavía es una institución joven, que no ha llegado a los niveles de madurez suficiente como para tener 
una masa crítica que le permita incrementar el autofinanciamiento. 


El artículo 711 complementa normas que ya existían en las Rendiciones de Cuentas anteriores y las mejora, 
en el sentido de que es obligatorio para la percepción de todos los subsidios, a partir del Ejercicio 2012, la 
suscripción y el compromiso de gestión entre el organismo que recibe los subsidios y el Ministerio de 
referencia. Entendemos que esto contribuye a explicitar lo que se espera de estos organismos, cuáles son las 
metas, qué tienen que hacer, qué hacen, y también a transparentar a la sociedad por qué están recibiendo 
subsidio público. El Instituto Pasteur es uno de los que ya tiene compromiso de gestión desde hace dos años, 
y en este caso, por supuesto que seguirán vigentes, incluso para que perciban el subsidio del año 2011. 


SEÑOR PRESIDENTE.- En discusión el Inciso 23, Partidas a Reaplicar, que va desde los artículos 712 
a 714. 


SEÑOR APEZTEGUÍA.- Como no escapará a ningún legislador, el artículo 712 es una versión 
incompleta del artículo 4”, que está eliminado. 


Los artículos 713 y 714, junto con el artículo 4*, con ciertas asignaciones presupuestales vinculadas con la 
reestructuras y los puestos de trabajo, y con algún fondo adicional al cual después me voy a referir, el meollo 
de la política salarial de los funcionarios de la Administración Central. 


El artículo 713 establece una partida de $ 100:000.000 a partir del ejercicio 2011, que se incrementará en el 
mismo importe a partir del ejercicio 2012 -o sea que en total se trata de $ 200:000.000-, que intenta financiar 
reestructuras en los Incisos de la Administración Central, estableciendo que en cada uno de ellos el costo no 
podrá exceder el 5% de la masa salarial. Reitero que estos $ 200:000.000 a partir de 2012 se suman a 

$ 280:000.000 que están repartidos en créditos presupuestales autorizados en los distintos Ministerios con el 
destino de reestructura. 


Este proceso se Irá desarrollando. Los señores legisladores han escuchado hablar de los Ministerios piloto: 
Ministerio de Salud Pública, de Industria, Energía y Minería, seguramente, también el de Vivienda, 
Ordenamiento Territorial y Medio Ambiente, que tiene avanzados algunos procesos de reestructura. Es más, 
probablemente, algunas Unidades Ejecutoras comiencen en 2011 y sigan profundizando este proceso en el 
resto del Ejercicio, de manera de ir aplicando los nuevos criterios -algunos de los cuales están establecidos en 
el Capítulo H- sobre las normas vigentes relativas a la carrera administrativa y a las estructuras funcionales. 


Eso se complementa con el artículo 714, que determina la remuneración mínima de $ 14.400 para los 
funcionarios que realicen efectivamente 40 horas semanales de labor, estableciendo que dicha partida será 
categorizada, cuando sea necesaria su aplicación, como "compensación personal transitoria", de tal manera 
que, sin afectar las escalas de sueldos, los funcionarios que estén en estas condiciones reciban ese mínimo 
salarial. De más está resaltar que $ 14.400 es una cifra expresada a valores del 1? de enero de 2010. El mismo 
procedimiento de la "compensación personal transitoria" se aplica a quienes tengan que realizar 
efectivamente una carga horaria distinta, haciéndose un prorrateo de la suma de $ 14.400. 


El inciso tercero de este artículo expresa: "A efectos de la habilitación de la partida y su mantenimiento, 
deberá comprobarse, en la forma en que establezca la reglamentación, el efectivo cumplimiento del horario 
autorizado. Será responsabilidad del Jerarca respectivo el control de la asistencia y permanencia de los 
funcionarios de su organismo, quién estará sujeto a las sanciones que la reglamentación establezca en caso de 
incumplimiento". Este es un mensaje claro que quiere decir: "Muy bien, se establecen mínimos salariales, 
pero están vinculados al cumplimiento efectivo de la carga horaria". 


Finalmente, se refiere a la asignación presupuestal, de $ 100:000.000 en el objeto de gasto "Partidas para 
mínimo salarial", que es la que financia esta remuneración mínima que se establece con carácter general para 
los funcionarios de la Administración Central. 


Asimismo, se hace una previsión diciendo algo así como: "Si, como estamos convencidos, no fuera necesaria 
la aplicación de buena parte de esta partida a los efectos de financiar los mínimos salariales, y hubiera 
además un excedente, este podría utilizarse, previa reglamentación, para abonar un incentivo vinculado a la 
asiduidad y el presentismo, una vez puesto en funcionamiento un sistema de control asociado a las 
liquidaciones de sueldos de acuerdo con la reglamentación que dicte el Poder Ejecutivo". 


En el Capítulo Il se establecen las definiciones del sistema de gestión humana que permite, como herramienta 
tecnológica, vincular la vieja marcada de tarjeta con la liquidación de haberes en forma automática, logrando 
que ese incentivo, a su vez vinculado al presentismo, sea incorporado en los procesos de reestructura. Por lo 
tanto, estos $ 100:000.000, al finalizar el proceso de reestructura de los Incisos, terminan siendo aplicados a 
la financiación de las propias reestructuras. 


Reitero que los artículos 713 y 714 expresan la voluntad del Poder Ejecutivo, y también buscan que las 
partidas asignadas efectivamente sean aplicadas con el establecimiento de algunas condiciones básicas y se 
sumen a las que están en la línea de base, a las que están en los créditos autorizados en los distintos 
Ministerios, que ascienden, además, a $ 280:000.000 adicionales y a $ 80:000.000 que ya existen en el objeto 
de gasto 042.529, de algún salario mínimo que en algún momento existió. Reitero, el objeto de gasto 
"Diferencia al mínimo por escalafón" hoy tiene un sobrante del orden de los $ 80:000.000 anuales que 
también este artículo autoriza a aplicar al financiamiento del incentivo vinculado a la asiduidad y presentismo 
y finalmente a la reestructura de cargos. 


SEÑOR ABDALA.- Quiero formular dos consultas relativas al artículo 714. 


La primera tiene que ver con el inciso tercero, donde se establece que la reglamentación regulará dos tipos de 
control: por un lado, el control efectivo de que los funcionarios cumplan con el horario y con la asiduidad y 
en función de ello tengan derecho al beneficio y, por otro lado, el control del jerarca hacia los funcionarios. 
Esto parece una meta ambiciosa pero no por eso menos compartible. En la medida en que esta es una 
previsión de carácter general que abarca a todos los Incisos de la Administración Central -que, con relación a 
estos temas exhiben hoy, como tradicionalmente ha sido, usos y costumbres no totalmente coincidentes en 
cuanto a los mecanismos de control de estos aspectos-, la pregunta es qué grado de avance tiene si no la 
reglamentación al menos las pautas en función de las cuales aquella habrá de concretarse. 


Reitero que me parece bueno el objetivo, lo comparto y creo que ayudará a que la Administración pública 
reconozca una situación de mayor orden a la hora del cumplimiento de los servicios y del desarrollo de las 
tareas; eso está bien. 


La segunda pregunta no es de texto sino de contexto y tiene que ver con un aspecto que todos conocemos y 
sabemos que está planteado en el escenario público en cuanto a la interpretación o la respuesta que los 
gremios públicos han dado a la propuesta del Poder Ejecutivo de determinar esta remuneración mínima con 
la carga horaria semanal que aquí se consagra. Es notorio que las organizaciones sindicales aceptan la 
remuneración mínima pero reivindican treinta horas de labor semanal, en lugar de las 40 que aquí se 
establece, en función de que consideran el tema de la extensión horaria una conquista sindical consagrada y 
de que en ese aspecto no deberían retroceder, si se puede aplicar ese término. Más allá de que, por supuesto, 
el Poder Ejecutivo hace bien en plantear su propuesta y que, seguramente, hará bien en sostenerla -si ese es el 
criterio, porque las organizaciones sociales son grupos de presión y ello no implica que necesariamente deba 
seguirse la opinión de los sindicatos sino que estos tienen derecho a plantear sus reivindicaciones y a 
reclamar instancias de negociación, pero en algún momento el que gobierna tiene que gobernar y decidir-, mi 


pregunta en este caso refiere al nivel de firmeza que esta disposición tiene -más allá de la dinámica natural de 
las cosas y del Parlamento inherente a la elaboración presupuestal- y, concomitantemente, cuál es el estado de 
la negociación -si la hay-, o de las conversaciones -si las hay- con las organizaciones sindicales en relación a 
este aspecto. Por supuesto, reconocemos que esto representa un esfuerzo importante del Poder Ejecutivo que 
nosotros valoramos como tal; esa es otra discusión. Específicamente, mi pregunta es, en la medida en que los 
sindicatos del sector público mantengan su tesitura de no compartir esta medida en estos términos, si el Poder 
Ejecutivo habrá de mantenerla, corregirla, ajustarla o, simplemente, reiterarle al Parlamento la solicitud que 
viene en el artículo tal como está proyectada. 


SEÑOR MINISTRO DE ECONOMÍA Y FINANZAS.- El artículo 714 está expresando cabalmente 
cuál es la intención del Poder Ejecutivo; ella es firme, en tanto no estamos solicitando ni informando 
ningún cambio al Parlamento. Esta es nuestra política, es un avance y hay que entenderlo de esa 
manera. 


Es un avance no solo desde el punto de vista de las aspiraciones de los trabajadores públicos, sino que 
también constituye un elemento que el sector privado no tiene. Señalo los dos aspectos: que es un avance y 
que -si bien es reclamado por las organizaciones de los trabajadores del sector público- hay que tener en 
cuenta cuál es la realidad de todo el país y no exclusivamente los intereses específicos del colectivo de 
funcionarios públicos. 


En cuanto a los avances en la reglamentación, cedo el uso de la palabra al Profesor Apezteguía. 


SEÑOR APEZTEGUÍA.- Manifestaba en mi intervención inicial que este artículo no podía ser 
analizado con independencia de algunos de los artículos contenidos en la Sección IL, donde se plantean 
no solo los procesos de reestructura sino de control tanto de los registros de vínculos del Estado como 
de los sistemas de información y administración de los recursos humanos. Es de esos procesos que se 
vienen desarrollando que va a derivar en la reglamentación. 


En el inciso tercero se plantean dos cosas: por un lado, cómo se establece la habilitación de la partida -y se 
hace referencia concreta a cómo se documenta el efectivo cumplimiento del horario autorizado- y, por otro, 
una segunda parte del inciso, aunque es de perogrullo, insiste -porque es necesario- en que es responsabilidad 
de cada uno de los jerarcas asegurar la asistencia y permanencia de los funcionarios en el organismo, y que 
de no ser así están incumpliendo los deberes inherentes al cargo. Ello se reitera para reafirmar la seriedad de 
esto. No estamos asignando $ 14.400 para quien no cumpla las ocho horas y para hacer como que esto 
funciona, sino que estamos estableciendo claramente las reglas de juego 


En las oportunidades que me toca ser parte de la delegación del Poder Ejecutivo en la negociación con los 
gremios, siempre señalo que ese Poder actúa como una patronal muy particular que no puede decidir por sí 
sola sino en función del imperio de la ley, de lo que vota el Poder Legislativo. Por lo tanto, los acuerdos se 
realizan dentro de los límites que las leyes establecen, y cuando hay modificaciones en las condiciones de 
trabajo debe recurrirse a la aprobación parlamentaria de las mismas. Cuando se habla de 30 horas de labor no 
se están planteando solamente cifras sino que la gran mayoría de los funcionarios del Estado han sido 
contratados para realizar 40 horas de labor; por lo tanto, eso es lo que refleja el artículo 714. 


SEÑOR GANDINI.- Se trata de entender cómo funcionan los últimos dos incisos. Allí se destinan 
$ 100:000.000 para satisfacer este mínimo salarial y se establece que, de existir excedentes, el 
Ministerio de Economía y Finanzas podrá reasignarlos para culminar el proceso de reestructura. 
Hasta ahí creo que se entiende. Si hay faltantes, el Ministerio, hará las transferencias correspondientes. 
Pero el inciso siguiente reitera "de existir excedentes". Uno tiende a suponer que son excedentes de los 
excedentes. O sea que se hicieron las reestructuras y sobró plata. Se establece: "De existir excedentes 
[...]", con ese dinero "[...]podrá abonar un Incentivo vinculado a la asiduidad y el presentismo una vez 
puesto en funcionamiento un sistema de control [...]", etcétera -supongo que esto se relaciona con 
aquella aspiración que COFE tuvo en algún momento de una partida extra de $ 500-, y luego vuelve a 
decir: "Las partidas asignadas a cada Inciso por este concepto, podrán ser reaplicadas para financiar 
la reformulación de estructuras administrativas", lo que se supone ya se hizo -según se establece en el 
inciso anterior- porque esto es con la plata que sobró de las reestructuras. 


Acá dice que si sobra plata de las reestructuras se puede utilizar para la partida de presentismo. Ahora; el 
Inciso también puede utilizar eso para financiar la reformulación de las reestructuras, que se suponía que se 
habían pagado. No entiendo cómo juegan estos dos incisos y cómo juegan estos excedentes que, reitero, 
serían excedentes de los excedentes. Aparentemente, si sobrara dinero para estas partidas sería un caso muy 
hipotético. Me gustaría entender esto. 


SEÑOR APEZTEGUÍA.- El artículo 714 es una construcción que expresa la voluntad del Poder 
Ejecutivo de asegurar, fundamentalmente, que ese mínimo salarial se puede cumplir pero, además, que 
la totalidad de los fondos dispuestos sea aplicada a la reestructura de los puestos de trabajo y, 
finalmente, que contribuya al mejoramiento del salario real de los funcionarios. 


En el inciso tercero se habilita una partida de $ 100:000.000 en el objeto del gasto 042.532. Y alcanzó; se 
pagaron todos los mínimos y a continuación dice: "De existir excedentes, el Ministerio de Economía y 
Finanzas, [...] podrá reasignarlos para culminar el proceso de reestructuras", que está financiado en el 
artículo 713. Y después establece: "Si se constataran faltantes, [...]" recurrimos al "objeto del gasto 042.529 
[...]". Ahora; si sumamos el objeto de gasto 042.532 y el objeto de gasto 042.529, y sobra dinero, 
transitoriamente se puede pagar un incentivo vinculado a la asiduidad y al presentismo. Transitoriamente, 
hasta que se produzca la reestructura. Y en el caso en que hace referencia a los rubros que se usaban para 
pagar la asiduidad y el presentismo, pueden ser aplicados para la reestructura. Es un proceso en cascada 
donde se asegura qué pasa si sobra dinero y qué pasa si falta; asimismo, qué sucede con el dinero si vuelve a 
sobrar. 


SEÑOR MINISTRO DE ECONOMÍA Y FINANZAS.- Quiero hacer una pequeña ampliación de la 
argumentación del profesor Apezteguía. 


Los artículos 713 y 714 están motivados por la voluntad del Gobierno de avanzar en la transformación y el 
fortalecimiento de la Administración. La lógica de estos artículos trata de asegurar que en cada momento las 
asignaciones contribuyan a procesos de reforma; y si no lo aseguran porque las reestructuras todavía no se 
encararon en esos Incisos, y hay partidas que se adelantan para asiduidad y presentismo, en el momento en 
que lleguen esas reestructuras estas partidas ceden y se incorporan a la masa de recursos para ese fin. 
Entonces, toda la lógica es de transformaciones en la Administración, de atacar inequidades y de resolver 
todos los problemas relativos a las reestructuras en marcha -las que están previstas en el artículo 713- o a 
otras que se encaren en el futuro, y más allá de las previsiones que figuran en el artículo 713. 


SEÑOR GANDINLI.- Es que la lógica la entiendo; no entiendo el artículo. 


El profesor Apezteguía hablaba de un incentivo transitorio, pero acá la palabra "transitorio" no está. Dice: " 
[...]podrá abonar un Incentivo vinculado a la asiduidad" -y encima lo consolida de manera permanente, por lo 
que dice a continuación- "y el presentismo una vez puesto en funcionamiento un sistema de control asociado 
a las liquidaciones de sueldos de acuerdo con la reglamentación que dicte el Poder Ejecutivo". Además, con 
esto se generan inequidades. Si bien, por la lógica de estos artículos, se fija un mínimo igual para todos los 
Incisos, establece que en aquellos en los que hay excedentes podrá haber una partida por presentismo, pero 
en los que no los hubo y la reestructura consumió todo, no. Entonces, en algunos organismos va a haber un 
sistema de partida por asiduidad y presentismo y en otros no. Si miramos con atención estos últimos incisos, 
la cascada lleva a que los excedentes sean por Incisos. Mientras que la partida de $ 100:000.000 corresponde 
a "Partidas a Reaplicar" y es para financiar todos los mínimos salariales de toda la Administración Central, lo 
que sobra va a los Incisos. Y si el Inciso hizo su reestructura y le sobró plata, se junta con el objeto de gasto 
042.529 y, si sobra, paga un incentivo que no es transitorio, según se establece. A su vez en el último 

inciso de este artículo se establece: "Las partidas asignadas a cada Inciso por este concepto," -lo que sobró 
por esos dos objetos de gasto- "podrán ser reaplicadas para financiar la reformulación de estructuras 
administrativas". Pero no sé cuáles, porque solo sobra una vez que se aplicaron las reestructuras; por lo tanto, 
si ya están aprobadas, ¿cómo va a usarse lo que sobró de las reestructuras para financiar las reestructuras, sl 
ya se aprobaron? No entiendo el artículo y por eso lo digo. 


SEÑOR MINISTRO DE ECONOMÍA Y FINANZAS.- Creo que debemos expresar nuevamente cuál es 
la lógica de la norma y cómo esta atiende a cada uno de los planteos que realiza el señor Diputado 


Gandini. 


En primer lugar, la norma establece unos montos específicos de $ 100:000.000, en 2011 y 2012, que se van a 
aplicar a reestructuras aprobadas por el Poder Ejecutivo para los Incisos de la Administración Central. Ese es 
el inicio. Y las reestructuras tienen el carácter de permanentes; de lo contrario, no se les llamaría 
reestructuras. Por lo tanto, en las reestructuras aprobadas por el Poder Ejecutivo no hay nada transitorio. Una 
vez avanzado el proceso de reestructura y consolidada esta, todos los elementos de remuneraciones 
contenidos en ella tienen carácter permanente. 


Ahora bien; es claro que en el proceso de avance de estas reestructuras, nuestras estimaciones indican que 
después de atender los requerimientos, que estimamos asegurará los salarios mínimos de $ 14.400 por 40 
horas semanales -en general en la Administración no hay absolutamente nada transitorio sino que es 
permanente-, todavía podría haber excedentes. Si los hay, estos se vuelcan para avanzar, en principio, en las 
reestructuras que están en curso. Y si hubiera excedentes después de este proceso de las reestructuras ya 
aprobadas por el Poder Ejecutivo, se establece algo que es claramente transitorio, según la redacción del 
último inciso. Reitero, claramente transitorio, tal como lo establece la última frase del inciso que dice: "Las 
partidas asignadas a cada Inciso por este concepto, podrán ser reaplicadas para financiar la reformulación de 
estructuras administrativas”. Fíjense que esto es general, se esté en reestructura o no. ¿Por qué? Porque son 
partidas que pueden estar guiadas por criterios generales de presentismo y asiduidad, por lo tanto, involucran 
a trabajadores de Incisos que no están siendo objeto de reestructura en ese momento. Cuando al Inciso llega 
la reestructura, que es permanente, todo ese componente que premió asiduidad y presentismo cede y otra vez 
es un recurso para la reestructura a fin de propiciar cambios. Esa es la lógica de la norma. En ningún 
momento hay otro interés que el que las reestructuras sean permanentes, y que si en la transición -por razones 
de valoración de la Administración de la asiduidad y el presentismo- hay algo para avanzar transitoriamente, 
eso va a ceder en el momento en que llegue la reestructura, y la norma se asegura que este componente sea 
claramente transitorio. 


SEÑOR POSADA.- Entiendo la explicación del alcance de la norma y de qué se quiere, pero la última 
frase del último inciso es facultativa, pues dice "podrán", y eso genera dudas, porque cabe la 
posibilidad de que ese dinero no se utilice y afectarlo a la reestructura, como se expresa en el artículo. 


SEÑOR MINISTRO DE ECONOMÍA Y FINANZAS.- El señor Diputado Posadas tiene razón en que 
la expresión es facultativa. Lo que estoy explicando es cómo dentro de esa facultad el Poder Ejecutivo 
está encarando la operación práctica de esta lógica, siempre y cuando la reestructura implique 
cuestionar algo de lo que se financió a cuenta de asiduidad y presentismo, que hoy no conocemos. 


Por lo tanto, corresponde el término "podrán", porque no sabemos si las reestructuras efectivamente van a 
cuestionar total o parcialmente las asignaciones para presentismo y asiduidad. Simplemente, responde a eso. 
Hoy no sabemos si cuando lleguen las reestructuras ocurrirán esas cosas; si ocurren, necesitamos la facultad 
que da el término "podrán" y si no, no la necesitamos. En ese sentido, es fundamental que la expresión sea 
facultativa. 


SEÑOR POSADA.- Entiendo perfectamente por qué se utiliza la expresión facultativa, pero entonces - 
creo que ahí surge la duda- el incentivo por asiduidad y presentismo, en cualquier caso, cesará cuando 
llegue la reestructura, es decir, al tornarse operativa esta, porque, en definitiva, se utilizó el dinero, se 
terminó aplicando el excedente. 


En este sentido, comparto lo que dijo el señor Diputado Gandini, porque si bien queda clara la intención, el 
texto no es claro. 


SEÑOR APEZTEGUÍA.- La idea general de la Administración en este caso es que una parte del 
salario sea variable, y tenga que vincularse al cumplimiento de metas personales, grupales e 
institucionales. Sin duda, la asiduidad es uno de esos componentes, particularmente en el cumplimiento 
de las metas personales. 


Algunos Incisos y Unidades Ejecutoras actualmente tienen estos incentivos, y otras no. Llegada la 
reestructura, podría considerarse conveniente mantener esta partida como un incentivo. 


Tampoco puede escapar a los legisladores que en este caso hay opiniones de los trabajadores organizados 
acerca del salario variable, los incentivos a la asiduidad y el presentismo. La expresión "podrán" implica que 
en el caso de que se quiera hacer algo pero la otra parte dice que no, que es inaceptable, que sus retribuciones 
no deben vincularse a la asiduidad y el presentismo, nos reservamos la posibilidad de no hacerlo. 


SEÑOR PRESIDENTE.- En discusión el Inciso 24, "Diversos créditos", que comprende los 
artículos 715 a 731. 


SEÑOR MINISTRO DE ECONOMÍA Y FINANZAS.- El contenido del Inciso 24 refleja los acuerdos 
alcanzados entre el Poder Ejecutivo y los Gobiernos Departamentales; es la segunda instancia 
consecutiva en que se pudo avanzar en esta dirección. 


El Poder Ejecutivo entiende que es un aspecto muy importante que consolida, jerarquiza y valida la política 
aplicada durante la Administración anterior, cuando se alcanzó los acuerdos, que, a juicio de todos los 
involucrados, funcionaron muy satisfactoriamente. Entonces, como hoy se mantuvo esos acuerdos y se 
alcanzó nuevamente un acuerdo con el Congreso de Intendentes, ello ratifica la orientación general y el valor 
que se asigna a estos acuerdos y a la forma en que funcionaron en la Administración anterior. 


Este es un aspecto trascendente, porque da una forma y una credibilidad al proceso de cooperación entre el 
Poder Ejecutivo y los Gobiernos Departamentales que creo constituye un avance muy importante en términos 
financieros y, mucho más aún, de fortalecimiento de las relaciones institucionales entre la Administración 
Central y los Gobiernos Departamentales. 


Creo que sería relevante tener en cuenta estas consideraciones de contexto político a la hora de analizar el 
contenido específico de esta norma, que refleja íntegramente los acuerdos alcanzados entre todos los 
Gobiernos Departamentales y el Poder Ejecutivo. 


SEÑOR PARDIÑAS.- El Congreso de Intendentes nos visitó, y por eso nos consta lo que dice el señor 
Ministro de la valoración de los acuerdos alcanzados, pero también es cierto -el señor Ministro lo sabe- 
que La ley de Descentralización creó los Municipios y establece dos formas de financiamiento: los 
recursos departamentales y el Fondo de Incentivo para la Gestión de los Municipios, cuya 
capitalización está prevista en el artículo 719 de este proyecto. 


A su vez, en estos tiempos hay una visión de que se escatimó recursos a los Municipios y, en cierta manera, 
algunos actores acusan al Poder Ejecutivo de no dotar de mayores recursos al Fondo de Incentivo para la 
Gestión de los Municipios. en el mensaje presupuestal 


En realidad, creo que en este caso hay cierta responsabilidad del Congreso de Intendentes, porque como 
acaba de fundamentar el señor Ministro, fue el órgano con que se negoció toda la transferencia de estos 
recursos. 


Por eso, la bancada del Frente Amplio discutió en qué forma se podría lograr una mayor incidencia, y un 
legislador presentó una iniciativa para modificar las asignaciones previstas en el artículo 298, que sabemos 
que forman parte de los acuerdos alcanzados por el Poder Ejecutivo con el Congreso de Intendentes. 


Entonces, quiero saber en qué medida esos acuerdos constituyen una fórmula cerrada, que no permitiría 
contemplar una acción parlamentaria tendiente a dotar de recursos a los Municipios, modificando en algo la 
distribución de 66,65 para el literal A) del artículo 230 y del 33,35 para los Gobiernos Departamentales, 
tocando esos dos porcentajes, destinar un incremento para el Fondo de Incentivo para la Gestión de los 
Municipios. 


¿Cuál es la visión del Ministerio de Economía y Finanzas sobre esta posible modificación? Además, es 
pertinente, porque la Constitución habilita a que la Ley de Presupuesto distribuya las partidas previstas en el 
artículo 298, más allá de que luego será administrada por la Comisión Sectorial que, vía acuerdos, ha llegado 
a distribuir estos porcentajes. 


Queremos saber si sería posible trabajar en este sentido, precisamente, para aportar una herramienta más a la 
gestión de los Municipios, que sintieron que se escatimó los recursos, no por falta de voluntad de apoyarlos, 
sino porque el Congreso de Intendentes veló mucho por los recursos para los Gobiernos Departamentales. 


SEÑOR BEROJIS.- En el mismo sentido que el señor Ministro, comparto la opinión de que ha existido 
una buena cooperación entre el actual y el anterior Ministerio de Economía y Finanzas, y me parece 
que es una forma civilizada de tratar de llegar a un acuerdo en un instrumento fundamental para los 
Gobiernos Departamentales, independientemente de los colores políticos de cada uno. No podemos 
dejar presa a la ciudadanía de sus respectivas necesidades, y es bueno reconocerlo, así como también a 
lo que han llevado estos acuerdos -nobleza obliga-, es decir, a generar obligaciones por parte de los 
Gobiernos Departamentales, mirando más allá de la historia de muchos de ellos que tienen que asumir 
deudas que no contrajeron. 


En definitiva, de acá hacia adelante existe, de acuerdo a los instrumentos jurídicos que se le han dado, un 
orden de incumplimiento de muchas obligaciones que antes no había. El Tesoro Nacional hoy tiene la 
posibilidad de cobrar muchas cosas que antes, de acuerdo a otra normativa jurídica, no podía. 


Creo que estas cosas son buenas, pero tienen una ida y vuelta, porque el Gobierno cumple y los Gobiernos 
departamentales también cumplen con sus obligaciones: con el Banco de Previsión Social, con el Banco de la 
República, con la DGI, inclusive, en muchos de los casos, no teniendo los Gobiernos Departamentales las 
preferencias que existen en otras instituciones del Estado. 


Los Gobiernos Departamentales están mucho más cercanos a la ciudadanía -no voy a hacer el discurso de los 
Gobiernos departamentales-, no tanto en Montevideo y Canelones, pero en el resto del país, ya que cumplen 

en forma más rápida funciones a las que el Gobierno no llega. Esto no es para hablar de este Gobierno ni del 
anterior, esto ha pasado siempre. Son cosas de las que es bueno dejar constancia. 


Entiendo la importancia que tienen los nuevos Municipios, pero esta fórmula que se ha pactado, que se ha 
puesto acá, de por sí, no les alcanza a todos los Gobiernos. Cuando se impulsó el tema de los Municipios, se 
dejó a los Gobiernos Departamentales para que los asistieran; ahora apareció una nueva norma para dar a los 
Municipios. 


Me parece bueno hablar de descentralización, y también financiarla, pero no con plata que hoy ya tienen los 
Municipios. Para los Gobiernos Departamentales, esto es muy importante porque es así que sobreviven. 


Hace unos días vino el Congreso de Intendentes a decir, y con razón, que la distribución de muchas de las 
obligaciones tributarias se hace en base al domicilio fiscal instalado en Montevideo, y por lo tanto, se recauda 
allí, pero se trata de impulsos productivos cuyo gran aparato de producción no está en la capital. Podemos 
hablar de infinidad de empresas grandes que están en esta situación. 


Es bueno dejar constancia de estas formas de ver y entender este instrumento, fundamental a la hora de 
comprender el funcionamiento de los Gobiernos departamentales. 


SEÑOR ABDALA.- En la misma línea que los colegas que me antecedieron en el uso de la palabra, 
tanto el señor Diputado Berois como el señor Diputado Pardiñas, quiero referirme a un punto 
específico que tiene que ver con el artículo 718 y con el Fondo de Desarrollo del Interior, en particular, 
con la forma de la ejecución de los recursos que aquí se asignan y distribuyen. 


Es preocupación de las Intendencias -no de ahora, seguramente, histórica, desde la vigencia del nuevo 
régimen constitucional- la forma de ejecutar y resolver precisamente el destino de estos recursos, muy 
especialmente aquellos que conforman la mayor porción, es decir, no el 33% que ejecutan los Gobiernos 
Departamentales, sino aquellos en que, en todo caso, el Gobierno Nacional tiene injerencia para la definición 
de su destino. 


Esto quedó de manifiesto cuando compareció en esta Comisión el Congreso de Intendentes, en esta instancia 
presupuestal. Entonces se nos trasmitió -reitero: quiero dejar claro que se trata de una situación que no 
empieza con este Gobierno- que los Intendentes reivindican una mayor injerencia de la Comisión Sectorial de 
Descentralización respecto a los recursos que administra el Gobierno Nacional. 


Me parece que sería oportuno que se cambiara la redacción de la última oración del artículo 718, porque tal 
vez ayude a resolver la cuestión. Precisamente establece: "La Comisión Sectorial de Descentralización 
establecerá los lineamientos de aplicación de los montos autorizados en la presente norma". Podría llegar a 
sostenerse que eso está referido a este último inciso, por lo tanto, al porcentaje de recursos que administran 
los Gobiernos Departamentales. Pero podría también sostenerse -creo que es una interpretación bastante 
literal- que está referido a la totalidad del Fondo de Desarrollo del Interior. Me parece que sería bueno que 
eso se precisara, porque es un aspecto que preocupa a las Intendencias, en nombre de un mejor 
aprovechamiento de los recursos y de una mayor eficiencia a la hora de destinarlos, independientemente de 
que una parte la administre el Gobierno Nacional y la otra las Intendencias, porque todo está referido al 
mismo ámbito territorial. 


Tal vez, si quedara asentado en la versión taquigráfica y esa fuera la propuesta del Poder Ejecutivo, si la 
última oración tuviera alcance y carácter general, ayudaría a empezar a solucionar ese problema, o a 
contemplar lo que los Intendentes han reclamado históricamente que, reitero, expresaron nuevamente cuando 
vinieron hace pocos días a esta Comisión. 


SEÑOR ASTI.- Tengo entendido que lo que hizo el señor Ministro fue una introducción al tema 
Gobiernos Departamentales y que luego se iba a referir a cada uno de los artículos. Si ya estamos 
tratando el último inciso de un artículo determinado... Estoy perdido, y no es su responsabilidad, señor 
Presidente. 


(Dialogados) 


SEÑOR CARDOSO (don José Carlos).- Cuando hace unos días compareció el Congreso de 
Intendentes, no me quedó muy claro un aspecto que recién planteaba el señor Diputado Berois, la 
forma en que se establece el coeficiente de distribución a los Municipios. ¿Nos podrían aclarar cuál es 
el criterio de distribución? Esta discusión respecto a las empresas productivas del interior con 
domicilio fiscal en Montevideo ¿afecta o no ese criterio, cuando hay enormes sistemas productivos 
radicados integramente en el interior, y que lo único que tienen en Montevideo es una oficina de 
carácter fiscal, para pagar impuestos, es decir meramente administrativa? El hecho de que las 
empresas tengan domicilio fiscal en Montevideo ¿afecta o no el coeficiente de distribución que se aplica 
para los Municipios? 


SEÑOR ASTI.- En primer lugar, no voy a discutir sobre la distribución, de la que podría hablar 
porque me tocó participar en buena parte del período 2000-2005 en la discusión entre el Congreso de 
Intendentes y el Ministerio y la Oficina de Planeamiento y Presupuesto de turno. Simplemente, me voy 
a referir al artículo 715. 


Teniendo en cuenta algunas de las cosas que conversamos cuando vino la Oficina Nacional del Servicio 
Civil, muchos de los colegas legisladores de todos los partidos se manifestaron sobre la necesidad de que la 
Oficina completara la información, fundamentalmente, en relación con los vínculos laborales, con datos 
provenientes de los Gobiernos Departamentales. 


Como veo que en el segundo inciso de este artículo se menciona los compromisos de gestión y el pago de los 
consumos de UTE, OSE y ANTEL y el cumplimiento de las resoluciones adoptadas por el Congreso de 
Intendentes, pregunto si es posible también -dado que no es taxativo lo que aquí se dice- poner la condición 
de que los Gobiernos Departamentales deban entregar las informaciones sobre vínculos laborales que la 
normativa vigente prevé que reciba y compile la Oficina Nacional del Servicio Civil; después, seguiría el 
resto del articulado. 


Esto lo conversamos en su momento con la Oficina, para poder cumplir con la normativa que le exige que en 
cada Rendición de Cuentas presente todos los datos sobre los vínculos laborales, su variación, su 
composición, etcétera. Este podría ser un buen momento para exigirlo. 


SEÑOR BEROJIS.- Con respecto a lo que decía el señor Diputado Asti, creo que no hay problemas. De 
todos modos, es cierto que el cumplimiento de gestión lo pedimos a las Intendencias, pero hemos 
recibido Incisos a los que no les hemos pedido absolutamente nada, ni ningún compromiso de gestión, y 


buen dinero se llevan del Estado. Entonces, si vamos a exigir cumplimiento de gestión -que es bueno-, 
tendríamos que aplicarlo en otros Incisos que bastante dinero obtienen de la Administración Central y 
les cuesta hacer una rendición de cuentas para saber dónde van los gastos. 


SEÑOR PRESIDENTE.- Aclaro que hay un sustitutivo que figura en la Hoja 39 para el artículo 722. 


En el artículo 731, habría un par de ajustes de palabras. Se cambia "hidráulico" por "hídrico" e 
"hidraulicidad" por "hidrológico". 


SEÑOR ABDALA.- Yo interpreté que el paquete contenía las normas vinculadas con los Gobiernos 
Departamentales. Podríamos hacer un primer capítulo con eso y otro con el resto del Inciso. 


SEÑOR MINISTRO DE ECONOMÍA Y FINANZAS.- Podríamos agrupar un primer conjunto de 
respuestas relativas a aspectos generales y a consultas que se nos hacían sobre cuestiones no específicas 
de ninguno de los artículos. Luego, procederíamos a analizar los artículos y aprovecharemos para 
responder las consultas vinculadas con cada uno de ellos. 


En primer lugar, quiero referirme a lo dicho por el señor Diputado Pardiñas sobre el alcance de esta 
propuesta. 


Debo decir que se elaboró en un proceso de negociación en el ámbito de la Comisión Sectorial de 
Descentralización, entre el Poder Ejecutivo y los representantes del Congreso de Intendentes. El resultado de 
la negociación refleja exactamente lo que dice este articulado. Fue por ello que el Poder Ejecutivo y el 
Congreso de Intendentes enviaron la misma propuesta al Parlamento. 


Por lo tanto, cualquier proceso de ajuste, cambio o reequilibrio del acuerdo enfrenta el problema del 
reconocimiento de lo trabajoso y arduo que fue alcanzar algo en común. Además, no sé si la normativa 
vigente dice que se pueda optar entre una u otra de las propuestas que el Parlamento aprobara. De todos 
modos, en este caso hay una sola. 


Por consiguiente, corresponde decir que el acuerdo es una integralidad en la medida en que el Poder 
Ejecutivo trabajó para poder llegar a esta instancia junto con los Gobiernos Departamentales, con una única 
formulación. 


En segundo término, quiero dar dos rápidas respuestas al señor Diputado Berois. 


El Poder Ejecutivo valora el acuerdo porque se apunta al proceso de descentralización, es decir, a la relación 
financiera entre el Gobierno Nacional y los Gobiernos Departamentales. Además, el Poder Ejecutivo 
consigue objetivos de cumplimiento de obligaciones por parte de los Gobiernos Departamentales que 
sabemos que en buena medida están apoyados sobre esta infraestructura. Hay obligaciones mutuas en tal 
sentido, y es muy bueno que en la República el cumplimiento de las obligaciones se transforme en algo 
importante. Además, si estos acuerdos reflejan eso, creo que hay una voluntad compartida del Gobierno 
Nacional y de los Gobiernos Departamentales para que efectivamente el cumplimiento de obligaciones se 
transforme en un valor superior en el funcionamiento de nuestras instituciones. Por lo tanto, nuestra 
valoración es muy positiva en términos políticos, pero también en términos del cumplimiento de obligaciones 
propias y de los Gobiernos Departamentales. 


De todos modos, tengo una duda muy grande respecto a la segunda consulta del señor Diputado. En 
principio, en la lógica actual de cómo se calculan los recursos que van a parar al interior, debo decir que no 
importa dónde se realiza la producción. Cualquiera sea el punto de la República donde se generen ingresos 
tributarios de cualquier tipo, ingresos del sector público, eso va en una bolsa común. Allí entran todos los 
recursos actuales -esta discusión se dio en esta misma Comisión en el período anterior- y existe la garantía y 
el compromiso del Poder Ejecutivo acerca de todos los ingresos actuales y futuros. Si ocurrieran 
transformaciones en la estructura de ingresos del sector público, seguiría vigente el concepto de que sobre la 
integralidad de los recursos que recibe el Estado, hay una parte asignada a los Gobiernos Departamentales. 
¿Cómo es su distribución? Nosotros no hemos intervenido. ¿Cómo se distribuyen esos recursos entre los 
Gobiernos Departamentales? Ese no ha sido un tema sobre el que hayamos tenido injerencia, y difícilmente 


nosotros pudiéramos ser un actor relevante para discutir la forma en que los Intendentes llegan a acuerdos 
entre sí para distribuir una partida que al Poder Ejecutivo se le plantea como única y cuya distribución es 
parte del proceso político. 


Entonces, la lógica de que todos los recursos van a la misma bolsa y desde allí se calcula el porcentaje 
correspondiente, en última instancia, es la justificación de dónde están radicadas las actividades. Es más: 
estamos convencidos de que la lógica de la norma que hace que estas asignaciones presupuestales se 
materialicen, implica plantearse problemas vinculados con la necesidad de transferir recursos del Gobierno 
Nacional a los Gobiernos Departamentales, teniendo como criterio la compensación de inequidades y 
desigualdades en la distribución de las actividades económicas y del progreso a lo largo del territorio 
nacional. Esa es la lógica de esta norma. Entonces, si nosotros nos remitiéramos a cualquier norma que 
terminara diciendo que de los recursos recaudados por actividades localizadas en tal o cual lugar hacemos 
una bolsa separada del resto de los recursos que provienen de otras fuentes difícilmente identificables en 
localizaciones geográficas, sinceramente creo que no solo estaríamos complicando el proceso de discusión 
política, sino que verdaderamente entrarían en tela de juicio elementos como las políticas nacionales 
discriminatorias en favor de los departamentos que tienen más dificultades y carencias. Hay políticas 
específicas sobre fronteras; hay políticas específicas que, según la actual reglamentación de la Ley de 
Inversiones, premian las que se realizan en el interior del país; hay un conjunto amplio de acciones tributarias 
discriminatorias en favor del interior y al ponerlas todas en juego estamos convencidos de que esta 
formulación con la que estamos trabajando hoy es sabia y tiene la capacidad de permitir que se avance en la 
línea de lo que la Constitución de la República plantea. 


En cuanto a las formas de distribución entre departamentos, nosotros no somos un actor relevante; no hemos 
participado y difícilmente podamos hacer una contribución relevante. Si en algún momento el Congreso de 
Intendentes decidiera revisar esas estructuras de distribución y se nos pidiera información a nivel nacional 
sobre distintos criterios o formas de reevaluar la forma de hacer transferencias, nosotros estaríamos 
dispuestos a contribuir en ese sentido, pero nadie nos lo ha pedido. 


SEÑOR CARDOSO (don José Carlos).- Comprendí perfectamente la aclaración del Ministro. Pero, 
¿cómo se explica lo que establece el artículo 718: "El Fondo Presupuestal a que refiere el numeral 2) 
del artículo 298 de la Constitución de la República tendrá carácter anual y quedará constituido a 
partir del 1” de enero de 2011, con el 11% (once por ciento) sobre el monto de $ 21.654:195.375, que 
corresponde a los tributos nacionales recaudados fuera del departamento de Montevideo"? ¿Qué es 
"fuera del departamento de Montevideo"? ¿Se refiere a los tributos recaudados en oficinas que no 
están en Montevideo? ¿Es a esto a que hacemos referencia? ¿Por qué se dice "fuera de Montevideo"? 
Entonces, ¿las empresas que están radicadas en Montevideo, con oficina fiscal allí, pagan en 
Montevideo? Eso no está fuera de Montevideo. Eso es lo que dice textualmente el artículo 718. 


SEÑOR BEROJIS.- Esto fue lo que surgió de declaraciones de integrantes del Congreso de Intendentes 
en esta Comisión. 


SEÑOR MINISTRO DE ECONOMÍA Y FINANZAS.- A cuenta de poder analizar más profundamente 
estas cuestiones cuando nos refiramos a los artículos, diría que la norma no solo hace esa referencia a 
los tributos recaudados en el interior del país, sino también al año en el que ocurre. Referirlo a 
determinado año es parte del acuerdo político; ni siquiera se trata de lo que ocurre anualmente. Esta es 
una forma que se eligió para fijar un monto, y créannos que de lo que discutimos fue del monto 
primero y después de cómo se expresaba eso. Créannos que así fue el proceso de discusión. Nadie apeló 
a esta formulación como algo restrictivo que terminara cuestionando los recursos transferidos. No; se 
definió primero los recursos y después se hizo los cálculos para decir, a la medida propuesta 
correspondiente a ese año 1999, qué porcentaje hay que establecer para que el monto de recursos sea 
ese y no otro. 


SEÑOR CARDOSO (don José Carlos).- Por lo menos mi idea es que quede claro cuál es el mecanismo. 
Si se alcanzó un acuerdo, y los Intendentes llegaron a ese criterio, es ese criterio, pero necesito 
clarificar. 


Si la empresa Botnia tiene residencia fiscal en Montevideo, los impuestos que paga no están incluidos acá, 
porque los incluidos acá son los que se pagan fuera de Montevideo. A eso hago referencia. Que haya sido 
aceptado por los Intendentes me parece bien. 


(Interrupciones) 


———=El señor Diputado Posada me dice que el ejemplo no es el correcto, y estoy de acuerdo, pero hay otras 
empresas que sí caen en esta formulación. 


SEÑOR MINISTRO DE ECONOMÍA Y FINANZAS.- Cuando hice la primera referencia al tema 
mencioné de dónde se calculaba el 3,33%. 


La lógica es fijar un monto de dinero que hay acuerdo en calcular sobre esa base. Si cambiáramos la base la 
plata sería la misma, porque el acuerdo fue por la cantidad de dinero. Da lo mismo la discusión acerca de si 
es esta la unidad o el contexto de referencia; podemos cambiarlo, pero la plata es la misma; no cambia 
absolutamente nada. Lo que quisimos -creo que los Gobiernos departamentales lo valoran- fue sacar 
volatilidad y circunstancialidad al origen de los recursos. Acá lo importante es tener certeza para ese fondo en 
particular. Y lo que hicimos fue hacer una construcción que da certezas a los Gobiernos departamentales 
respecto a la recepción de los recursos, especialmente estos. 


SEÑOR APEZTEGUÍA.- El artículo 718 forma parte del paquete del acuerdo. Se acordó que los 
dineros que serán transferidos a los Gobiernos departamentales lo sean al amparo de lo establecido en 
los artículos 214 o 298 de la Constitución. 


SEÑOR ABDALA.- Quiere decir, entonces, que el destino de estos recursos, ya sea de la porción 
mayoritaria o de la minoritaria, todo será objeto de análisis y de definición en la Comisión sectorial. 
Esa fue la pregunta que había dejado planteada. 


SEÑOR APEZTEGUÍA.- El artículo 715 establece un porcentaje de los recursos, en este caso el 3,33%, 
con una base mínima, siempre y cuando se cumpla con un conjunto de compromisos de gestión; si no 
se cumple con ellos, el porcentaje pasa al 2,9%. Hay que tener en cuenta el incremento importantísimo 
de recursos que significa el mantenimiento de un porcentaje sobre los ingresos. Esto implica que al 
final del período las Intendencias reciban aproximadamente US$ 50:000.000 anuales más. Esto es 
producto del acuerdo y, salvo las limitaciones que establece la propia ley en los artículos 716 y 717 al 
destino de esos fondos que corresponden al 3,33% del total del Presupuesto Nacional -en la cifra que el 
Congreso de Intendentes ha sugerido y que el Poder Ejecutivo acompaña-, los recursos son de libre 
disponibilidad de los Gobiernos departamentales. 


Quiero aclarar que este acuerdo contiene una cláusula del Congreso de Intendentes por la que se expresó al 
Poder Ejecutivo que no tenía inconveniente si se quería asignar, por encima de esta cantidad, una partida 
adicional de $ 160:000.000 a la Intendencia de Montevideo. El Congreso no manifestó problema en ese 
sentido, pero es una facultad que el Poder Ejecutivo en esta oportunidad no ha utilizado. 


Con respecto al artículo 718, obviamente esta compleja redacción que se refiere a los tributos recaudados 
fuera del departamento de Montevideo en el año 1999 -a valores de 2010- y que termina en el 11%, parte de 
la base de que con los Intendentes se estableció cuánto dinero iba a ser destinado al Fondo de Desarrollo del 
Interior. El conjunto de los Intendentes valora ampliamente este Fondo, así como el trabajo de la OPP y de la 
Comisión Sectorial de Descentralización que se reúne periódicamente -todos los meses- y analiza el conjunto 
de proyectos. Y aquí está el cambio fundamental: no solo se habla de más dinero, sino de un porcentaje 
mayor para el Fondo de Desarrollo del Interior, que pasó del 25% al 33,35%. Esto significó el pasaje de 
aproximadamente $ 650:000.000 a casi $ 750:000.000 en el año 2011 a valores de 2010, y en esta propuesta 
del Poder Ejecutivo se contemplaron los municipios. Si bien no forma parte del acuerdo escrito, el 

artículo 718 finaliza diciendo: "La Comisión Sectorial de Descentralización establecerá los lineamientos de 
aplicación de los montos autorizados en la presente norma", es decir, del 33,35% y no del 100%. Esto es así 
porque la autorización del 66,5% se está haciendo en este proyecto de Presupuesto, que establece cómo se 
aplican los fondos, en función de los planes y programas que cada uno de los Incisos ha presentado. 


Se aumentó del 25% al 33,35%, teniendo en cuenta la existencia de los Municipios. La posición del Poder 
Ejecutivo -compartida en grado importante por los señores Intendentes- fue que la cuarta parte de este Fondo 
-lo que corresponde al aumento del 25% al 33,35%- pueda ser aplicada a propuesta de los Gobiernos 
Departamentales, que son los que integran la Comisión Sectorial de Descentralización, pero con iniciativa, 
con el visto bueno, de los Municipios. Es la posición que sostiene el Poder Ejecutivo en la Comisión 
Sectorial de Descentralización, para fomentar su política de descentralización. 


Reitero que el conjunto de los artículos forma parte de un acuerdo, y tanto la unanimidad de los Intendentes 
como el Poder Ejecutivo han valorado resaltar algunas cosas. En el artículo 717 debería llamar la atención 
que lo que se descuenta en primer lugar es la cuota anual del Congreso de Intendentes. Esto obedece a las 
dificultades que a veces tienen algunas instituciones para recaudar la cuota de sus miembros. En ese sentido, 
el artículo 717 establece claramente cuál es el orden en que se pagan las obligaciones. 


SEÑOR ASTI.- Habíamos consultado sobre la posibilidad de incluir en el artículo 715, entre los otros 
compromisos de gestión, el cumplimiento de la obligación de informar a la Oficina Nacional del 
Servicio Civil. Reitero: no creo que sea una violación del acuerdo porque dice "entre otros". 


SEÑOR APEZTEGUÍA.- Sin duda, es el Poder Legislativo el que tiene que hacer este tipo de 
valoraciones. 


En el artículo 9% de este proyecto se establece la obligación de los Gobiernos Departamentales de brindar a la 
Oficina Nacional del Servicio Civil toda la información que solicite. Por lo tanto, este tema ya fue 
considerado por el Poder Ejecutivo. 


SEÑOR MINISTRO DE ECONOMÍA Y FINANZAS.- Nosotros no tenemos voluntad de cambiar nada 
de la norma tal cual la enviamos. No tenemos ninguna disposición a innovar sobre esta norma porque 
estaríamos traicionando, de algún modo, la lógica de presentación general en el sentido de que esto es 
producto de un acuerdo y, a nuestro entender, los artículos lo reflejan cabalmente. 


Eso no quita que el Parlamento tenga potestades para modificar la redacción de los artículos en la medida de 
que lo sustantivo de los acuerdos no se cambie. Eso escapa a nuestra intención y a nuestra posibilidad de 
intervenir. 


SEÑOR BEROJIS.- Seguramente esta es una discusión que vamos a dar en el plenario y no vale la pena 
continuar acá con este tema. 


SEÑOR GANDINI.- En nombre de la bancada del Partido Nacional, quiero hacer saber al Ministro 
que vamos a presentar un artículo aditivo que establece un agregado al artículo 15 del Decreto-Ley. 
N? 14.694, del año 1977, que es el que fija las tarifas de UTE. El agregado tiene el siguiente texto: "Las 
Intendencias Departamentales pagarán como tarifa por concepto de suministro de energía eléctrica, la 
tarifa de gran consumidor vigente a la fecha de generarse el consumo". 


La idea es que las Intendencias sean consideradas grandes consumidores, que de hecho lo son. El tarifario de 
UTE tiene distintos tipos de clientes y de tarifas. Para UTE, un gran cliente es aquel que tiene mucho 
consumo en un solo contador. Nosotros creemos que el gran consumidor es el que tiene un solo bolsillo del 
cual paga el consumo aunque tenga muchos contadores. Nos parece de estricta justicia que las Intendencias - 
todas: las diecinueve- sean consideradas por UTE como grandes consumidores porque lo son y porque parte 
del consumo de energía eléctrica es un servicio público que atiende no solamente necesidades del 
departamento, sino también obligaciones del Gobierno nacional, como la seguridad pública. 


Vamos a presentar este artículo aditivo. Queríamos que el Ministro lo conociera y se llevara una copia. Si en 
algún momento nos puede dar una opinión, encantados de recibirla. 


SEÑOR BEROIS.- Esto es competencia de UTE, pero si se consigue que se tome en cuenta a las 
Intendencias como grandes consumidores, será un ahorro importante que incidirá directamente en el 
Tesoro de todas. Es algo de justicia y, en definitiva, no significa una gran erogación para el Tesoro 


nacional; simplemente, es reconocer un hecho. Está de más decir la importancia que tiene que las 
Intendencias mantengan un servicio que la propia UTE ha dicho que no puede extender porque no 
tiene la infraestructura necesaria. 


SEÑOR ASTI.- Quiero hacer una aclaración. Se dice que eso beneficiará a todas las Intendencias, pero 
no a aquellas que ya invirtieron en tener la mayor cantidad de medidores posible para que se las pueda 
considerar como grandes consumidores, como es el caso de la de Montevideo. 


SEÑOR OTEGUI.- No es solo la Intendencia de Montevideo la que está en esas condiciones, pero por 
más que tenga medidores no están consideradas grandes consumidores porque deben tener un 
contador. 


SEÑOR MINISTRO DE ECONOMÍA Y FINANZAS.- Quiero hacer algunas consideraciones sobre la 
propuesta. 


Durante la pasada Administración se dio, a mi entender, un gran paso para reconocer este problema y la 
importancia que tiene el gasto de alumbrado en los presupuestos de los Gobiernos Departamentales. En ese 
sentido, hoy estamos ratificando en estos acuerdos la vigencia de que el 30% de la factura esté a cargo del 
Poder Ejecutivo. Nos comprometimos con los Intendentes de todo el país, una vez aprobado el Presupuesto, a 
avanzar en otro tipo de propuestas y de cambios, incluso algunos de carácter tecnológico que se podrían 
introducir para reducir aún más el peso del costo del alumbrado público en el presupuesto de algunos 
Gobiernos Departamentales. 


Ahora bien, voy a hacer un comentario sobre el contenido del artículo aditivo. El concepto de gran 
consumidor tiene que ver con los costos de UTE y no con que uno pague mucho o poco. El problema son los 
costos operativos, y esto está en la Ley de Marco Energético. Esto sería un cambio a dicha ley que, a mi 
entender, define de manera muy precisa qué es un gran consumidor y qué no es un gran consumidor, porque 
tiene que ver con la estructura de costos de la empresa que provee la electricidad. En este sentido, a mi 
entender haríamos muy mal en incursionar en estos aspectos cuando tenemos otras herramientas que nos 
comprometemos a trabajar con los Gobiernos Departamentales, con el objetivo final de realizar lo mismo que 
está inspirando una propuesta de este tipo. 


Desde ya, la inspiración de promover reducciones de los costos para los propios Gobiernos Departamentales 
es algo que acompañamos, pero sinceramente, en nuestra opinión el instrumento elegido no es el más 
adecuado y nosotros nos manifestamos en contra de su utilización con el alcance que se está diciendo. 


SEÑOR PRESIDENTE.- Se pasa a considerar desde el artículo 720 hasta terminar el Inciso 24. 


SEÑOR MINISTRO DE ECONOMÍA Y FINANZAS.- Si no hay consultas específicas sobre los 
artículos 720 en adelante, nosotros no tenemos mucho para agregar, en tanto la explicación del 
contenido y el alcance de cada uno de esos artículos me imagino que ya habrá sido dada -o lo será- por 
las distintas instituciones públicas, salvo lo referente al Fondo de Estabilización Energética, que figura 
en el artículo 731 y acerca del que ese sí podemos dar explicaciones,. 


SEÑOR ABDALA.- Entiendo que, en este caso, el Ministerio de Economía y Finanzas simplemente 
habilitó los rubros o los créditos de las asignaciones presupuestales correspondientes, en función de 
definiciones políticas y legislativas de distintas reparticiones, a los efectos de introducir determinadas 
modificaciones. Por ejemplo, supongo que los créditos referidos a la Agencia de Gobierno Electrónico 
tienen que ver con las modificaciones que se establecen a la ley correspondiente en el 
Inciso "Presidencia de la República". Otro tanto me imagino que ocurrirá con relación a la Agencia 
Nacional de Investigación e Innovación, porque a nosotros se nos disparan algunas dudas en cuanto a 
los contenidos y a la sustancia de estas decisiones o propuestas. De cualquier manera, tampoco 
pretendemos poner en un brete al Ministerio en cuanto a que presumo -y está bien- que dicha 
Secretaría de Estado en este caso fundamenta lo que concierne específicamente a las asignaciones 
presupuestales. Si es así, en todo caso nos remitiríamos a lo que los distintos organismos han 
informado, como oportunamente sugería el señor Ministro. 


SEÑOR MINISTRO DE ECONOMÍA Y FINANZAS.- Sobre los artículos 730 y 731 con toda 
seguridad podemos evacuar todas las consultas y explicar su alcance porque es acerca de ellos que 
somos especialistas y contamos con la información suficiente. 


Me animo a decir que sobre el artículo 729 también, porque lo que hace, básicamente, es incorporar al 
Gabinete de la Innovación -el único Gabinete creado por ley- al Ministerio de Salud Pública. Eso tiene que 
ver con el funcionamiento de la ANI. 


SEÑOR ABDALA.- En la sesión de ayer, el señor Ministro de Industria, Energía y Minería y el señor 
Director Nacional de Energía nos adelantaron información sobre el Fondo de Estabilización Energética 
y sus respuestas nos dejaron bastante satisfechos. 


SEÑOR PRESIDENTE.- En ese caso, pasamos a considerar la Sección VI, "Recursos", que 
comprende los artículos 732 al 790. 


Sugiero que se haga una exposición general, y si hay dudas sobre algún artículo, se evacuarán. 


SEÑOR AGUIAR.- Las normas que se agregan refieren a diversos ajustes, básicamente, al nuevo 
sistema tributario en materia de establecimientos permanentes de entidades de no residentes. 


También hay exenciones, un conjunto de normas que refieren a la promoción del mercado de valores, normas 
de administración tributaria, por ejemplo, en materia de clausura, de donaciones especiales, de contabilidad 
suficiente respecto a los subsidios de inactividad, de rentas comprendidas en el IRPF, de fuente. 


También hay unas cuantas normas referidas a la liquidación de IRPF, a la materia imponible del Impuesto a la 
Renta de las Personas Físicas y al Impuesto a las Rentas de los No Residentes. Muchas de ellas van en 
paralelo con los tres tipos de imposición a la Renta que tenemos. 


En lo que hace al IVA, se habla de la configuración del hecho generador de espectáculos públicos y hay 
ajustes de redacción. 


En cuanto al IMESTI, también hay un par de artículos de ajuste, referidos básicamente a vehículos. 
Asimismo se hace referencia a la eficiencia energética. 


Hay normas nuevas en materia de créditos a las empresas que fabriquen bebidas y utilicen envases 
retornables. 


Como norma novedosa y que introduce beneficios a los contribuyentes del IRPF, se establecen créditos 
fiscales en materia de Impuesto a la Renta de las Personas Físicas para los arrendatarios de inmuebles de 
hasta el 6% del monto del arrendamiento. Es decir que un 50% de lo que abona el propietario por concepto 
de IRPF se le va a otorgar como deducción de impuesto a quien paga el IRPF, dando al impuesto un carácter 
que profundiza aún más la redistribución del ingreso, permitiendo que aquellos que pagan arrendamiento - 
obviamente, no son propietarios- vean reducida su carga tributaria en materia de Impuesto a la Renta. Como 
contrapartida, se facilita el control de la administración tributaria en lo que hace a los ingresos por la 
imposición a los rendimientos de capital inmobiliario, precisamente, en materia de arrendamiento. También 
se habilita al Poder Ejecutivo en esta misma área a conceder créditos para atacar a los arrendamientos de 
temporada, que han sido una particular preocupación de la administración tributaria, ya que hay grandes 
dificultades para controlarlos. 


Asimismo, hay algunas normas con respecto a la tasa consular. 


En líneas generales, estos serían todos los aspectos alcanzados por estos sesenta artículos que tocan la 
materia tributaria. 


SEÑOR BEROIS.- Quiero analizar en particular el artículo 738, que me parece fundamental cuando se 
está considerando esta materia. 


En su primera redacción, en el artículo 738 se decía: "[...] A partir del 1 de enero de 2011, la exoneración 
dispuesta en el presente literal refiere exclusivamente a las rentas provenientes de fletes para el transporte de 
cargas o pasajeros". Cuando se nos presenta el modificativo se aclara mucho más porque se establece que 
será a partir del 1” de enero de 2011 y que la exoneración dispuesta en el presente literal no alcanza las rentas 
provenientes de la prestación de servicios agrícolas. 


La Comisión recibió a una delegación de empresas de servicios agrícolas. Ustedes saben mejor que yo, ya 
que son expertos en esto, que al estar incluidos en algo que antes no pagaban, se termina haciendo una 
traslación al productor. Es decir, esto lo terminará pagando el productor. Bueno, queremos saber si se tiene 
una evaluación de lo que se va a recaudar. 


Me parece que habría que considerar lo que se va a recaudar y lo que podemos llegar a perder, en un país en 
el que este tipo de servicio agrícola es fundamental. No solo estamos hablando de la aplicación terrestre y de 
que es sana la competencia, sino de que este servicio agrícola ha cumplido y cumple una función muy 
importante, y que es trascendente a la hora de analizar determinados productos que hacen al país productivo 
que queremos y al crecimiento económico y productivo de Uruguay. En definitiva, sería bueno analizar el 
costo beneficio que esto tiene. 


Todos sabemos que los servicios agrícolas han cumplido una función y que el Estado, cuando los tuvo en sus 
manos, no supo cumplir con ese cometido. Es decir que no solo somos presa de estos servicios, sino que 
cuando hay urgencias o necesidad de salvatajes, también cumplen una función muy importante, tal como 
ocurrió en el pasado. 


Sabemos que la creación de un impuesto disminuirá la cantidad de este tipo de empresas. Actualmente 
trabajan con aeronaves que no son de lo mejor porque los costos no les permite acceder a otro tipo de mejor 
calidad y si deben trasladar esto, en mucho sentidos quedarán fuera de competencia, lo cual determinará que 
muchas empresas caigan, inclusive algunas que han trabajado bien. 


También son presa de estas empresas muchos productos nacionales que requieren de estos servicios para su 
aplicación. Por ejemplo, el sector arrocero, es presa del servicio agrícola porque no puede utilizar otra cosa. 


El 40% del total de productores tributa IMEBA. ¡El 40%! Por lo tanto, los grandes empresarios no se verán 
afectados porque podrán descontar, pero al resto, al 40%, le trasladamos un costo de producción que hoy no 
tienen del orden del 25% o del 30%. Esto va directamente a una franja de la producción que todos 
pretendemos defender, que se mantenga y que cada vez sea más competitiva porque es algo que hace a la 
vida del país. 


Lo peor de todo es trasladar esto, no a los grandes, que pueden descontar, sino al 40% de los productores que 
pagan por IMEBA y que no podrán descontarlo. 


Por estas y por otras razones, creo que sería bueno analizar el perjuicio que se puede generar si 
desaparecieran muchas empresas agrícolas del país. 


SEÑOR OTEGUL.- Creo que se está hablando de las empresas de fumigación aérea. Aproximadamente 
el 41% de las empresas arroceras y el 60% de las empresas agrícolas que trabaja con empresas de 
aerofumigación tributan por IMEBA. 


Este es un componente contraproducente porque la tributación por IMEBA no puede descontar IVA. Además, 
aproximadamente el 14% de los trabajos de fumigación son realizados por empresas aéreas y el 86% por 
empresas terrestres. 


Cuando hay situaciones de crisis o de clima adverso por exceso de lluvias, la única forma de aplicar los 
productos es a través de la fumigación aérea. A su vez, estas empresas han tenido una relevante participación, 
por ejemplo, en 2005, a combatir el incendio de Santa Teresa, cuando fueron convocadas por el Poder 
Ejecutivo a través del Ministerio correspondiente; es evidente que se les facilitó el combustible, pero ellas 
pusieron sus aeronaves y los pilotos. 


Pensando en que puede haber una situación de este tipo en cualquier punto del país, sobre todo en las áreas 
forestal y agrícola, creemos que es razonable que estas empresas sean exoneradas de este tipo de tributación. 


SEÑOR PARDIÑAS.- Quiero ampliar la visión estratégica que el país está desarrollando en el tema 
agrícola. Quedarnos con pocas empresas puede ser una consecuencia lógica de este tipo de decisiones; 
la realidad siempre ha demostrado que cuando hay exoneraciones tributarias se benefician algunos 
sectores, pero luego algunos otros no pueden hacer frente a esa tributación porque la deben trasladar a 
los costos y si los clientes no pueden pagar por esos servicios, las empresas van perdiendo trabajo e 
ingresos, por lo que terminamos afectando a un sector que sin lugar a dudas tiene un componente 
estratégico importante en el desarrollo agrícola del país. No hay competencia por precio porque, hoy 
por hoy, la explosión de este servicio se da a nivel terrestre. Hace algunos días, en este ámbito, el señor 
Ministro de Ganadería, Agricultura y Pesca manifestaba que se trataba de una percepción de 
sustentabilidad con mayor control de la erosión del suelo, y no hay dudas de que el servicio aéreo de 
fumigación es mejor que el terrestre. 


Creo que también hay que tener en cuenta esto, en el contexto de que el país no estaría haciendo una 
excepción que no implicara fomentar empresas familiares, como son la mayoría de estas. Es importante que 
en el sector agrícola sigamos apostando a la empresa familiar, porque hoy las empresas de servicios agrícolas 
se están transnacionalizando. 


Asimismo, si se reduce el número de las pocas empresas que hay, se favorece la concentración de quienes 
hoy tienen más capital, que son las empresas más grandes con aviones más modernos. En definitiva, por 
quitar una exoneración que existe, podemos terminar en un proceso de concentración de los servicios, que no 
es lo que quiere el Gobierno. 


Vemos con preocupación las modificaciones que se proponen en el artículo. Como la exoneración de tributos 
es materia e iniciativa del Poder Ejecutivo, no advertimos que haya muchas herramientas, a no ser que no 
votemos todo el artículo o que el Poder Ejecutivo envíe un Mensaje complementario al Senado cuando se 
esté considerando este proyecto de ley a efectos de corregir estas cosas. 


SEÑOR AGUIAR.- El origen de esta norma está en una serie de gremiales que se dedican a la 
fumigación terrestre, que plantean que no pueden competir con las empresas de fumigación aérea; 
consideran también que ellas básicamente prestan sus servicios a pequeños productores. Es decir que 
el objetivo es dar condiciones para que estos pequeños prestadores de servicios agrícolas no se vean 
obligados a actuar en la informalidad y puedan competir en condiciones de igualdad con los que 
prestan servicios de fumigación aérea. Estamos hablando del Impuesto a la Renta de las Actividades 
Económicas. 


En materia de IVA, que ya fue mencionado, solo quiero decir que el literal F), numeral 2) del artículo 19, del 
Título 10 exonera del Impuesto al Valor Agregado a los servicios prestados por empresas registradas ante las 
autoridades competentes para la modalidad de aplicación de productos químicos, siembra y fertilización 
destinados a la agricultura en general. Esto abarca a todos los agropecuarios, ya sea que estén en el ámbito 
del IMEBA o del IRAE. 


SEÑOR BEROIS.- Entiendo la razón, pero advertimos que en los últimos años la extensión de la 
aplicación terrestre ha sido cada vez mayor, y lo vemos en todo el país. O sea que estas empresas han 
competido, pero insisto con el tema de los pequeños productores y especialmente de los que son presa 
de la fumigación aérea, que son los del sector arrocero. Al desaparecer muchas empresas, estamos 
dejando a un sector muy importante de la producción de rehén de una situación; no es a las grandes 
empresas que hay que atender, porque ellas se defienden solas, sino a los pequeños productores. 


SEÑOR MINISTRO DE ECONOMÍA Y FINANZAS.- El contador Aguiar acaba de expresar cuál es el 
fundamento de nuestra propuesta. 


SEÑOR CARDOSO (don José Carlos).- En la respuesta se hizo referencia a las empresas terrestres y a 
las aéreas. No sé a qué pequeñas empresas terrestres se refiere, porque estas son mucho más poderosas 
que las aéreas. ¿Cuáles son las pequeñas? Las empresas terrestres trabajan con un mosquito, que vale 


US$ 100.000, mientras que un avión cuesta US$ 20.000. Hay empresas terrestres mucho más poderosas 
que las aéreas. Inclusive hay empresas aéreas pequeñas, de uno o dos aviones. Entonces, no entiendo 
bien cuál es la explicación. 


SEÑOR MINISTRO DE ECONOMÍA Y FINANZAS.- El fundamento de la norma propuesta - 
inclusive, del correctivo de la norma propuesta- es la igualación de dos tipos de proveedores de un 
servicio equivalente. Como de nuestra parte no hay otra intención que la de tratar igual a dos 
proveedores que compiten entre sí y ese es nuestro único fundamento, si el Parlamento entendiera que 
ese fundamento es insuficiente, no tenemos ningún argumento adicional. Es nuestro argumento, es el 
que fundamentó la propuesta y es el que traemos hoy como único justificativo de este punto. 


Creemos que hemos avanzado en eliminar discriminaciones que en el pasado crearon condiciones de 
inviabilidad ocultas en determinadas actividades y cada vez que encontremos situaciones de este tipo y 
tengamos un fundamento vamos a venir al Parlamento a proponerlo, pero este es nuestro único argumento. 
No tengo, señores Diputados, ningún otro argumento que no sea este. Sinceramente, creo que es un 
argumento de peso. El tratamiento igual a los iguales es un argumento. Podrá ser acompañado o no, pero es 
un argumento. No es un capricho ni una intencionalidad de favorecer a uno o a otro con nombre y apellido. 
Esta es una norma general de dar igual tratamiento a los que prestan un servicio equivalente. Eso es lo que 
creemos. Y no nos pusimos a pensar a quién es que se presta el servicio en cada uno de los segmentos y 
lugares del país. Si ustedes piensan que esas consideraciones deben ser incorporadas a continuación como 
elementos de análisis, no tenemos ningún inconveniente. En la medida en que no nos apoyamos en eso, no 
vamos a argumentar a favor ni en contra de ninguna opinión que no sea la que hemos manejado. 


SEÑOR ASTI.- Me quiero referir al artículo 773, que tiene que ver con la exoneración de las 
comisiones derivadas de la intervención en la compraventa de valores públicos y privados. El texto 
anterior, que fue redactado en la ley de promoción del mercado de valores, planteaba que al hablar de 
valores privados, estos pudieran referirse a valores emitidos en el país o por empresas radicadas en el 
país porque, precisamente, de esa manera estamos incentivando mejor ese mercado de valores que 
necesitamos sea mucho más importante que hasta el momento. Quisiera saber si, para valores 
privados, podemos limitar la exoneración a los que se emiten por empresas radicadas en el país. 


SEÑOR AGUIAR.- La intención de esta norma fue permitir, básicamente, que el Estado, cuando emite 
en el exterior, también se beneficie con esa facilidad de comercialización. Por eso se exoneran las 
comisiones derivadas de la intervención en la compraventa de esos valores. Ese es el objeto de la 
ampliación en lo que hace a los valores públicos. 


En lo que hace a valores privados, se trata simplemente de equiparar con otras formas de adquisición que 
pueden darse por medio de instituciones bancarias o de otro tipo de agentes que por ser operaciones bancarias 
directamente no tienen la carga del Impuesto al Valor Agregado sobre su comisión. 


El objetivo primordial era preservar los valores públicos. 


SEÑOR OTEGUI.- Me voy a referir al artículo 741. En la Subcomisión de Subsidios y Subvenciones 
hemos recibido a las distintas entidades que están solicitando apoyo. Algunas de ellas nos plantearon 
concretamente la posibilidad de participar del artículo 79. Quisiera saber cuál es la posición del 
Ministerio. 


SEÑOR MINISTRO DE ECONOMÍA Y FINANZAS.- Nosotros proponemos esta sustitución en el 
literal J) del artículo 79 del Título 4 del Texto Ordenado con el propósito de contemplar algunas 
situaciones que ya hemos diagnosticado y que ameritan que la norma sea modificada de esta manera. 
Sabemos que, al amparo de esta sustitución, somos capaces de encontrar solución a algunas cosas que 
creemos tienen buen fundamento. Ahora, hay que tener mucho cuidado. Esta es una canilla que hay 
que graduar con muchísimo cuidado en términos de qué es lo que se incluye y de qué es lo que no se 
incluye. Nosotros somos capaces de ir hasta ese punto; ahora, necesitaríamos razonar muy 
profundamente sobre el alcance de cualquier extensión de este tipo de beneficios, porque puede 
generar mecanismos de perforación tributaria cuya estimación y alcance hay que estudiar muy 
cuidadosamente. 


SEÑOR ABDALA.- Tengo algunas consultas aclaratorias sobre dos o tres artículos, por supuesto en 
forma desordenada porque estamos analizando la globalidad del capítulo. 


Comienzo por el final. El artículo 790, según lo que advertimos, es el que propone restablecer la tasa 
consular; esto proviene del Gobierno del doctor Batlle, fue derogado en el Período pasado y ahora se propone 
nuevamente su vigencia. 


En primer lugar, sobre el fondo del asunto, nos gustaría conocer los fundamentos de esta decisión, en qué 
medida esto podría implicar que se genere un incremento de los costos para el comercio exterior. 


En segundo término, desde el punto de vista jurídico, la fórmula, francamente, nos parece por lo menos 
curiosa. Y digo esto porque aquí lo que se declara es la vigencia de una norma que, en realidad, fue derogada. 
Como técnica legislativa, no parece ser la mejor. En todo caso, habría que legislar nuevamente; pero lo 
derogado, derogado está. Es decir, la fórmula de volver a considerar vigente una norma que, oportunamente, 
fue derogada a texto expreso, no parece una solución prolija desde el punto de vista legislativo. Y pido que se 
me disculpe por la adjetivación. Desconozco si hay algún antecedente; por lo menos, yo no lo conozco; si lo 
hubiera, de todas formas estaría por fuera de lo que se supone es el procedimiento de elaboración de las leyes 
y la vigencia de las mismas. 


SEÑOR MINISTRO DE ECONOMÍA Y FINANZAS.- A cuenta de atender el planteo referido a la 
redacción del artículo y la técnica legislativa, nos ofrecemos a analizar específicamente este tema. 


Quisiera decir dos cosas. Este artículo no implica ningún aumento de costos porque hoy está vigente y lo que 
queremos evitar es que se extinga. La razón es muy simple: hay una pérdida fiscal de un volumen que, en las 
actuales circunstancias, el Estado uruguayo no está en condiciones de asumir. Cuando se programó esta 
pérdida de recaudación se pensó que era previsible que la situación evolucionara favorablemente, pero hoy 
no está en el plan fiscal perder estos recursos. Sin embargo, de ninguna manera implica un aumento de costos 
porque hoy está vigente y esperamos que esto sea aprobado con la Ley de Presupuesto. Reitero que estamos 
abiertos a mejorarla, a perfeccionarla desde el punto de vista de la técnica jurídica y legislativa, pero 
necesitaríamos que ello resolviera antes de fin de año. 


En la programación fiscal que presentamos, asumimos que este artículo, con mejor técnica de redacción, sería 
aprobado por el Parlamento. De lo contrario, estaríamos perdiendo un volumen de recursos muy importante 
que se destinaría a otras áreas prioritarias. No es prioritario en este momento avanzar en esta dirección 
respecto de otras. 


SEÑOR POSADA.- Cuando se aprobó la derogación que empezaría a regir en 2011, el argumento 
sustancial fue el de los compromisos asumidos por el país. Entonces, ya que se plantea la imposibilidad 
de hacerlo hoy, mi pregunta refiere a cuándo Uruguay estará en disposición de prescindir de esos 
recursos para dar cumplimiento a los compromisos asumidos. 


SEÑOR ABDALA.- Está claro que la derogación fue determinada con vigencia al 1” de enero de 2011, 
pero la pregunta concreta es qué cambió desde aquella decisión legislativa a esta y de aquella iniciativa 
del Poder Ejecutivo anterior a esta, del actual Poder Ejecutivo, para que se proponga esta modificación 
en la vigencia de la tasa. 


SEÑOR MINISTRO DE ECONOMÍA Y FINANZAS.- En general, todos los aspectos contenidos en la 
propuesta de "Ingresos y gastos públicos" están sujetos a criterios de prioridad. Y en este caso, a la 
hora de hacer la programación económica y financiera que sustenta al Presupuesto Nacional, se 
consideró que era prioritario atender otro tipo de ámbitos y no este que, específicamente, al país, por 
ahora -quiero ser preciso en esto: por ahora-, no le plantea problemas inminentes desde el punto de 
vista de las negociaciones internacionales. 


Quiero recordar a los Diputados que se refirieron al tema, que esta tasa está derogada bilateralmente con 
México. Toda esta revisión tiene que ver con eso. Efectivamente, hoy lo que cambió es que se pusieron en la 
balanza otras cosas: estamos planteando un ambicioso plan de infraestructuras en la educación, un ambicioso 
plan de vivienda, un ambicioso plan de fortalecimiento de la seguridad pública y, sinceramente, creíamos que 


valía la pena, para sostener el impulso inicial en estas áreas, postergar la derogación de esta tasa, sin 
comprometernos a una fecha determinada, para que no vuelva a pasar lo que pasó ahora. 


En una programación a largo plazo, creemos que esa tasa debería ser eliminada de nuestro sistema. 


No discutimos la cuestión de fondo, en la que estamos de acuerdo. 


SEÑOR POSADA.- Si no recuerdo mal, en el argumento por el cual se sostenía la derogación de esta 
tasa estaba también la vulnerabilidad que podía tener nuestro país frente a reclamos de terceros países, 
en función de un tratamiento desigual en atención al mencionado acuerdo con México. En ese caso, 
Uruguay estaba expuesto claramente y en función de ello es que se había adoptado el criterio de la 
derogación. 


De todas formas, hay que pensar en revisar la redacción porque el término "derogación" no hace sobrevivir al 
artículo anterior. 


SEÑOR ABDALA.- Quiero hacer una segunda consulta a los efectos de conocer el alcance y el 
fundamento de la propuesta del artículo 732. 


Por lo visto, esto se inscribe en un tema de mucha actualidad: el de los acuerdos de intercambio de 
información tributaria a fin de evitar la doble imposición. Concretamente, por lo que se advierte, aquí lo que 
se está suprimiendo es un procedimiento de validación y de certificación de firmas -presumo- referidas a 
documentación extranjera con destino tributario. Mi pregunta es cuál es la motivación de esta decisión y en 
qué medida puede prescindirse sin riesgo de estos mecanismos de legalización y de validación que algún 
sentido tuvieron en el pasado y que ahora quedarían sin efecto. 


SEÑOR AGUIAR.- Básicamente, el objetivo es reducir los tiempos y el costo de una información que 
va a ser utilizada a los efectos fiscales. El procedimiento de intercambio de información que establecen 
los convenios para evitar la doble imposición en materia de impuesto a la renta e impuesto al 
patrimonio y los específicos de intercambio de información, requiere una cantidad de certezas y de 
comprobaciones que llevan su tiempo. Si a eso se le agrega el tiempo de traducción y de legalización 
para validar la información recibida, quizás cuando llegue, operaría sobre un impuesto cuyo derecho 
al cobro prescribió, por ejemplo. 


Este es un mecanismo bastante habitual en los países que tienen convenios: o adaptan la información, lo cual 
conlleva el incremento de los costos y de la lentitud o disponen de normas de este tipo que permiten que no 
se necesite la legalización de la información recibida mediante el intercambio derivado de la aplicación de 
convenios. 


SEÑOR ABDALA.- Queda claro que el Poder Ejecutivo está en condiciones de trasmitir al Parlamento 
que esta modificación no pone en riesgo en lo más mínimo los derechos de los contribuyentes o la 
certeza jurídica, más allá del objetivo, siempre compartible, de bajar los costos. Digo esto porque 
estamos hablando de una materia -como ocurre en todas— en la que los derechos individuales de 
quienes pagan los impuestos deben estar debidamente garantizados y eso, sin dudas, se vincula con los 
aspectos que estamos analizando. 


SEÑOR ABDALA.- Supongo que el silencio en ese sentido es confirmatorio. 


SEÑOR MINISTRO DE ECONOMÍA Y FINANZAS.- Así es. 


SEÑOR ABDALA.- El artículo 743 consagra una suerte de delegación legislativa que, de por sí, 
también es discutible jurídicamente -sobre todo en materia tributaria-, porque la potestad tributaria, 
sin duda, es el Parlamento. La iniciativa es del Poder Ejecutivo, pero es el Parlamento el que aprueba 
los tributos. Aquí se establece una opción vinculada con el régimen de contabilidad, pero después se 
deja librado a la reglamentación establecer el alcance de esa opción y su vigencia en cuanto al "mínimo 
de ejercicios", como se dice textualmente. 


Me pregunto, o reflexiono en voz alta y pido la opinión del Poder Ejecutivo, del Ministerio de Economía y 
Finanzas, sobre si esto eventualmente podría constituir una delegación legislativa de carácter 
inconstitucional. Según tengo entendido, si bien la jurisprudencia del Tribunal de lo Contencioso 
Administrativo, específicamente con relación a la materia tributaria, ha admitido delegaciones de estas 
características, lo ha hecho siempre y cuando se produzcan dentro de un mínimo y de un máximo, es decir, 
dentro de determinada franja, que en este caso parecería no estar contemplada. 


Quiero trasmitir esta duda porque, sobre todos quienes estamos de este lado, quienes investimos la 
representación legislativa, somos particularmente celosos -creo que debemos serlo- de todas las formas de 
delegación. No es que sean inconcebibles pero, en todo caso, creo que hay que estudiarlas con mucho 
detenimiento. 


SEÑOR AGUIAR.- Esta norma tiene una historia. 


Cuando se realiza la primera redacción del IRAE -Impuesto a la Renta de las Actividades Económicas-, se 
establece una cantidad muy importante de opciones para el contribuyente. Por ejemplo, un contribuyente de 
IRPF puede optar por liquidar el IRAE, si así lo desea. Una vez que se opta, lo que hace la ley es facultar en 
un inciso idéntico a este al Poder Ejecutivo para que establezca un lapso por el cual el contribuyente se ve 
obligado a permanecer en el impuesto por el cual optó. 


Esto se da cuando un agropecuario, que puede optar por el IMEBA, opta por liquidar IRAE, es decir por 
renta real. También se da en materia de IRPF, cuando una persona opta por liquidar IRAE. A su vez, dentro 
del IRAE, una empresa que tiene determinado volumen de ingresos, si lo desea, puede liquidarlo en forma 
ficta o, de lo contrario, por contabilidad suficiente. Hay algún otro caso que se me está escapando, pero en 
definitiva al contribuyente se le da una cantidad de opciones. 


Lo que estas normas buscan es evitar que la gente esté haciendo los cálculos de qué le da menos, año a año. 
Una vez que el contribuyente opta, debe permanecer durante determinado período. Es también para facilitar 
la administración tributaria. 


En la redacción original que se había hecho del IRAE, todas estas opciones estaban legalmente restringidas a 
cinco años. Luego se analiza con más profundidad, sobre todo series históricas, y se ve que en determinados 
momentos existen realidades económicas que cambian sustancialmente la realidad de cada empresa. Parece 
muy fuerte -ahora que recuerdo, también en materia de pequeñas empresas existen opciones similares- 
obligar a que el contribuyente permanezca por cinco años. Entonces, a nivel del Poder Legislativo se decide 
bajar, a lo que está habilitado. La sentencia del Tribunal que mencionaba el señor Diputado dice que es válida 
la facultad cuando refiere a una tasa, a un impuesto, por ejemplo el IMESI, en que se fijan tasas máximas. 


En este caso, se está estableciendo una cantidad mínima de años que debe fijar el Poder Ejecutivo. Lo que se 
está haciendo con este artículo es llevar el tema de la contabilidad suficiente a la misma solución que tienen 
todas las demás opciones que contiene el IRAE. ¿Por qué no hacerlo por ley? Porque puede haber una 
situación futura, como la que vivido en los años 1982 o 2002, en la que de repente el Poder Ejecutivo 
entienda necesario que aun aquellos que se han comprometido por un lapso determinado queden habilitados a 
ejercer nuevamente la opción debido a un cambio de las circunstancias del mercado, más allá de la voluntad 
o del conocimiento del contribuyente. 


De manera que la solución está, por todos lados, en el propio impuesto, y este es el único que había quedado 
desenganchado por una falta de percibimiento en su momento; nada más que por eso. 


SEÑOR GANDINI.- Quiero plantear algo que no sé si es correcto. 


Nosotros hemos redactado artículos nuevos con relación al texto que nos fue remitido originalmente y un 
comparativo. En el artículo 763 se establece que se elimina por estar duplicado en el artículo 778, con una 
redacción similar pero mejor. Allí dice que se aprovecha la numeración para insertar el primer artículo 
perdido; se ve que hay otros. Entonces, figura el artículo perdido. Ahora, el artículo perdido está en el 
artículo 765, repetido -ustedes mismos lo enviaron-, y su segundo inciso es copia textual del artículo 763 
perdido. Se ve que alguien no lo encontró y ya estaba. 


Después tengo algo para comentar con relación a su contenido. Me gustaría decir algo con referencia al IRPF 
de los arrendamientos de inmuebles y al IRPF de los arrendamientos de inmuebles con destino turístico, pero 
quiero saber si hemos entendido bien esto, porque ustedes lo cambiaron pero me parece que está repetido. 


SEÑOR AGUIAR.- No está repetido. Es muy similar, pero no es el mismo. 


El artículo 765 establece -lo comentábamos en la introducción- un crédito fiscal por arrendamiento de 
inmuebles. A los arrendatarios les permite deducir de su IRPF, de su impuesto propiamente dicho -no es una 
deducción de gastos- hasta un 6% del monto pagado por concepto de arrendamientos. ¿Qué sucede? Que 
también había intenciones de que esto abarcara los arrendamientos temporarios de inmuebles con fines 
turísticos, que pueden recaer -se faculta al Poder Ejecutivo a implementar el régimen de imputación- en un 
contribuyente de IRPF. Entonces, es natural que esté en el artículo 39 Bis que se agrega al Título 7 relativo al 
IRPF. 


El artículo 763 -el artículo perdido al que hacía referencia el señor Diputado- faculta al Poder Ejecutivo a 
instrumentar un régimen de devolución del 6%, porque si esos arrendadores de temporada son extranjeros no 
están en el ámbito del IRPF. Entonces, para que esa gente pueda beneficiarse, persiguiendo, en este caso, ya 
no el objetivo exclusivo de beneficiar al contribuyente sino de blanquear los arrendamientos que hoy no 
pagan, debemos instrumentar un régimen de devolución. Pero en ese caso ya estamos en el Título 1, relativo 
a Normas Generales, y no en el Título 7 sobre IRPF, que no podemos aplicar a los extranjeros. 


SEÑOR GANDINI.- Ahora lo entendí. Le pido disculpas porque estamos tomando contacto con esto 
recién ahora. 


Esto es lo que establecía el artículo 765 original, en una redacción diferente, que hablaba de imputación o 
devolución, y que fue dividido para colocarlo en Títulos diferentes, según el caso. 


SEÑOR AGUIAR.- Exacto. 


SEÑOR GANDINI.- Sobre este tema y alguno más, en nombre de la bancada, del Partido, vamos a 
presentar algunos aditivos que, si bien figuran como proyecto de ley, trataremos de introducirlos en 
esta iniciativa porque tienen objetivos similares, quizás formulados de otro modo. 


Nosotros preferimos eliminar el IRPF de los alquileres. A nuestro juicio, es el único modo de empujar para 
que los alquileres bajen, porque por el camino que propone el Poder Ejecutivo, para los alquileres en general, 
podrá deducir este impuesto aquel que pague IRPF, es decir, aquel inquilino que lo pague, de su alquiler; si 
no lo paga, el IRPF estará cargado al valor de su alquiler, pero no lo podrá deducir. 


Preferimos empujar, colaborando con una norma de este tipo, hacia la normativa general que se proyecta en 
materia de vivienda, que tiene la intención de volcar viviendas al mercado, de abaratarlas, de subsidiar, 
etcétera, sacando la aplicación del IRPF a los alquileres, porque creo que ha quedado demostrado que el 
propietario, que es el gravado, lo trasladó al precio del alquiler y terminó pagando el inquilino. La evolución 
del precio de los alquileres en los últimos tiempos ha estado bastante por encima del IPC. Este fenómeno 
puede tener muchas causas, pero buena parte de ese empuje coincide con la aparición de la reforma tributaria. 


La segunda iniciativa que presentaremos tiene que ver con los alquileres de temporada menores a noventa 
días, y también vamos a proponer que se puedan deducir los intereses de los préstamos concedidos por 
organismos públicos o instituciones de intermediación financiera destinados a la adquisición, construcción o 
refacción de vivienda familiar. Es probable que esta iniciativa no incida mucho, pero los intereses pesan y 
consideramos que sería bueno que no estuvieran gravados. Por eso lo presentaremos en la forma de dos o tres 
aditivos encadenados. 


Hago esta presentación a modo de comentario. Si el Poder Ejecutivo tuviera alguna reflexión, con mucho 
gusto la recibiremos. 


SEÑOR BEROIS.- En el mismo sentido que el señor Diputado Gandini, nobleza obliga, quiero decir 
que vamos a presentar un aditivo, también vinculado con la Sección "Recursos". 


El tema que nos ocupa ya se discutió en la Legislatura pasada. El señor Ministro sabe que la prensa escrita 
del interior del país estaba exonerada del impuesto y a partir de 2007 se limitó la exoneración a aquellas 
empresas periodísticas del interior cuyos ingresos anuales no superaran las 2.000 Unidades Indexadas. A raíz 
de la aplicación de esta norma, hoy existen ocho empresas periodísticas del interior del país que viven una 
situación crítica. En definitiva, el Estado no recauda mucho con este impuesto, pero el perjuicio que provoca 
a la prensa del interior, como ha quedado demostrado en los hechos, es importante. 


Somos del interior -acá hay muchos legisladores del interior- y conocemos la importancia que tiene la prensa 
local, que va mucho más allá de lo que es una empresa, por la función social que cumple. Yo no voy a 
explicar al señor Ministro lo que supuestamente ya sabe con respecto a la penetración y la función social que 
tiene la prensa del interior en cada lugar del interior del país, que muchas veces no cumple la prensa grande. 
Inclusive -nobleza obliga también-, a nosotros, los políticos, cuando estamos de campaña en el interior la 
prensa del interior nos abre sus puertas sin preguntar qué pensamos, y eso no se vive en Montevideo. Este es 
un viejo tema. 


En ese sentido, vamos a presentar un aditivo para exonerar a la prensa del interior del pago de este impuesto, 
para tratar de salvar a estas empresas que fueron perjudicadas por la aplicación de este impuesto en 2007. 


Quiero que el señor Ministro conozca esta iniciativa, y si tiene alguna opinión acerca de ella, me gustaría 
conocerla. 


SEÑOR MINISTRO DE ECONOMÍA Y FINANZAS.- En primer lugar, quisiéramos tomar contacto 
con los aditivos que va a presentar el señor Diputado Gandini, analizar su naturaleza y qué 
implicaciones tendrían. 


Con respecto a la intervención del señor Diputado Berois, quiero hacer una observación. El límite establecido 
no es discriminatorio contra el interior: es para Montevideo e interior. La exoneración no discrimina entre 
Montevideo e interior. Esta no es una lucha entre interior y capital. Se intentó proteger exonerando a las 
empresas chicas, pero de todo el territorio nacional. No es para los de interior o para los de Montevideo. 


Si se hiciera un planteamiento generalizado análogo al que hizo el señor Diputado Berois, no lo 
acompañaríamos, porque creemos que la norma tiene una justificación, que es proteger a los más vulnerables 
y no seguir ampliando excepciones. La lógica -y me remito a alguna de mis intervenciones previas- es evitar 
esas discriminaciones, llevarlas a su mínima expresión y no generalizarlas para que proliferen a lo largo y 
ancho de nuestro sistema tributario. Esa es nuestra opinión. 


También nobleza obliga: se podrá discutir el tope, el límite, que podría ser atendible, a la luz de la 
información sobre la situación esas empresas -de la que no dispongo-, pero de ninguna manera nos parece 
razonable que la solución a la vulnerabilidad de algunas empresas -que es atendible- fuera sobre una 
estructura, que ya no sería interior-Montevideo sino, en la lógica de lo que estamos razonando, de alcance 
nacional. No estamos de acuerdo, porque no estamos dispuestos a introducir esa diferencia entre Montevideo 
e interior, sobre lo cual oportunamente nos manifestamos. 


SEÑOR GANDINI.- Quisiera que se explicara qué alcance tiene la modificación del artículo 775, que 
cambia los porcentajes del impuesto para determinados vehículos. Quiero saber a qué obedece y a qué 
vehículos afecta. No logro comprender el alcance de la norma. 


SEÑOR AGUIAR.- Se podría resumir en tres cambios. 


No cambian las tasas. Hay un cambio, que se marca, en el sentido de que también quedan gravados por el 
impuesto los cambios de categoría, en tanto este cambio implique impuesto. El artículo dice: "liquidándose el 
impuesto sobre la diferencia de impuesto resultante". También se introducen cambios al final del artículo, que 
dice: "Facúltase al Poder Ejecutivo" -esta facultad ya existía- "a fijar tasas diferenciales para los distintos 
tipos de vehículos" y se establece que el Poder Ejecutivo "podrá" -en el caso de los vehículos utilitarios- 
"condicionar las tasas de imposición a su destino efectivo". 


Se introdujo esta modificación porque existen algunos tipos de vehículos que históricamente dieron 
problemas a la Dirección General Impositiva, que para muchos -por ejemplo, para productores 
agropecuarios- son de carácter utilitario, pero también son usados por gente que no les da ese destino, sino 
otro. Básicamente, me refiero a camionetas cuatro por cuatro. No habría una solución justa sin esta 
modificación que permite condicionar la tasa de imposición de los vehículos utilitarios a su destino efectivo. 
¿Cuál es la idea? Si el destino efectivo fueran las actividades productivas, se gravará con una tasa menor de 
imposición que si el destino fuera paseo, a pesar de que el vehículo estuviera apto para desarrollar tareas 
productivas, básicamente agrícolas. 


Por último, se corrige un error de la normativa previa que refería a la obligación de esperar de ciento ochenta 
días para modificar las tasas. Esa modificación está recogida en el artículo 776, que era el destinatario 
exclusivo de esa norma cuando se impuso. ¿Por qué? La espera de ciento ochenta días para los vehículos es 
contraproducente, inclusive para las propias empresas, porque las deja fuera del mercado y cierra las ventas 
por el lapso de seis meses. Sí tiene sentido en el caso del numeral 20) del artículo 1” del Título 11 del Texto 
Ordenado que refiere a equipos y artefactos de baja eficiencia energética que determine el Poder Ejecutivo, 
porque esta es una imposición nueva. Si se hiciera uso de esta facultad, como es algo nuevo no está en el 
ámbito del IMESI, por lo que una vez que el Poder Ejecutivo toma la decisión y fija la tasa, es natural que 
haya un período de espera para que todos los agentes se adecuen a la nueva normativa y al nuevo costo fiscal. 


SEÑOR GANDINI.- Quisiera que se me evacuara una duda. Recién se hablaba de la modificación del 
último inciso, y en el proyecto original hay dos incisos más que no han sido copiados, por lo que temo 
haya algún error. Estamos considerando rápidamente cambios sobre cambios y tengo miedo de que no 
estemos hablando de lo mismo. 


En el texto original que remitió el Poder Ejecutivo, luego de este inciso hay uno que dice: "A los efectos 
referidos en el inciso anterior, facúltese al Poder Ejecutivo a establecer clasificaciones de acuerdo con índices 
de eficiencia energética o uso de energías alternativas para distintos tipos de vehículos". Y luego viene otro 
que expresa: "Sin perjuicio de las disposiciones del artículo 4” de este Título, en los casos de transferencias o 
desafectaciones de ambulancias o de automotores utilitarios que se hayan beneficiado de tasas diferenciales 
por su destino efectivo, la diferencia de impuesto correspondiente se abonará en la mencionada ocasión". 
Esto figura en el repartido del texto original. 


SEÑOR PRESIDENTE.- Señor Diputado: ¿además del comparativo, usted tiene el documento sobre 
Normas Tributarias de la Ley de Presupuesto Nacional, que empieza con el artículo 775? 


SEÑOR GANDINI.- Sí. 


SEÑOR PRESIDENTE.- El artículo 775 al que se refiere el señor Diputado Gandini tiene un 
sustitutivo que comienza en "Facúltase". 


SEÑOR GANDINI.- En el original hay dos incisos más. Es posible que el Poder Ejecutivo los quiera 
retirar, pero tememos que pueda haber un error de tipografía, porque ya no están en la versión 
original. Entonces, alguien se olvidó de pasarlos o se los ha eliminado. 


SEÑOR MINISTRO DE ECONOMÍA Y FINANZAS.- La intención era eliminarlos. Por eso en el 
aditivo que se propone no figuran. 


SEÑOR ABDALA.- En el mismo sentido del planteo del señor Diputado Gandini, el antepenúltimo 
inciso, que es el que establece esta facultad muy genérica para el Poder Ejecutivo, francamente me 
provoca dudas importantes. La definición es muy vaga, y cuando se habla de fijar tasas diferenciales y 
de determinar las características que distingan los vehículos utilitarios de los de pasajeros, pero sobre 
todo cuando dice que se podrán condicionar las tasas a la imposición de un destino efectivo, 
francamente es de difícil comprensión. Desde el punto de vista jurídico tiene que ver con la discusión 
de hace unos momentos sobre la delegación legislativa. Es de una amplitud que puede ser peligrosa ya 
que, a mi juicio, le da un margen de actuación a la Administración -a esta o a las que las sucedan- en la 
medida en que esta norma mantenga vigencia desde el punto de vista legal que, por supuesto, nos debe 


preocupar. Sé que no es la intención, pero a partir de una interpretación estricta, cuando se habla de 
fijar tasas diferenciales, teóricamente se podría hablar de tasas diferenciales aun por encima de las que 
establece el numeral 11 o las que se determinan en el artículo, que podrían ser tomadas simplemente 
como una referencia o, en todo caso, como tasas que regirían en la medida en que el Poder Ejecutivo no 
estableciera otras, por debajo o por encima. 


Creo que esto merece un acotamiento que haga la norma bastante más asequible desde el punto de vista 
constitucional. Creo que es de una amplitud bastante peligrosa, no solo por la referencia a las tasas 
diferenciales sino tal vez también por esta indefinición de las tasas condicionadas al destino efectivo, porque 
eso podría abrir un abanico amplísimo. 


SEÑOR MINISTRO DE ECONOMÍA Y FINANZAS.- En primer lugar, la propuesta y el contenido 
específicos es para distinguir entre vehículos utilitarios productivos y no productivos, y tratar mejor 
tributariamente a los que tienen destinos productivos que a los utilitarios. Ese es el enfoque. 


Ahora bien: nuestra legislación está llena de referencias a tributaciones que cambian según el destino. En 
particular, acabo de ver -no es otra cosa que una constatación que tengo delante- el texto que proponía recién 
el señor Diputado Gandini, que expresa que también estarán exoneradas en todos los casos las rentas 
derivadas de arrendamientos de inmuebles que tengan como destino la vivienda de temporada turística. Todo 
el ordenamiento jurídico tributario está lleno de referencias a destinos, lo que es muy razonable. Se trata de 
encontrar una formulación para mejorar la situación de algunos, y de ninguna manera tratar peor a otros, 
porque las tasas máximas están fijadas por ley. No podríamos ir más allá de las tasas máximas, que están 
autorizadas por el Parlamento. Para poder discriminar a favor de alguien, necesitamos que la norma nos 
permita discriminar. Si encontramos una mejor formulación, la podemos rescatar, pero querríamos que el 
objetivo fuera determinado tipo de vehículos que claramente son utilitarios y aplicados a la producción -en el 
interior hay muchos-, ya que de lo contrario, por no poder distinguir por destino, terminamos haciéndolos 
tributar muy por encima que lo que sería lo deseable. 


Ese es el espíritu de esta norma, de algún modo para favorecer a determinado tipo de contribuyentes y no 
para perjudicar a nadie. 


SEÑOR AGUIAR.- Simplemente deseo aclarar que este numeral pertenece al artículo 1* del Título 11, 
IMESI, que dice: "Créase el Impuesto Específico Interno que gravará la primera enajenación, a 
cualquier título, de los bienes que se enumeran con la tasa que fije el Poder Ejecutivo, cuyo valor 
máximo en cada caso se indica". Las tasas que fijan los distintos numerales son máximas y el Poder 
Ejecutivo puede ir de cero hasta ese valor, pero de ninguna manera excederlo. 


Respecto a la definición de utilitarios, el IMESI data de los años setenta y su antecedente, el IMECO - 
Impuesto Específico al Consumo- que gravaba, igual que este impuesto, a los vehículos, fijaban tasas 
diferenciales por categorías. Estamos frente a decretos que tienen cuarenta años de vigencia, es decir que a 
través de estas normas el Poder Ejecutivo ha recaudado por el IMESI durante más de cuarenta años. Lo que 
proponemos no es una innovación. 


SEÑOR PRESIDENTE.- Tenemos un documento sobre los artículos a sustituir en las Normas 
Tributarias de la Ley de Presupuesto Nacional. Comienza con el Ministerio de Defensa Nacional, luego 
están el Ministerio de Economía y Finanzas y el Ministerio de Ganadería, Agricultura y Pesca. Voy a 
enumerar los artículos para que el señor Ministro ratifique si son sustitutivos, para poder trabajar 
adecuadamente y con prolijidad. 


Los artículos son: 733, 738, 745, 757 -al que no le encontramos ninguna variante-, el 763... 


SEÑOR AGUIAR.- Por un error de mecanografía, en la versión original dice "artículo 41 y 51", en 
lugar de "artículos 41 y 51". Quizás ya lo hayan corregido, aunque no era nada básico. 


SEÑOR PRESIDENTE.- También tenemos los artículos 765, 766, 775, 777, 778 y se suprimen los 
artículos 782 y 783. 


SEÑOR MINISTRO DE ECONOMÍA Y FINANZAS.- Así es, señor Presidente. 
SEÑOR PRESIDENTE.- Actuaremos de esa forma, entonces. 
Ahora corresponde analizar la sección "Disposiciones Varias", que comprende los artículos 791 al 820. 


SEÑOR BORCHARDT-- El artículo 791 tiene por objetivo dar mayor flexibilidad al Instituto Nacional 
de Colonización para la adquisición de tierras. Digo esto porque a veces el Instituto tiene que comprar 
tierras en una determinada zona, por ejemplo, para el desarrollo de una cuenca lechera y es difícil 
seguir con los procedimientos de licitación habituales. Sin perjuicio de ello, se procura dar la adecuada 
transparencia a las compras. De esa forma, el Instituto tiene que tomar la decisión por cuatro de sus 
Directores y debe elevarla al Poder Ejecutivo en forma fundamentada. Si el Poder Ejecutivo no se 
opone a cada una de las compras que realice el Instituto mediante este mecanismo en un plazo de 
veinte días, la transacción quedará firme. Ese es el objetivo de este artículo. 


Posteriormente, vienen varios artículos vinculados con la persona pública no estatal CITS, es decir, el Centro 
para la Inclusión Tecnológica y Social. De esta forma, se sacan las referencias originales a salud bucal, cuya 
competencia se mantiene en la órbita del Ministerio de Salud Pública. 


Por lo tanto, se depura todo lo que refiere al CITS; en particular, también se deroga el plazo de vigencia de 
esta persona pública que era hasta febrero o marzo de 2011. Entonces, el artículo 802 se deroga. 


Por otra parte, se entiende que el Poder Ejecutivo podrá solicitar al Plan Ceibal apoyo en algunas 
circunstancias especiales en que se requiera un uso intensivo de máquinas, de terminales, para casos 
puntuales como las elecciones nacionales, departamentales o para el censo nacional. Quienes soliciten estos 
servicios, deberán cubrir los costos que se puedan generar. Entonces, entendemos que el Plan Ceibal puede 
ser una herramienta para apoyar este tipo de iniciativas y para ahorrar costos importantes. 


El artículo 804 procura incluir dentro de las competencias del LATU las actividades que este pueda 
desarrollar en su parque tecnológico para promover, coordinar y apoyar emprendimientos y empresas. Esta es 
una contribución importante que el LATU ha empezado a trabajar. De todas maneras, entendemos que se 
requiere este soporte legal para poder avanzar en mayor medida. 


El artículo 805 -suponemos que debe haber sido discutido cuando compareció la CND- plantea la facultad del 
Poder Ejecutivo para cubrir hasta la mitad de las pérdidas en que incurra la Corporación Nacional para el 
Desarrollo por AGOLAN en 2011. Luego, en 2012, esta partida se reduciría hasta un 25% con el objetivo de 
generar estímulos adecuados para minimizar las pérdidas que se producen por la tenencia de esta empresa. 


SEÑOR APEZTEGUÍA.- El objetivo del artículo 806, planteado por el Banco Central y por el Banco 
de la República, es tener la facultad para transformar en contratos de función pública algunos de los 
contratos a término suscritos con su personal, especialmente aquellos que fueron ganadores de 
concursos en oportunidad de llamados en que debían participar funcionarios que provenían del Banco 
de Crédito. En esa oportunidad, concurrieron otros ciudadanos que no provenían del Banco de 
Crédito. Ciertas normas posteriores, permiten la transformación de quienes provenían del Banco de 
Crédito y habían ganado esos concursos, transformarse en contratos de función pública y no así los 
ciudadanos que no venían del Banco de Crédito. 


Hace unos días se nos preguntaba sobre este artículo porque así como está redactado parece tener carácter 
general. Es por ello que se presentó un sustitutivo que aclara expresamente esta situación, haciendo 
referencia al decreto que en su momento habilitó los concursos. Estamos hablando de algún puñado de 
funcionarios en cada banco que se encuentran en esta situación. 


La regularización funcional de los contratos a término existentes deberá realizarse por los mecanismos 
habituales. Las instituciones deberán reestructurar sus estructuras de puestos de trabajo y llamar a los 
concursos correspondientes para proveer las vacantes que se generen. En este artículo el objetivo no es 
regularizar situaciones de distintos tipos de contratos para transformarlos en otros. 


El artículo 807 permite culminar los procesos de liquidación del Banco de Crédito, Comercial y Caja Obrera, 
que están a punto de ser terminados. Queda solamente la autorización para acceder a las cajas de seguridad y 
subastar los bienes que allí se encuentren. 


A partir del artículo 808, hay normas relacionadas con el funcionamiento del mercado de valores, y desde el 
artículo 815 en adelante, con la transformación de la Bolsa de Valores. 


SEÑORA LONGONE.- Voy a hacer comentarios sobre los artículos 809 al 820, porque el artículo 808 
refiere a otro tema. 


SEÑOR APEZTEGUÍA.- El artículo 808 prorrogaría la exoneración de una fracción del IVA sobre la 
cuota mutual. La autorización estaba dada por la ley de febrero de 2009. 


SEÑOR LONGONE.- Los artículos 809 a 820 que propone el Poder Ejecutivo tienen su fundamento en 
la mejora del funcionamiento del mercado de valores, en vista de la puesta en práctica de la Ley 
N? 18.627, de mercado de valores, que fuera sancionada por el Parlamento en noviembre de 2009. Ya 
hace casi un año que se sancionó la ley y el Poder Ejecutivo está reglamentando diversos aspectos de la 
norma. Por otra parte, ha recibido de los operadores del mercado de valores -tanto sea de las bolsas, 
como de los emisores, como de los inversores- algunas sugerencias que consideró aceptables en lo que 
tiene que ver con ciertas normas que requerían una mejora importante. 


En tal sentido, se modifica un artículo de la ley de sociedades comerciales -me refiero al artículo 809- y se 
derogan o modifican algunos artículos de la ley_ de mercado de valores, en los artículos 810 a 814. Además, a 
través de los artículos 815 a 820, se habilita la transformación de las asociaciones civiles con personería 
jurídica que tengan por objeto la actividad propia de una bolsa de valores en sociedades anónimas con 
acciones nominativas y de capital variable. 


El artículo 809 modifica el 247 de la ley de sociedades y restringe el concepto de sociedades anónimas 
abiertas a aquellas que recurran al ahorro público para la integración de su capital inicial, para aumentar el 
capital, o coticen sus acciones en bolsa. La diferencia con el artículo original de la ley de sociedades 
comerciales es que se elimina la consecuencia que se establece en la ley de sociedades, relativa a que cuando 
una sociedad controlante o controlada sale al mercado y cotiza en un mercado de valores se convierte en 
abierta, por el mero hecho de que una de las dos se presente a cotizar o recurra al ahorro público para su 
capital fundacional o para aumentarlo. 


El artículo 810 restablece la vigencia de dos artículos que derogó la ley de mercado de valores, que son el 
303 y el 334. El artículo 303 de la Ley_N” 16.060 refiere a las acciones escriturales que son las que no tienen 
un soporte físico sino que constan en un registro. El Poder Ejecutivo entiende que se debe restablecer la 
vigencia de este tipo de acción para el caso de las sociedades que se conocen como cerradas, es decir aquellas 
que no recurren al ahorro público para cualquiera de las situaciones que analizamos. Implica agregar un costo 
adicional a estas sociedades el exigir que se registren ante una entidad registrante y dejen de ser ellas mismas 
las entidades registrantes de sus propias acciones, lo cual desde el año 1989, cuando se sancionó la ley de 
sociedades, no ha tenido ningún inconveniente y solo encarece con la condición de sociedad abierta a 
sociedades que no están recurriendo al ahorro público. 


Por otro lado, se restablece la vigencia del artículo 334 que es el que dispone el libro registro de estas 
acciones escriturales. 


SEÑOR POSADA.- Hago la misma anotación que se había hecho sobre otros artículos. No se puede 
restablecer la vigencia de dos artículos que están derogados. Lo que en definitiva hay que hacer es 
aprobar dos nuevos artículos que serán coincidentes con la norma que oportunamente se había 
derogado. A efectos de la redacción de estos artículos creo que deberíamos tener presente que 
tendríamos que incorporar a la Ley N” 16.060, de fecha 4 de setiembre, los siguientes artículos, que 
serán aplicables solo a las sociedades anónimas y en comandita por acciones que no realicen oferta 
pública de sus acciones. Y a continuación se debería establecer lo incluido en los artículos 303 y 334 que 
habían sido derogados por la Ley N” 18.627, es decir la de mercado de valores. Digo esto a los efectos de 
que tomemos nota posteriormente. 


SEÑOR LONGONE.- Es un tema de técnica legislativa que vamos a tomar en cuenta. 


El artículo 811 deroga el artículo 21 de la ley de mercado de valores que establecía una certificación notarial 
y protocolización del documento de emisión, que genera un costo adicional a la emisión y no agrega 
absolutamente nada en lo que tiene que ver con la validez y eficacia de ese documento que, además, debe ser 
presentado preceptivamente ante la Superintendencia de Servicios Financieros del Banco Central. Todos aquí 
sabemos que cuando un documento se presenta ante la administración pública adquiere fecha cierta, por lo 
que la protocolización no le agrega absolutamente nada y encarece tremendamente el costo de la emisión. 
Ese es el fundamento de la derogación. 


El artículo 812 responde a que el artículo 80 de la ley de mercado de valores es la que ordena al Poder 
Ejecutivo adoptar normas de práctica de gobierno corporativo. Pero luego, en el inciso final, se faculta a la 
Superintendencia del Banco Central a aplicar o incorporar compromisos de práctica de gobierno corporativo 
en los prospectos respectivos de los emisores. El Poder Ejecutivo entiende que esta facultad le corresponde 
porque esta ley lo autoriza a establecer este tipo de prácticas de buena administración. 


Voy a referirme a los artículos 813 y 814. La modificación de los artículos originales de la ley de mercado de 
valores "alivia" -entre comillas- las mayorías que la ley de mercado de valores exige para aprobar los 
contratos que realicen los Directores en actividades que no se relacionan con el giro de la empresa, y el caso 
del 814 refiere específicamente a la retribución de los Directores. Lo que se está proponiendo aquí es que se 
mantenga la aprobación por parte de la asamblea de esos contratos y retribuciones, pero no con una mayoría 
especial como la prevista en la ley vigente, que en el caso del artículo 813 es del 60% del capital social 
integrado, mayoría muy difícil de lograr en asamblea, y en el caso del 814 es del 60% de los presentes. 


Los restantes artículos, 815 a 820, refieren a la necesidad de prever un instituto que no existe en nuestro 
derecho, que es la posibilidad de transformar una asociación civil en una sociedad comercial. En nuestro 
derecho existe la posibilidad de transformar sociedades comerciales, pero no que una asociación civil se 
transforme en una sociedad comercial. El espíritu de la ley de mercado de valores es que sean titulares de las 
bolsas sociedades anónimas con acciones nominativas. En este sentido, existe una bolsa que es una 
asociación civil desde su fundación, y para su mejor funcionamiento se pretende que sea transformada en una 
sociedad anónima. A ese respecto se prevén en todos estos artículos una cantidad de disposiciones que 
garantizan que los asociados puedan participar y conocer todo el proceso de transformación y que ese 
proceso esté controlado por dos órganos estatales. Uno es la Superintendencia de Servicios Financieros del 
Banco Central, y el otro el órgano de control de las sociedades comerciales, que es la Auditoría Interna de la 
Nación. 


SEÑOR PRESIDENTE.- Señor Ministro: en el día de hoy estuvo el señor Ministro Rosadilla y se 
estuvo analizando el artículo 166 enviado por el Poder Ejecutivo, y el 167 nuevo. No sé si usted los 
tiene. 


SEÑOR MINISTRO DE ECONOMÍA Y FINANZAS.- No tengo en mi poder los nuevos, pero estoy 
viendo el 166 y me dicen que no tiene cambios. 


SEÑOR PRESIDENTE.- La pregunta es si los $ 500 que restan para el año 2015 no se pueden poner en 
el artículo 166, en lugar de que se establezcan por decreto. 


La idea con respecto al artículo 167 es que viniera en la Rendición de Cuentas a partir de 2012. 


SEÑOR BAYARDI.- Se ha hablado de un compromiso con respecto a otorgar desde Soldado de 1ra. 
hasta Alférez, $ 2.500 en todo el período, sin tener en cuenta los ahorros producidos por las vacantes. 


En el artículo 166 aparecen $ 2.000: $ 1.000 en 2011; nada en 2012; $ 500 en 2013, y $ 500 en 2014. La 
pregunta era -creo que estoy resumiendo lo que conversamos- dónde estaban los $ 500 restantes. Había 
trascendido que se pensaban otorgar por la vía del decreto, a partir del 1” de enero de 2015. 


SEÑOR MINISTRO DE ECONOMÍA Y FINANZAS.- Queremos dejar expresamente establecido que 
la voluntad política del Gobierno es que el incremento previsto en estas remuneraciones a que refiere el 


artículo 166 fuera de $ 2.500, independientemente de otros beneficios que vinieran producto de lo 
establecido por el artículo 167. Si el Parlamento entiende que la idea que nosotros teníamos de otorgar 
por decreto ese incremento no es el camino más adecuado, estamos dispuestos a asumir el compromiso 
político de solucionar este problema, buscando el método más efectivo para no dejar ninguna duda en 
ocasión de la próxima Rendición de Cuentas. Acá lo que importa es que el compromiso político esté 
refrendado en una norma, y es lo que estamos dispuestos a asegurar. 


SEÑOR BAYARDI.- Tomo lo que dice el señor Ministro para viabilizar una fórmula que deje esto 
refrendado, más allá de la voluntad política aquí explicitada de hacer el ajuste en la Rendición de 
Cuentas. 


Aclaro que como los $ 500 van a venir en el año 2015 -porque los aumentos que puedan darse se deberán a lo 
establecido en el artículo 167 y no en el artículo 166-, en mi opinión no hay ningún impedimento como para 
que figurara un cuadrito especificándolo. La norma de que no puede haber incremento salarial en el año 
electoral no corre, porque estamos estableciendo un aumento de $ 500 para el 1* de enero de 2014. Por otro 
lado, estoy dispuesto a discutir la peregrina tesis de que va más allá del Ejercicio, porque el Gobierno actual 
va hasta el 28 de febrero de 2015. 


De todos modos, si lo acordamos, el incremento vendrá en la próxima Rendición de Cuentas, pero si se 
quiere dar en el año 2015, tendrá que figurar en un cuadro como el que estoy planteando. 


SEÑOR GANDINL.- Entendimos lo que expresó el señor Ministro con relación al artículo 166. El 
proyecto establece un aumento de $ 2.000 para todo el período, con recursos procedentes de Rentas 
Generales. Habrá otros incrementos, que son inciertos aún, con recursos del Ministerio, que surgirán 
de las economías por las vacantes. A su vez, hay un compromiso del Poder Ejecutivo de incorporar 
otros $ 500 en la Rendición de Cuentas y de planillarlos en el momento en que se adjudiquen, no sé si 
dentro del período 2011-2015 o en el año 2015. Eso es lo que no tengo claro. Esto lo va a resolver el 
Poder Ejecutivo en la Rendición de Cuentas o le buscará una fórmula para que se aplique en el año 
2015. 


SEÑOR MINISTRO DE ECONOMÍA Y FINANZAS.- Quisiera precisar dos aspectos. 


En primer lugar, cuando en la primera sesión presentamos los lineamientos del Presupuesto, expresamos cuál 
era el procedimiento que aseguraba los $ 2.000 y dijimos que venían en el articulado. 


En segundo término, esto fue lo que se trasmitió a la opinión pública, a todos los actores relevantes en este 
proceso de comprensión de esta norma, a las autoridades de las Fuerzas Armadas y al Ministerio de Defensa 
Nacional desde el primer momento. Lo digo para que no quede ningún manto de duda con respecto a la 
voluntad ni a que creíamos en el procedimiento que estábamos planteando. Si ese no es el procedimiento será 
otro, pero la voluntad en la formulación presupuestal es otorgar un incremento de $ 2.500. Es la voluntad 
política y son las expresiones de compromiso que estamos haciendo aquí. 


SEÑOR ASTI.- En el artículo 167 y siguientes se establece que de lo actuado se dará cuenta a la 
Asamblea General. Entonces, lo que habíamos hablado en Comisión en presencia del señor Ministro de 
Defensa Nacional es que, dado los tiempos en que esto va transcurriendo, podía incluirse en la norma 
que el Poder Ejecutivo lo establecerá en la Rendición de Cuentas correspondiente a todos los años 
siguientes a este, con vigencia en los próximos Ejercicios. 


SEÑOR MINISTRO DE ECONOMÍA Y FINANZAS.- Me parece perfecto. 
SEÑOR GANDINI.- Quería hacerles una pregunta que quedó pendiente de otra comparecencia. 


Los artículos 646 y 653 refieren a ANEP y Universidad, respectivamente, y establecen una asignación 
presupuestal con destino al Fondo de Infraestructura Educativa Pública. De la lectura surge que es un solo 
fondo que se alimenta de dos vertientes; le llegan recursos anuales de ANEP y de la Universidad. Además, 


los dos artículos posibilitan que ese fondo reciba también otros recursos que la propia Universidad o la propia 
ANEP destinen. 


No parece lógico que sea un solo fondo. Lo lógico -esto fue lo que en su momento dijo el Presidente de la 
Corporación Nacional para el Desarrollo- sería que hubiera dos fondos. Habría que cambiarle el nombre. Por 
ejemplo, uno podría llamarse Fondo de Infraestructura Educativa Pública, y otro, Fondo de Infraestructura 
Educativa Universitaria, por bautizarlos de alguna manera. 


Si este es el camino que se elige, es decir que la Corporación Nacional para el Desarrollo administre el fondo, 
parece más ordenado que uno se nutra exclusivamente de recursos que proceden de diversos lugares para 
infraestructura de la ANEP, y otro que reciba fondos de otros lugares para infraestructura de la Universidad. 
Parece bastante mejor, y bastaría con cambiar el nombre para que quedara claro que son dos fondos y no uno 
solo; si no, puede dar lugar a complicaciones en la ejecución, en las autonomías y demás asuntos. 


Quería consultarlos acerca de si están de acuerdo con esta solución. 


SEÑOR MINISTRO DE ECONOMÍA Y FINANZAS.- En nuestra propuesta estaba claramente 
previsto que fueran dos fondos y dos mandantes. Si en la redacción se interpreta otra cosa, creo que lo 
que procede es hacer las correcciones y los ajustes que correspondan, porque la voluntad era que 
hubiera multiplicidad de fondos y de mandantes. 


SEÑOR GANDINLI.- Quiero dejar una constancia. 


Me gustaría agradecer al Poder Ejecutivo y al Ministerio de Economía y Finanzas en particular que haya 
pasado todas estas horas con tanta paciencia en esta Comisión, que haya comparecido por segunda vez, que 
no es usual, y que haya estado presente en la Comisión mientras representantes de los tres Partidos presentes 
durante toda la sesión hacíamos preguntas y aclaraciones: el nuestro, el Partido Independiente y, por 
supuesto, la bancada de Gobierno. 


SEÑOR PRESIDENTE.- La Secretaría me informa que de la Sección VI, "Disposiciones varias", 
falta confirmar ajustes al articulado que voy a detallar. 


Si hay acuerdo, ratificaríamos los artículos sustitutivos al 806 y al 814, un artículo aditivo como último 
inciso al 815, un artículo sustitutivo de los dos últimos incisos del 816 y un artículo sustitutivo al 819. 


(Apoyados) 


La Comisión de Presupuestos integrada con la de Hacienda agradece la presencia del señor Ministro de 
Economía y Finanzas y de sus asesores. 


Se levanta la sesión. 


(Es la hora 23 y 15) 


Montevideo, Uruguay. Poder Legislativo. 


